
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

V PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIAS 

ACUERDO PLENARIO N° 3-2008/CJ-116 

FUNDAMENTO: ARTÍCULO 116° TUO LOPJ 

ASUNTO:  ROBO CON MUERTE SUBSECUENTE Y DELITO DE ASESINATO.  

LAS  LESIONES COMO AGRAVANTES EN  EL DELITO DE ROBO. 

Lima, trece de noviembre de dos mil nueve.- 

Los Jueces Supremos de lo Penal, integrantes de las Salas Penales Permanente y 

Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno 

Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Permanente y Transitorias de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, con la autorización del Presidente del Poder Judicial, mediante Resolución 

Administrativa número 221-2009-P-PJ, del 5 de agosto de 2009, con el apoyo del 

Centro de Investigaciones Judiciales, acordaron realizar el V Pleno Jurisdiccional de los 

Jueces Supremos de lo Penal, al amparo de lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial –en adelante, LOPJ-, y dictar 

Acuerdos Plenarios para concordar la jurisprudencia penal. 

2°. Para estos efectos se realizaron varios encuentros previos con los Secretarios, 

Relatores y Secretarios de Confianza de las Salas de lo Penal de la Corte Suprema de 

Justicia y tres reuniones preparatorias sucesivas con los señores Jueces Supremos de lo 

Penal a fin de delimitar el ámbito de las materias que debían abordarse, luego de una 

previa revisión de los asuntos jurisdiccionales a su cargo y de una atenta valoración de 

las preocupaciones de la judicatura nacional. Con el concurso de la Secretaría Técnica, 

luego de los debates correspondientes, se estableció el día de la fecha para la realización 

del V Pleno Jurisdiccional Penal, aprobado por Resolución Administrativa número 286-

2009-P-PJ, del 12 de octubre de 2009, y se definieron los temas, de derecho penal y 

procesal penal, que integrarían el objeto de los Acuerdos Plenarios. De igual manera se 

designó a los señores Jueces Supremos encargados de preparar las bases de la discusión 

de cada punto sometido a deliberación y de elaborar el proyecto de decisión. Además, 

se estableció que el Juez Supremo designado sería el ponente del tema respectivo en la 

sesión plenaria y encargado de redactar el Acuerdo Plenario correspondiente. 

3°. En el presente caso, el Pleno, de un lado, decidió tomar como referencia las distintas 

sentencias de los Tribunales Superiores y Ejecutorias Supremas que analizan y deciden 

sobre los alcances del delito de robo agravado por muerte subsecuente (artículo 189º in 

fine del Código Penal) y el delito de asesinato por conexión con otro delito (artículo 
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108º, inciso, del Código Penal) , a fin de determinar las diferencias entre ambos 

supuestos típicos y en qué casos son de aplicación uno u otro. De otro lado, se resolvió 

también sobre la misma base jurisprudencial, identificar  cuál es la naturaleza penal de 

las lesiones causadas a la víctima y a las que se refiere el inciso 1 de la parte segunda 

del artículo 189° del Código Penal –en adelante CP-, para poder distinguirlas de 

aquellas mencionadas en el último párrafo del citado artículo. 

4°. En cumplimiento de lo debatido y acordado en las reuniones preparatorias se 

determinó que en la sesión plenaria se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 

116° de la LOPJ, que, en esencia, faculta a las Salas Especializadas del Poder Judicial 

dictar Acuerdos Plenarios con la finalidad de concordar jurisprudencia de su 

especialidad. En atención a la complejidad y singulares características del tema 

abordado, que rebasa los aspectos tratados en las diversas Ejecutorias Supremas  que se 

invocaron como base de la discusión, se decidió redactar el presente Acuerdo Plenario e 

incorporar con la amplitud necesaria los fundamentos jurídicos correspondientes para 

configurar una doctrina legal que responda a las preocupaciones anteriormente 

expuestas. Asimismo, se resolvió decretar su carácter de precedente vinculante, en 

concordancia con la función de unificación jurisprudencial que le corresponde a la 

Corte Suprema de Justicia como cabeza y máxima instancia jurisdiccional del Poder 

Judicial. 

5°. La deliberación y votación se realizó el día de la fecha. Como resultado del debate y 

en virtud de la votación efectuada, por unanimidad, se emitió el presente Acuerdo 

Plenario. En vista del resultado de la votación se designó como ponente al señor  PRADO

SALDARRIAGA para que conjuntamente con el señor LECAROS CORNEJO, expresen en lo 

pertinente el parecer del Pleno. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§ 1. Planteamiento del primer problema.

6°. El ordenamiento penal vigente contiene dos tipos legales que aluden a la muerte de 

una persona en conexión con la comisión de otro delito. Se trata de los artículos 108° 

CP sobre el delito de asesinato y 189° CP sobre delito de robo con agravantes . En 

efecto en estas disposiciones se regula lo siguiente: 

Artículo 108° CP: “Será reprimido […] el que mate a otro concurriendo 

cualquiera de las siguientes circunstancias:  

2. Para facilitar u ocultar otro delito”.

Artículo 189° (ultimo párrafo)  CP: “La pena será […], cuando […] como 

consecuencia del hecho, se produce la muerte de la víctima…”. 

Estas normas han originado divergentes interpretaciones judiciales que se han 

concretado en resoluciones que califican indistintamente los hechos como homicidio 

calificado o robo con muerte subsecuente, pero que no llegan a fijar de forma clara 

cuando se incurre en uno u otro caso . 
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§ 2. Análisis del primer caso.

7°. El artículo 189° in fine CP prevé una circunstancia agravante de tercer grado para la 

figura delictiva del robo. Ésta se configura cuando el agente como consecuencia de los 

actos propios del uso de la violencia para facilitar el apoderamiento o para vencer la 

resistencia de quien se opone al apoderamiento, le ocasiona o le produce la muerte. Es 

obvio, en este caso, que el agente buscaba el desapoderamiento patrimonial de la 

víctima, pero como consecuencia del ejercicio de violencia contra ella –de los actos 

propios de violencia o vis in corpore- le causa la muerte, resultado que no quiso causar 

dolosamente pero que pudo prever y evitar. Se trata, pues, de un típico supuesto de 

homicidio preterintencional donde el resultado sólo se le puede atribuir al agente a título 

de culpa –la responsabilidad objetiva por el simple resultado es inadmisible, está 

prohibida por el artículo VII del Título Preliminar del Código Penal-. El citado 

dispositivo regula, entonces, un caso de tipificación simultánea, dolosa y culposa, pero 

de una misma conducta expresamente descrita. Como se advierte en la doctrina 

especializada la preterintención es una figura compuesta en la que el resultado 

sobrepasa el dolo del sujeto. Así, el agente roba valiéndose del ejercicio de violencia 

física contra la víctima, esto es, infiere lesiones a una persona, quien fallece a 

consecuencia de la agresión, siempre que el agente hubiere podido prever este resultado 

(la muerte, en este caso, no fue fortuita) –es una situación de preterintencionalidad 
heterogénea- [FELIPE VILLAVICENCIO TERREROS: Derecho Penal Parte General, 

Editorial Grijley, Lima, 2006, páginas 409/410]. Como se puede inferir del ejemplo 

planteado, la conducta típica se articula sobre la base de dos elementos: el 

apoderamiento del bien mueble y la utilización de violencia en la persona, la cual  en el 

presente caso produce la muerte de esta última. 

8°. Distinto es el caso del asesinato para facilitar u ocultar otro delito. Aquí el autor 

mata con el fin de conseguir un propósito ulterior. En el primer supuesto –para facilitar 
otro delito-, el asesinato implica una relación de medio-fin, en que el homicidio es el 

delito-medio cometido por el agente con el propósito de hacer posible la ejecución del 

delito-fin, siempre doloso; situación muy frecuente, por lo demás, en los delitos contra 

el patrimonio. Ahora bien, en el segundo supuesto –para ocultar otro delito-, el delito  

previamente cometido o el que está ejecutándose -el delito a ocultar puede ser doloso o 

culposo- es la causa del comportamiento homicida del agente. Ello ocurre, por ejemplo, 

cuando el agente es sorprendido en el acto del robo y para evitar su captura, dispara 

contra su perseguidor o contra quien trata de impedir su fuga, que conduciría al 

descubrimiento o esclarecimiento de su delito [JOSÉ HURTADO POZO: Manual de 

Derecho Penal Parte Especial I Homicidio, 2da. Edición, Ediciones Juris, Lima, 1995, 

páginas 59/69]. En ambos supuestos, pues, el elemento subjetivo del tipo legal es 

determinante. En tal sentido, la referencia legal al mundo interno del agente, a la 

finalidad que persigue, es de tal relevancia que será suficiente para la consumación de la 

conducta típica que se compruebe la presencia de este factor. Por consiguiente, el 

agente, en la circunstancia o en el contexto situacional en que interviene ha de valorar la 

perpetración del homicidio como vía para garantizar su objetivo ligado siempre a otro 

delito [JOSÉ LUIS CASTILLO ALVA: Derecho Penal Parte Especial I, Editorial Grijley, 

Lima, 2008, páginas 410/411].  
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§ 3. Planteamiento del segundo problema.

9°. El artículo 189°, último párrafo, CP establece una circunstancia agravante de tercer 

grado: si se producen lesiones graves como consecuencia del robo, la pena será de 

cadena perpetua. La referida norma en el inciso uno de su segunda parte determina que 

si se comete el robo y se causa lesiones a la integridad física o mental de la víctima la 

pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años. En esa misma línea, el artículo 

188° CP –modificado por la Ley número 27472, del 5 de junio de 2001-, que tipifica el 

delito de robo, exige para su comisión que el agente emplee violencia contra la persona, 

en cuyo caso se sancionará al agente con pena privativa de libertad no menor de tres ni 

mayor de ocho años. 

En consecuencia, es del caso determinar, desde las características y entidad de las 

lesiones producidas a la víctima, cuándo se está ante un delito de robo simple (artículo 

188° CP), cuándo se ha cometido el subtipo agravado del inciso uno de la segunda parte 

del artículo 189° CP y, finalmente, cuándo es del caso sancionar por el subtipo 

especialmente agravado del párrafo final del artículo 189° CP. 

§ 4. Análisis del segundo caso.

10°. El delito de robo previsto y sancionado en el artículo 188° CP tiene como nota 

esencial, que lo diferencia del delito de hurto, el empleo por el agente de violencias o 

amenazas contra la persona –no necesariamente sobre el titular del bien mueble-. La 

conducta típica, por tanto, integra el apoderamiento de un bien mueble total o 

parcialmente ajeno con la utilización  de violencia física o intimidación sobre un 

tercero. Esto es, la violencia o amenazas –como medio para la realización típica del 

robo - han de estar encaminadas a facilitar el apoderamiento o a vencer la resistencia de 

quien se opone al apoderamiento.  

 En consecuencia la violencia es causa determinante del desapoderamiento y está 

siempre orientada a neutralizar o impedir toda capacidad de actuación anterior o  de 

reacción concomitante de la víctima que pueda obstaculizar la consumación del robo. 

Ahora bien, cualquier género e intensidad de violencia física “vis in corpore” –energía 

física idónea para vencer la resistencia de la víctima- es penalmente relevante. Además, 

ella puede  ejercerse antes o en el desarrollo de la sustracción del bien mueble, 

pudiéndose distinguir entre la violencia que es utilizada para conseguir la fuga y evitar 

la detención –que no modifica la naturaleza del delito de apoderamiento consumado con 

anterioridad-; y la violencia que se emplea para conseguir el apoderamiento y la 

disponibilidad, la que convierte típicamente un aparente delito de hurto en robo. Cabe 

precisar que en el primer de los casos mencionados, no hay conexión instrumental de 

medio a fin entre la violencia y la sustracción, pues ésta ya se había producido. No 

obstante, el medio violento se aplica  antes de que cese la acción contra el patrimonio y 

el aseguramiento del bien en la esfera de dominio del agente vía el apoderamiento. 

11°. Es potencial al ejercicio de violencia física en la realización del robo que el 

afectado resulte con lesiones de diversa magnitud. Ahora bien, la producción de 

lesiones determina en nuestra legislación vigente la configuración de circunstancias 

agravantes específicas y que están reguladas en el inciso 1) de la segunda parte del 

artículo 189° CP y en el párrafo final del mencionado artículo. En este último supuesto 
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se menciona, taxativamente, que el agente ha de causar lesiones graves, mientras que en 

el primer supuesto sólo se indica que el agente ha de causar lesiones a la integridad 

física o mental de la víctima. Cabe, por tanto, dilucidar las características y  tipo de 

lesión que corresponde a cada caso. 

Al respecto es de precisar que son lesiones graves las enumeradas en el artículo 121º 

CP. Según esta norma se califican como tales a las lesiones que ponen en peligro 

inminente la vida de la víctima, les mutilan un miembro u órgano principal del cuerpo o 

lo hacen impropio para su función, causan incapacidad para el trabajo, invalidez o 

anomalía psíquica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente, o 

infieren  cualquier otro daño a la integridad corporal, o a la salud física o mental de 

una persona, que requiera treinta o más días de asistencia o descanso, según 

prescripción facultativa. Por consiguiente, la producción en la realización del robo de 

esta clase de lesiones determinará la aplicación del agravante del párrafo in fine del 

artículo 189º CP. 

12º. En relación a  las lesiones aludidas en el inciso 1º del segundo párrafo del artículo 

189º cabe definir si ellas se corresponden con las referidas en los artículos 441° 

(lesiones falta) o 122° (lesiones dolosas leves) CP. Es de mencionar que en estas dos 

disposiciones, la diferencia en la intensidad del daño  a la salud de sujeto pasivo se 

establece en base a indicadores cuantitativos relacionados con la incapacidad generada 

por la lesión o con el tiempo de asistencia facultativa que demanda. Así, (i) si éstas 

requieren hasta 10 días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa, siempre 

que no concurran medios que den gravedad al hecho, se estará ante una falta de 

lesiones; (ii) si las lesiones requieren más de diez y menos de treinta días de asistencia o 

descanso, según prescripción facultativa, se estará ante un delito de lesiones leves. Esta  

distinción sistemática  debe servir para establecer cuando, con motivo de la comisión 

del acto de desapoderamiento, el ejercicio de violencia física con la producción 

subsecuente de lesiones configure el agravante que se examina. En tal sentido, es 

pertinente destacar que como el delito de robo, según se tiene expuesto, requiere para su 

tipificación el ejercicio de violencia física sobre la persona, los daños personales que 

ésta pueda ocasionar forman parte necesariamente de esa figura delictiva. Entender, por 

tanto, que el supuesto agravado del inciso 1) de la segunda parte del artículo 189° CP 

comprende toda clase de lesiones, con excepción de las graves por estar referida 

taxativamente al último párrafo del citado artículo 189° CP, no resulta coherente con el 

tipo básico, ya que lo vaciaría de contenido.  

En consecuencia, si las lesiones causadas no son superiores a 10 días de asistencia o 

descanso el hecho ha de ser calificado como robo simple o básico, siempre que no 

concurran medios que den gravedad a las lesiones ocasionadas. Si, en cambio, las 

lesiones causadas son superiores a 10 días y menores de 30 días, su producción en el 

robo configura el agravante del inciso 1) de la segunda parte del artículo 189° CP.  

13°. Es necesario señalar que el artículo 441° CP contiene un requisito de validación 

respecto a la condición de faltas de las lesiones causadas, y que es distinto del registro 

meramente cuantitativo-hasta 10 días de asistencia o descanso-. Efectivamente él esta 

referido a que “…no concurran circunstancias o medios que den gravedad al hecho, en 

cuyo caso será considerado como delito”. Con relación a ello cabe aclarar, que en el 

delito de robo no es de recibo aceptar como supuesto de exclusión las “circunstancias 
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que dan gravedad al hecho” respecto de la entidad de las lesiones ocasionadas a la 

víctima. Es obvio que una vis in corpore en un contexto de desapoderamiento 

patrimonial constituye una circunstancia que da gravedad al hecho, pero para definir su 

eficacia  agravante en el  robo lo relevante será, siempre, con exclusión de las 

circunstancias de su empleo, el nivel de afectación a la integridad corporal de la víctima 

que ella produjo. 

Distinto es el caso de los medios utilizados. Éstos inciden en la propia entidad de la 

lesión que se ocasione a la víctima, y revelan un mayor contenido de injusto específico, 

que es del caso resaltar desde su calificación jurídico penal. No se trata de amedrentar a 

la víctima sino de atacarla y afectar su integridad más allá del desapoderamiento 

patrimonial perseguido. Es más, la propia ley da autonomía agravante, por ejemplo, al 

hecho de robar  “ a mano armada”. 

III. DECISIÓN

14°.  En atención a lo expuesto, las Salas Penales Permanente y Transitorias de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, reunidas en Pleno Jurisdiccional, con una votación 

de diez Jueces Supremos por el presente texto y cinco en contra respecto del primer 

problema (alcances del artículo 189° in fine CP) y por unanimidad en lo concerniente al 

segundo problema (ámbito del subtipo agravado del inciso 1) de la segunda parte del 

artículo 189° CP), y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116° del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial; 

ACORDARON: 

15°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 6° al 13°. 

16°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal antes 

mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias judiciales, sin 

perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 22° de la LOPJ, 

aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados al amparo del artículo 116° 

del estatuto orgánico. 

17°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial “El Peruano”. Hágase 

saber. 

Ss. 

GONZALES CAMPOS 

SAN MARTÍN CASTRO 

LECAROS CORNEJO 

PRADO SALDARRIAGA 
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BARRIENTOS PEÑA 

BIAGGI GÓMEZ 

MOLINA ORDOÑEZ 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

NEYRA FLORES 

BARANDIARÁN DEMPWOLF 

CALDERÓN CASTILLO 
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  RECURSO CASACIÓN N° 2992-2021/MADRE DE DIOS 

PONENTE: CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO 
 

 
                                       Título: Actos de tráfico. Incongruencia. Medición de la pena conforme al artículo 22 del CP 

Sumilla. 1. El tipo delictivo del artículo 296, primer párrafo, del Código Penal es amplio, exige la 
comisión de actos de tráfico –incluso, también, de fabricación– y, con ellos, promover, favorecer o 
facilitar el consumo ilegal de drogas a potenciales usuarios. El vocablo “tráfico” debe entenderse en 
un sentido teleológico, no gramatical y, menos, desde una estricta consideración mercantil y, por 
tanto, comprende numerosas conductas como la venta, permuta, transporte, traslado, distribución, 
envío de droga a larga distancia, donaciones, compra venta por encargo, custodia de drogas para 
otros, almacenamiento, deposito, devolución, etcétera, en tanto en cuanto debe atarse el tráfico a 
las exigencias típicas que lo acompañan: promoción, favorecimiento o facilitación del consumo 
ilegal. Es clarísimo que lo que hizo el recurrente Luna Escobar fue un acto de tráfico para posibilitar 
el consumo ilegal de drogas; como actos previos fue contactado, mantuvo conversaciones de 
coordinación, acordó finalmente el comportamiento que debía desplegar y cómo se le pagaría, 
recogió la encomienda para llevarla a un lugar previamente acordado y en ese momento, cuando se 
dirigía con el paquete al lugar fijado, fue capturado por la policía. Como la conducta efectivamente 
realizada, declarada probada, se incardina en el enunciado normativo del tipo delictivo del artículo 
396, primer párrafo, del Código Penal, que fue el acusado por el Ministerio Público, debe 
entenderse que no se incorporaron hechos distintos y que la sentencia no comprendió conductas no 
acusadas ni juzgadas. 2. La responsabilidad restringida es un supuesto de exención imperfecta de 
la responsabilidad penal, es decir, una causal de disminución de la punibilidad, no una 
circunstancia de atenuación privilegiada –se construye desde la estructura del delito–. Ya se ha 
estipulado que el artículo 22 del Código Penal importa una atenuación siempre por debajo del 
mínimo legal y, sobre esta base, en orden al nivel de disminución ha de tomarse en cuenta la 
entidad del injusto y la culpabilidad por el hecho. Así las cosas, la pena siempre debe ser inferior 
al mínimo legalmente conminado, cuyo nivel de disminución está en función al principio de 
proporcionalidad que tiene como baremos la entidad del injusto y la culpabilidad por el hecho 
cometido. 3. En el presente caso, indebidamente se impuso la pena de ocho años de privación de 
libertad –que casualmente es el mínimo legal del delito cometido–; y, además, se aplicó 
autónomamente una circunstancia agravante genérica para fijar un espacio punitivo distinto, 
cuando el artículo 22 del Código Penal señala que la disminución está en función a la pena 
señalada para el hecho punible cometido. 

 
  

–SENTENCIA DE CASACIÓN– 
 
Lima, cuatro de octubre de dos mil veintitrés 

 
                   VISTOS; en audiencia pública: el recurso de casación, por  las 
causales de inobservancia del precepto constitucional e infracción de precepto material, 
interpuesto por la defensa del encausado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR 

contra la sentencia de vista de fojas doscientos dos, de veintiocho de septiembre 
de dos mil veintiuno, en cuanto confirmando la sentencia de primera instancia 
de fojas ciento siete, de doce de agosto de dos mil veinte, lo condenó como 
coautor de delito de favorecimiento al consumo ilegal de drogas tóxicas 
mediante actos de tráfico en agravio del Estado a ocho años de pena privativa de 
libertad, ciento ochenta días multa y cinco años de inhabilitación, así como al 
pago de cinco mil soles por concepto de reparación civil en forma solidaria; con 
todo lo demás que al respecto contiene. 

   Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 
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FUNDAMENTOS DE HECHO 
 

PRIMERO . Que el señor fiscal provincial de la Segunda fiscalía provincial 
especializada en delitos de tráfico ilícito de drogas de Madre de Dios por 
requerimiento de fojas tres, de veintiuno de febrero de dos mil veinte, subsanado 
por escrito de fojas quince, de uno de junio de dos mil veinte, entre otros, acusó a 
LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR como autor del delito de tráfico ilícito de drogas 
en agravio del Estado. Solicitó se le imponga siete años de pena privativa de 
libertad y cinco años de inhabilitación, así como al pago solidario de cinco mil 
soles por concepto de reparación civil.   
∞ El Primer Juzgado de Investigación Preparatoria Tambopata, previa audiencia 
preliminar de control de acusación, mediante auto de fojas veinte, de nueve de 
junio de dos mil veinte, declaró la procedencia del juicio oral. 
 
SEGUNDO. Que el Juzgado Penal Colegiado Supraprovincial de Tambopata, 
previa audiencia oral, pública y contradictoria, dictó la sentencia de primera 
instancia de fojas ciento siete, de doce de agosto de dos mil veinte, que:                             
(i) condenó a Gianmarco Iván Ríos Chávez, Carlos Emil Mendoza Bardales, 
LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR y Angie Greysi Velásquez Rengifo como 
coautores de delito de favorecimiento  al consumo ilegal de drogas tóxicas 
mediante actos de tráfico en agravio del Estado; (ii) impuso a Gianmarco Iván 
Ríos Chávez diez años cuatro meses de pena privativa de libertad, y a Carlos 
Emil Mendoza Bardales, Luis Sebastián Luna Escobar y Angie Greysi 
Velásquez Rengifo ocho años de pena privativa de libertad;                                  
(iii) Impuso a Gianmarco Iván Ríos Chávez doscientos cuarenta y un días multa, 
y a Carlos Emil Mendoza Bardales, LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR y Angie 
Greysi Velásquez Rengifo ciento ochenta días multa, y a todos los imputados la 
pena de cinco años de inhabilitación; y, (iv) fijó el pago solidario de cinco mil 
soles por concepto de reparación civil.  

 
TERCERO. Que el encausado LUNA ESCOBAR por escrito de fojas ciento 
cuarenta y cinco, de treinta y uno de agosto dos mil veinte, interpuso recurso de 

apelación. Concedido el citado recurso por el Juzgado Penal, elevado a la Sala 
Penal de Apelaciones de Tambopata, declarado bien concedido y cumplido el 
trámite impugnatorio en segunda instancia, el Tribunal Superior profirió la 
sentencia de vista de fojas doscientos dos, de veintiocho de septiembre de dos 
mil veintiuno. Ésta confirmó la sentencia de primera instancia en cuanto 
condenó al encausado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR a ocho años de pena 
privativa de libertad, ciento ochenta días multa e inhabilitación por cinco años, 
así como al pago solidario de cinco mil soles por concepto de reparación civil. 
Este fallo, revocando la sentencia de primera instancia, absolvió a la encausada 
Angie Greysi Velásquez Rengifo. 
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∞ Contra la referida sentencia de vista la defensa del encausado LUNA ESCOBAR 
interpuso recurso de casación.  
 
CUARTO . Que las sentencias de mérito declararon probado lo siguiente: 
A. Los hechos se refieren al envió de una encomienda que contenía un 

kilogramo con novecientos siete gramos de marihuana desde Lima a Puerto 
Maldonado, en el que están involucrados en el envío y recepción los 
imputados Carlos Emil Mendoza Bardales y Gianmarco Iván Ríos Chávez. 

B. Respecto del acusado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR se tiene que el 
catorce de mayo de dos mil diecinueve, como a las trece horas con treinta 
minutos, recogió y transportó la encomienda con la droga (marihuana) 
oculta. Se trató de un paquete forrado con bolsa de embalaje color 
transparente e inscripciones con plumón negro “SEBASTIAN LUNA 
ESCOBAR PTO MALDONADO B6-147812”. El recojo de la encomienda 
con droga por parte del encausado LUNA ESCOBAR fue efectuado desde el 
counter de la Empresa de Transportes “CIVA”, ubicado en el terminal 
terrestre de Puerto Maldonado, para transportarla y entregarla a Carlos Emil 
Mendoza Bardales en su domicilio, ubicado en el Jirón Chinchaysuyo 
Manzana N Lote once – Puerto Maldonado para recibir a cambio parte de la 
marihuana para su propio consumo y comercialización.  

C. El cuatro de mayo de dos mil diecinueve, a propuesta del encausado Carlos 
Emil Mendoza Bardales –a través del mensaje Messenger–, el encausado 
LUNA ESCOBAR aceptó la propuesta y proporcionó sus datos y número de 
Documento Nacional de Identidad. Así se advierte de las conversaciones vía 
Messenger que el acusado LUNA ESCOBAR sostuvo con el acusado Mendoza 
Bardales. 

D. El encausado Mendoza Bardales, días antes, coordinó con el encausado Ríos 
Chávez para captar al recurrente LUNA ESCOBAR y enviar la droga a su 
nombre, así como realizó depósitos de dinero al encausado Ríos Chávez y 
otros con el propósito de enviar la droga.  

E. El encausado Ríos Chávez coordinó con su coencausado Mendoza Bardales 
el envío de la encomienda, y con antelación coordinó y recibió depósitos de 
dinero del citado encausado Mendoza Bardales. Además, el imputado Ríos 
Chávez solicitó a su coencausado Mendoza Bardales los datos del encausado 
recurrente LUNA ESCOBAR para enviar la droga. Asimismo, el aludido 
imputado el once de mayo de dos mil diecinueve desde Lima envió la droga. 
Este encausado Ríos Chávez envió hasta en treinta y tres ocasiones en la 
empresa “CIVA” similares encomiendas a sabiendas que envía droga. 

F. La ex encausada Velásquez Rengifo el día once de mayo del citado año 
depositó la encomienda conjuntamente con su coimputado Ríos Chávez e 
hizo consignar como destinatario al acusado impugnante LUNA ESCOBAR, la 
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cual como acto previó concertó con su coimputado Mendoza Bardales para 
su ejecución. 
 

QUINTO . Que la defensa del encausado LUNA ESCOBAR en su escrito de recurso 
de casación de fojas doscientos veintiuna, de catorce de octubre de dos mil 
veintiuno, invocó como motivos de casación inobservancia de precepto 
constitucional, quebrantamiento de precepto procesal, infracción de precepto 
material y vulneración de la garantía de motivación (artículo 429, incisos 1 al 4, 
del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). Sostuvo que el Tribunal 
Superior no se pronunció sobre los agravios que hizo valer en su apelación; que 
se le acusó por actos de transporte y no de coordinación y/o envío como fue 
condenado; que no se tomó en cuenta el artículo 22 del Código Penal –en 
adelante, CP– y, por tanto, que la pena debe ser inferior a la impuesta; que 
desconocía que el paquete en cuestión contenía droga; que el análisis del 
Tribunal Superior es ilógico. 
 

SEXTO. Que, elevada la causa a este Tribunal Supremo, por Ejecutoria de fojas 
ciento seis, de tres de mayo de dos mil veintitrés, del cuaderno formado en esta 
sede suprema, se declaró bien concedido el recurso de casación por las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material: artículo 429, incisos 
1 y 3, del CPP.  
∞ Solo corresponde examinar dos cuestiones: (i) la legalidad del juicio de 
congruencia de los hechos acusados y condenados en orden a la conducta del 
encausado LUNA ESCOBAR; y, (ii) la posible aplicación del artículo 22 del CP.  
 

SÉPTIMO . Que, instruido el expediente en Secretaría y señalada fecha para la 
audiencia de casación el día veintisiete de septiembre del presente año, ésta se 
realizó con la concurrencia de la defensa del encausado LUNA ESCOBAR, doctor 
John Rosel Hurtado Centeno, cuyo desarrollo consta en el acta correspondiente.  
 

OCTAVO . Que, cerrado el debate, deliberada la causa en secreto ese mismo día, 
de inmediato y sin interrupción, y producida la votación respectiva, se acordó 
por unanimidad pronunciar la correspondiente sentencia de casación en los 
términos que a continuación se consignan. Se programó para la audiencia 
privada de lectura de la sentencia el día de la fecha. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO . Que el análisis de la censura casacional, desde las causales de 
inobservancia de precepto constitucional e infracción de precepto material, estriba en determinar 
la legalidad del juicio de congruencia de los hechos acusados y condenados en 
orden a la conducta del encausado Luna Escobar y la posible aplicación del 
artículo 22 del Código Penal.  
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SEGUNDO. Que, según la acusación fiscal de fojas tres, subsanada a fojas 
quince, el encausado recurrente LUNA ESCOBAR en Puerto Maldonado recogió y 
transportó la encomienda que se le envió desde Lima a través de la empresa de 
transportes “CIVA”, en la que se ocultaba un peso neto de un kilogramo con 
novecientos noventa y siete gramos de cannabis sativa (marihuana). Así consta 
del acta de intervención policial, del acta de incautación y decomiso del paquete 
con droga, del informe pericial de drogas 00003823-2019 y de las 
conversaciones vía Messenger que sostuvo con el coencausado Mendoza 
Bardales. El señor fiscal provincial puntualizó que esta conducta del encausado 
recurrente LUNA ESCOBAR forma parte del verbo “transportar”, que a su vez se 
subsume en el supuesto de favorecimiento, lo que es un elemento normativo del 
tipo delictivo previsto en el primer párrafo del artículo 296 del CP. 
 
TERCERO. Que los hechos acusados fueron respetados en la sentencia de 
primera instancia de fojas ciento siete, de doce de agosto de dos mil veinte. Este 
fallo, desde el juicio de tipicidad encuadró el comportamiento global de los 
imputados en el primer párrafo del artículo 296 del CP. Específicamente, la 
sentencia de primera instancia señaló que los imputados favorecieron el 
consumo ilegal de marihuana, mediante actos de tráfico, coordinaciones, envío y 
recojo [vid.: fojas ciento veintiuna, Fundamento Jurídico Cuarto]. Es evidente 
que la sentencia en este punto fue global y comprendió las conductas de los 
imputados en el enunciado normativo genérico de actos de tráfico. 
∞ La sentencia de vista de fojas doscientos dos, de veintiocho de septiembre de 
dos mil veintiuno, desestimó el cuestionamiento de la defensa del encausado 
LUNA ESCOBAR. Precisó que el tipo delictivo castiga todo el ciclo de la droga; 
que el tráfico está referido a todo acto de comercio, negociación o actividad que 
busca la obtención de ganancia o lucro; que los actos de transporte están en 
función al hecho de que sacó la droga de la empresa de transportes y la llevó 
consigo (trasladó) para un lugar pre acordado –lo que se frustró por la oportuna 
intervención policial–, y antes tuvo conversaciones de coordinación con sus 
coimputados para la concreción del recojo de la droga, el lugar donde la llevaría 
y los beneficios que obtendría. 
 
CUARTO . Que, en estas condiciones, no es posible entender que medió una 
incongruencia extra petita, entendida como dictar una sentencia por una 
pretensión no planteada accediendo de forma indirecta a las pretensiones de la 
Fiscalía [MONTERO AROCA, JUAN – FLORS MATÍES, JOSÉ: Los recursos en el 
proceso civil, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, p. 333], entre ellas 
pronunciándose por un hecho distinto del acusado. Los hechos acusados, en su 
sentido ejecutivo, fueron respetados.  
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∞ El tipo delictivo del artículo 296, primer párrafo, del CP es amplio y posee 
una estructura compleja. Exige la comisión de actos de tráfico –incluso, también, 
de fabricación– y, con ellos, promover, favorecer o facilitar el consumo ilegal de 
drogas a potenciales usuarios. El vocablo “tráfico” debe entenderse en un sentido 
teleológico, no gramatical y, menos, desde una estricta consideración mercantil 
[STSE de 28 de junio de 1991] –no se requiere la habitualidad, la reiterancia en 
el tráfico, un primer y único acto de tráfico da lugar al delito–, por lo que 
comprende numerosas conductas como la venta, permuta, transporte, 
importación, exportación, tránsito, traslado, distribución, envío de droga a larga 
distancia, donaciones, compra venta por encargo, custodia de drogas para otros, 
almacenamiento, deposito, devolución, etcétera, en tanto en cuanto debe atarse 
el tráfico a las exigencias típicas que lo acompañan: promoción, favorecimiento 
o facilitación del consumo ilegal [VALLE MUÑIZ, JOSÉ MANUEL – MORALES 

GARCÍA, OSCAR y otros: Comentarios a la Parte Especial del Derecho Penal, 
2da. Edición, Editorial Aranzadi, Navarra, 1999, p. 1040]. Se trata de actos 
inherentes a la comercialización que aspiran a sostener y potenciar un mercado 
de consumo y la demanda que le es propia, que incluyen no solo comerciar o 
negociar con el dinero y las drogas, sino también transferir, trasladar o cambiar 
de sitio las drogas [PEÑA CABRERA, RAÚL: Tratado de Derecho Penal, Tomo 
IV, Ediciones Jurídicas, Lima, 1995, pp. 123-124]. 
∞ Es clarísimo que lo que hizo el recurrente Luna Escobar fue un acto de tráfico 
para posibilitar el consumo ilegal de drogas. Como actos previos se tiene que fue 
contactado, mantuvo conversaciones de coordinación, acordó finalmente el 
comportamiento que debía desplegar y cómo se la pagaría, para luego recoger la 
encomienda para llevarla a un lugar previamente acordado, sin embargo, en ese 
momento, cuando se dirigía con el paquete al lugar fijado, fue capturado por la 
policía. Como la conducta efectivamente realizada, declarada probada, se 
incardina en el enunciado normativo del tipo delictivo del artículo 396, primer 
párrafo, del CP (actos de tráfico y, con ellos, promover el consumo de drogas), 
que fue el hecho acusado por el Ministerio Público, debe entenderse que en el 
fallo no se incorporaron hechos distintos y que, en suma, no se comprendieron 
conductas no acusadas ni juzgadas. 
∞ Por tanto, este punto impugnativo, por la causal de inobservancia de precepto 
constitucional, no puede prosperar. El derecho a la congruencia de las resoluciones 
judiciales, que integra la garantía de tutela jurisdiccional, no ha sido 
inobservado. 
 
QUINTO . Que, por otro lado, la Fiscalía y el órgano jurisdiccional declararon 
probado que el encausado LUNA ESCOBAR era sujeto de responsabilidad 
restringida y en tal virtud correspondía aplicar el artículo 22 del CP. Empero, 
tras calificar los hechos en el artículo 296, primer párrafo, del CP, solo se le 
impuso el mínimo legal: ocho años de privación de libertad, para lo cual el 
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órgano jurisdiccional tuvo como referencia la pluralidad de intervinientes en el 
delito, que, a su juicio, obligaba a fijar la pena dentro del tercio intermedio. 
 
SEXTO. Que, ahora bien, la responsabilidad restringida es un supuesto de exención 
imperfecta de la responsabilidad penal, es decir, una causal de disminución de la 
punibilidad, no una circunstancia de atenuación privilegiada –se construye desde 
la estructura del delito–. Ya se ha estipulado, y constituye doctrina legal sentada 
por este Tribunal Supremo, que el artículo 22 del CP importa una atenuación 
siempre por debajo del mínimo legal y, sobre esta base, en orden al nivel de 
disminución, ha de tomarse en cuenta la entidad del injusto y la culpabilidad por 
el hecho. Así las cosas, la pena siempre debe ser inferior al mínimo legalmente 
conminado, cuyo nivel de disminución está en función al principio de 
proporcionalidad que tiene como baremos la entidad del injusto y la culpabilidad 
por el hecho cometido. 
∞ En el presente caso, indebidamente se impuso la pena de ocho años de 
privación de libertad –que casualmente es el mínimo legal del delito cometido–; 
y, además, se aplicó autónomamente una circunstancia agravante genérica para 
fijar un espacio punitivo distinto –referido al sistema de tercios–, cuando el 
artículo 22 del CP señala que la disminución prudencial está en función a “[…] 
la pena señalada para el hecho punible cometido […]”. 
∞ En definitiva, este punto casacional, por la causal de infracción de precepto 
material, ha de ser estimado y, en aplicación del artículo 22 del CP, debe 
disminuirse la pena proporcionalmente por debajo del mínimo legal. La 
rescisión de la sentencia de primera instancia –factible por no ser necesario un 
nuevo debate (ex artículo 433, apartado 1, del CPP)–, atento a la forma y 
circunstancias de comisión del delito, a la cantidad y tipo de droga decomisada, 
a la pluralidad de intervinientes delictivos y al móvil lucrativo que animó al 
imputado, la pena debe ser de siete años de privación de libertad y, bajo ese 
mismo criterio, las demás penas principales: ciento cincuenta y cuatro días multa 
y tres años de inhabilitación. 
 

DECISIÓN 
 

Por estas razones: I. Declararon INFUNDADO el recurso de casación, por la 
causal de inobservancia del precepto constitucional, interpuesto por la defensa del 
encausado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR contra la sentencia de vista de fojas 
doscientos dos, de veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno. II.  Declararon 
FUNDADO el recurso de casación, por la causal de infracción de precepto material, 
interpuesto por la defensa del encausado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR 

contra la sentencia de vista de fojas doscientos dos, de veintiocho de septiembre 
de dos mil veintiuno, en cuanto confirmando la sentencia de primera instancia 
de fojas ciento siete, de doce de agosto de dos mil veinte, lo condenó como 
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coautor de delito de  favorecimiento al consumo ilegal de drogas tóxicas 
mediante actos de tráfico en agravio del Estado a ocho años de pena privativa de 
libertad, ciento ochenta días multa y cinco años de inhabilitación, así como al 
pago de cinco mil soles por concepto de reparación civil; con todo lo demás que 
al respecto contiene. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista 
respecto de la pena privativa de libertad impuesta, días multa e inhabilitación. 
III. Y, actuando en sede de instancia: REVOCARON  la sentencia de primera 
instancia en la parte que impuso al encausado LUIS SEBASTIÁN LUNA ESCOBAR 

ocho años de pena privativa de libertad, ciento ochenta días multa y cinco años 
de inhabilitación; reformándola: le IMPUSIERON  siete años de pena privativa 
de libertad, que con descuento de la carcelería sufrida desde el veinticuatro de 
mayo de dos mil diecinueve hasta el uno de junio de dos mil veinte y desde el 
quince de mayo de dos mil veintidós vencerá el seis de mayo de dos mil 
veintiocho, ciento cincuenta y cuatro días multa y tres años de inhabilitación. 
IV. ORDENARON  se transcriba la presente sentencia al Tribunal Superior para 
la continuación de la ejecución procesal de la sentencia condenatoria por ante el 
Juez competente, al que se enviarán las actuaciones; registrándose. V. 
DISPUSIERON se lea la presente sentencia en audiencia pública, se notifique 
inmediatamente y se publique en la página web del Poder Judicial. HÁGASE 
saber a las partes procesales personadas en esta sede suprema.  
 

Ss. 
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
LUJÁN TÚPEZ 
 
ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
CARBAJAL CHÁVEZ 
 

CSMC/RBG 
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  LAMBAYEQUE 

Tráfico ilícito de drogas, determinación de la pena, 
circunstancia agravante cualificada de reincidencia 

I. El cuestionamiento casacional ha sido abordado por la 
jurisprudencia penal. 

II. Se relieva que, con carácter previo, JAMES MORONE VÁSQUEZ 

MURGA se encontraba cumpliendo carcelería en el establecimiento 
penitenciario de Picsi por el delito de robo agravado, se le aplicó la 
pena de nueve años de privación de libertad, que vencerá el 
dieciocho de mayo de dos mil veintitrés. 

Esto evidencia que estaba recluido el día de la ejecución del ilícito 
de tráfico de drogas, el once de junio de dos mil diecinueve. Es 
decir, no había dejado de cumplir la pena ni se encontraba fuera 
del centro penitenciario. De este modo, según la línea 
jurisprudencial enunciada, no debe ser calificado como 
reincidente.  

III. Así, habiéndose desestimado la aplicación de la circunstancia 
agravante cualificada, atañe establecer la magnitud cuantitativa 
de la sanción penal.  Los hechos han sido calificados en los artículos 
296 (primer párrafo) y 297 (primer párrafo, numerales 4 y 6), del 
Código Penal. 

Después, teniendo en cuenta la mínima cantidad de droga 
incautada (230 g y 24.733 g) y la conformidad procesal en el juicio 
oral, concierne aplicarle el siguiente quantum punitivo: a. catorce 
años de pena privativa de libertad, b. ciento cincuenta días de 
pena de multa y c. dos años de pena de inhabilitación. 

En este punto, se dio cumplimiento a los principios de legalidad, 
proporcionalidad y razonabilidad.  

IV. Por consiguiente, al haberse constatado la vulneración de 
preceptos penales materiales, no es imperiosa la realización de una 
nueva audiencia de apelación; por ello, se emitirá una sentencia 
de casación, conforme al artículo 433, numeral 1, del Código 
Procesal Penal.  

Entonces, se declarará fundado el recurso de casación, se casará 
la sentencia de vista y, actuando en sede de instancia, sin reenvío, 
se revocará la sentencia de primera instancia, respecto a las 
consecuencias punitivas; reformándola, se le aplicarán catorce 
años de pena privativa de libertad, ciento cincuenta días de pena 
de multa y dos años de pena de inhabilitación. 

Sobre la inhabilitación, solo concierne aplicar el artículo 36, 
numerales 2 y 4, del Código Penal; en cambio, no se fijarán las 
prohibiciones reguladas en los numerales 1, 5 y 8, pues no consta 
que haya desempeñado cargo o comisión proveniente de 
elección popular, ejerza patria potestad, tutela o curatela, o 
pretenda ingresar a reingresar al servicio docente o administrativo.  

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, treinta y uno de mayo de dos mil veintidós 

VISTOS: el recurso de casación 
interpuesto por el encausado JAMES MORONE VÁSQUEZ MURGA contra la 
sentencia de vista, del nueve de octubre de dos mil veinte (foja 255), 
emitida por la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 
de Justicia de Lambayeque, en el extremo que confirmó la sentencia 
de primera instancia, del seis de marzo de dos mil veinte (foja 198), en 
cuanto le impuso veinticinco años de pena privativa de libertad, 
trescientos ochenta días de pena de multa y diez años de pena de 
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inhabilitación como coautor del delito contra la salud pública-tráfico 
ilícito de drogas-favorecimiento al tráfico en su forma agravada, en 
agravio del Estado.  

Intervino como ponente el señor juez supremo COAGUILA CHÁVEZ. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

§ I. Del procedimiento en primera y segunda instancia 

Primero. Según el requerimiento del treinta y uno de diciembre de dos 
mil diecinueve (foja 1), se formuló acusación fiscal contra JAMES MORONE 

VÁSQUEZ MURGA por el delito de favorecimiento al consumo de 
sustancias ilícitas, en perjuicio del Estado.  

Los hechos fueron calificados en los artículos 296 (primer párrafo) y 297 
(primer párrafo, numerales 4 y 6) del Código Penal.  

Se solicitó la imposición de las siguientes consecuencias jurídicas: 
veintiséis años de pena privativa de la libertad, trescientos ochenta 
días de pena de multa, doce años de pena de inhabilitación y el pago 
de S/ 3000 (tres mil soles) como reparación civil.  

Posteriormente, se emitió el auto de enjuiciamiento del catorce de 
febrero de dos mil veinte (foja 59), en los mismos términos que el 
dictamen acusatorio. 

A la vez, se expidió el auto de citación a juicio oral, del veintiuno de 
febrero de dos mil veinte (foja 70).  

Segundo. Se realizó el juzgamiento, según acta (foja 187).  

Seguidamente, se emitió la sentencia de primera instancia, del seis de 
marzo de dos mil veinte (foja 198), que condenó a JAMES MORONE VÁSQUEZ 

MURGA como coautor del delito de favorecimiento al tráfico en su 
forma agravada, en agravio del Estado, le impuso veinticinco años de 
pena privativa de libertad, trescientos ochenta días de pena de multa, 
diez años de pena de inhabilitación y fijó como reparación civil la 
suma de S/ 4285 (cuatro mil doscientos ochenta y cinco soles).  

En la mencionada resolución, se puntualizó que JAMES MORONE VÁSQUEZ 

MURGA aceptó los hechos incriminados (cfr. considerandos 1.3 y 7.8).  

Tercero. Contra la sentencia de primera instancia, JAMES MORONE 

VÁSQUEZ MURGA interpuso recurso de apelación del quince de mayo de 
dos mil veinte (foja 218).  

A través del decreto del dos de junio de dos mil veinte (foja 225), la 
impugnación fue concedida y se dispuso elevar los actuados al 
superior en grado.  

Cuarto. En la audiencia de apelación, conforme al acta respectiva 
(foja 250), no se actuaron medios probatorios; solo se expusieron las 
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alegaciones de las partes procesales intervinientes y se realizaron las 
réplicas y dúplicas respectivas.  

Posteriormente, mediante la sentencia de vista, del nueve de octubre 
de dos mil veinte (foja 255), se confirmó la sentencia de primera 
instancia, del seis de marzo de dos mil veinte (foja 198), que condenó a 
JAMES MORONE VÁSQUEZ MURGA como coautor del delito de 
favorecimiento al tráfico en su forma agravada, en agravio del Estado; 
le impuso veinticinco años de pena privativa de libertad, trescientos 
ochenta días de pena de multa, diez años de pena de inhabilitación y 
fijó como reparación civil la suma de S/ 4285 (cuatro mil doscientos ochenta 

y cinco soles).  

Quinto. En las sentencias de primera y segunda instancia, se declaró 
probado lo siguiente: 

5.1.  El once de junio de dos mil diecinueve, la representante del 
Ministerio Público y personal policial de la ciudad de Chiclayo se 
dirigieron al establecimiento penitenciario de Picsi. En dicho lugar, 
entrevistaron a la encargada de seguridad, Yris Consuelo Zorrilla 
Collantes, quien afirmó que durante su servicio, se realizó la 
revisión corporal de Doralinda Hurtado Ramos (visitante del interno 

Alex Edersson Chapoñán Núñez) y se le encontró en sus partes íntimas 
(ano) un paquete envuelto con cinta aislante de color negro, que 
contenía una sustancia parduzca blanquecina con olor y 
características de pasta básica de cocaína.  

5.2. A su turno, Doralinda Hurtado Ramos adujo que el diez de junio 
del mismo año, aproximadamente a las 18:30 horas, una mujer de 
nombre Carla le había entregado la droga a fin de que se la 
devuelva en la prisión de Picsi. Por ello, se iniciaron las 
indagaciones respectivas, se le mostraron fotografías de las 
féminas que entraron horas antes y se logró identificar a la 
persona que le dio el estupefaciente, registrada como Keylita. Ese 
mismo día, a las 16:15 horas, en los exteriores del reciento penal, 
se capturó a Keylita Vásquez Linares. Posteriormente, fueron 
conducidas a la dependencia policial.  

5.3.  Según el Resultado Preliminar de Análisis Químico de Drogas 
número 095/19, la droga comisada a Doralinda Hurtado Ramos 
dio como resultado positivo para pasta básica de cocaína. Se 
precisó que las muestras tuvieron los siguientes pesos: 230 g 
(doscientos treinta gramos) y 24.733 g (veinticuatro punto setecientos treinta 

y tres gramos). 

5.4. Se efectuaron registros domiciliarios en los inmuebles de Doralinda 
Hurtado Ramos y Keylita Vásquez Linares. En el caso de la primera, 
se halló el celular Bitel, número 977726947, y el chip Movistar 
número 90:02-402187685. Mientras que, respecto a la segunda, no 
se verificaron evidencias de tráfico de drogas. 
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5.5. La visualización del celular número 977726947 dio cuenta de los 
siguientes contactos y comunicaciones: a. Carmen y Carla con 
número 974955213, b. el primero de enero de dos mil diecinueve, 
entraron y se perdieron llamadas del número 980155890, c. se 
realizaron llamadas y se recibieron mensajes del número 
980155890, entre ellos: “Amiga te estaba llamando para darte su 

encargo”, d. se enviaron mensajes al número 973839166, en 
particular: “James ahí mando el número de cuenta, soy Dora [sic]”.  

5.6. Asimismo, en el reconocimiento mediante la ficha Reniec, 
Doralinda Hurtado Ramos identificó a JAMES MORONE VÁSQUEZ 

MURGA como la persona a la que debía suministrar los 
estupefacientes el día que fue aprehendida.  

Sexto. Frente a la sentencia de vista, JAMES MORONE VÁSQUEZ MURGA 
formalizó el recurso de casación del veinte de octubre de dos mil 
veinte (foja 265).  

Invocó la causal prevista en el artículo 429, numeral 3, del Código 
Procesal Penal.  

Mediante el decreto del veintiséis de octubre de dos mil veinte (foja 

273), se admitió la casación y el expediente judicial fue remitido a este 
órgano jurisdiccional.  

§ II. Del procedimiento en la sede suprema 

Séptimo. De acuerdo con el artículo 430, numeral 6, del Código 
Procesal Penal, se expidió el auto del trece de agosto de dos mil 
veintiuno (foja 51 en el cuaderno supremo), que declaró bien concedido el 
recurso de casación por la causal contemplada en el artículo 429, 
numeral 3, del Código Procesal Penal.  

Las partes procesales fueron instruidas sobre la admisión de la 
casación, según los cargos concernidos (foja 58 en el cuaderno supremo). 

Octavo. A continuación, se expidió el decreto del veinticinco de abril 
de dos mil veintidós (foja 61 en el cuaderno supremo), que señaló el nueve 
de mayo del mismo año como data para la vista de la casación.  

Se emplazó a los sujetos procesales, conforme a la cédula respectiva 
(foja 63 en el cuaderno supremo).  

Noveno. Llevada a cabo la audiencia de casación, se celebró de 
inmediato la deliberación en sesión privada. Efectuada la votación, y 
por unanimidad, corresponde dictar la presente sentencia casatoria, 
cuya lectura se programó en la fecha. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. Se declaró bien concedido el recurso de casación, por la 
causal contenida en el artículo 429, numeral 3, del Código Procesal 
Penal, es decir: “Si la sentencia o auto importa una indebida aplicación, una 
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errónea interpretación o una falta de aplicación de la Ley penal o de otras normas 

jurídicas necesarias para su aplicación”.   

Este motivo casacional supone que los juzgadores de instancia:                       
i) aplicaron incorrectamente el derecho, pues realizaron una indebida 
subsunción de los hechos en la norma, al aplicar la que no era 
adecuada; ii) dejaron de realizar la correcta subsunción en la norma, 
al no aplicar la que era procedente; iii) aplicaron la norma que es la 
adecuada, pero realizaron una interpretación equivocada de la 
misma1. 

Por su parte, en el auto del trece de agosto de dos mil veintiuno (foja 51 

en el cuaderno supremo), se precisó lo siguiente:  

Por un lado:  

El encausado se sometió a la conclusión anticipada del proceso, motivo por el 
cual fue condenado como coautor del delito [de] favorecimiento al tráfico 
en su forma agravada. El Juzgado Penal Colegiado, a petición del Ministerio 
Público en su requerimiento acusatorio, concluyó que tenía la calidad de 
reincidente. Por ello, se le impuso veinticinco años de pena privativa de 
libertad. Cuestionada dicha decisión en apelación, la Sala Superior llegó a la 
misma conclusión, señalando que el encausado, al momento de cometer el 
delito materia de condena, se encontraba recluido en el establecimiento 
penitenciario cumpliendo la pena de nueve años impuesta en el expediente 
número 4635-2012 por delito de robo agravado; esto es, luego de haber 
cumplido en parte dicha condena, incurrió en un nuevo hecho delictivo, 
teniendo por ello la calidad de reincidente (cfr. considerando séptimo). 

Y, por otro lado:  

Se cuestiona una presunta infracción de precepto material: la reincidencia, 
previst[a] en el artículo 46-B del Código Penal, específicamente los 
presupuestos que la componen y su aplicación al caso concreto. Por tanto 
[…] se estima que el aludido recurso debe analizarse por la causal 3 del 
artículo 429 del Código Procesal Penal […] (cfr. considerando octavo).  

Segundo. Previamente, cabe precisar que el artículo 432, numeral 2, 
del Código Procesal Penal estatuye lo siguiente: “La competencia de la 
Sala Penal de la Corte Suprema se ejerce sobre los errores jurídicos que contenga la 
resolución recurrida. Está sujeta de manera absoluta a los hechos legalmente 

comprobados y establecidos en la sentencia o auto recurridos”. 

Por lo cual, concierne ceñirse escrupulosamente a los hechos 
probados por los órganos jurisdiccionales sentenciadores. 

El error iuris acarrea comprobar si, dados los hechos que se declaran 
probados en la sentencia que se recurre, que deben ser respetados en 
su integridad, orden y significación, fueron aplicados correctamente a 
los mismos, los preceptos penales sustantivos en que los subsumieron, se 
dejaron de aplicar los que correspondían, o fueron los aplicados o 

                                                           

1
 MARTÍNEZ ARRIETA, Andrés y ENCINAR DEL POZO, Miguel Ángel. El recurso de casación y de 

revisión penal. Valencia: Tirant lo Blanch, 2016, p. 342. 
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dejados de aplicar erróneamente interpretados en su aplicación o 
falta de aplicación2.  

El principio de intangibilidad fáctica detenta plena vigencia. 

Tercero. El cuestionamiento casacional ha sido abordado por la 
jurisprudencia penal, en el sentido siguiente:  

Un requisito objetivo de toda reincidencia es que el agente cometa otro delito 
después de haber cumplido en todo o en parte una pena por delito doloso 
(reincidencia real y genérica), impuesta por una sentencia firme de condena 
[…]. Se requiere cumplimiento total cuando el agente observó la integridad de 
la pena impuesta; ésta ya venció. El cumplimiento será parcial cuando el 
agente sufrió una fracción de la pena asignada, no toda ella. El agente ha de 
haber dejado de cumplir la pena impuesta, sea por su agotamiento o, antes, 
por diversas circunstancias: excarcelaciones anticipadas vía beneficios 
penitenciarios, derecho de gracia presidencial (indulto o conmutación), fuga 
del Establecimiento Penal, remisión de la pena por colaboración eficaz, 
etcétera3. 

Cuarto. En el caso, se relieva que, con carácter previo, JAMES MORONE 

VÁSQUEZ MURGA se encontraba cumpliendo carcelería en el 
establecimiento penitenciario de Picsi, por el delito de robo agravado, 
y que se le aplicó la pena de nueve años de privación de libertad, que 
vencerá el dieciocho de mayo de dos mil veintitrés (cfr. considerando 

quinto, sentencia de primera instancia). 

Esto evidencia que estaba recluido el día de la ejecución del ilícito de 
tráfico de drogas, el once de junio de dos mil diecinueve. 

Es decir, no había dejado de cumplir la pena ni se encontraba fuera 
del centro penitenciario. 

De este modo, según la línea jurisprudencial enunciada, no debe ser 
calificado como reincidente.  

Quinto. Así, habiéndose desestimado la aplicación de la circunstancia 
agravante cualificada, atañe establecer la magnitud cuantitativa de 
la sanción penal.  

Los hechos han sido calificados en los artículos 296 (primer párrafo) y 297 
(primer párrafo, numerales 4 y 6), del Código Penal. 

Previó la imposición de las siguientes consecuencias jurídicas: entre 
ocho y quince años de pena privativa de libertad; entre ciento 
ochenta y trescientos sesenta y cinco días de pena de multa; e 
inhabilitación conforme al artículo 36, numerales 1, 2, 4, 5 y 8, del 
Código Penal. 

                                                           

2 GIMENO SENDRA, Vicente. Derecho Procesal Penal. Tercera edición. Pamplona: 2019, 
Editorial Civitas, p. 958.  
3 SALA PENAL PERMANENTE. Corte Suprema de Justicia. Recurso de Casación número 399-
2019/Lambayeque, del cuatro de noviembre de dos mil veinte, fundamento de 
derecho tercero.  



 

 

  
7

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  CASACIÓN N.° 979-2020 
  LAMBAYEQUE 

La duración de la inhabilitación estriba entre seis meses y diez años, de 
acuerdo con el artículo 38 del Código Penal, según Ley número 30076, 
del diecinueve de agosto de dos mil trece.  

Sexto. Después, teniendo en cuenta la mínima cantidad de droga 
incautada (230 g y 24.733 g) y la conformidad procesal en el juicio oral, 
concierne aplicarle el siguiente quantum punitivo: 

a. Catorce años de pena privativa de libertad. 

b. Ciento cincuenta días de pena de multa. 

c. Dos años de pena de inhabilitación. 

En este punto, se dio cumplimiento a los principios de legalidad, 
proporcionalidad y razonabilidad.  

Séptimo. Por consiguiente, al haberse constatado la vulneración de 
preceptos penales materiales, no es imperiosa la realización de una 
nueva audiencia de apelación; por ello, se emitirá una sentencia de 
casación, conforme al artículo 433, numeral 1, del Código Procesal 
Penal.  

Entonces, se declarará fundado el recurso de casación, se casará la 
sentencia de vista y, actuando en sede de instancia, sin reenvío, se 
revocará la sentencia de primera instancia respecto a las 
consecuencias punitivas; reformándola, se le aplicarán catorce años 
de pena privativa de libertad, ciento cincuenta días de pena de multa 
y dos años de pena de inhabilitación. 

Sobre la inhabilitación, solo concierne aplicar el artículo 36, numerales 
2 y 4, del Código Penal; en cambio, no se fijarán las prohibiciones 
reguladas en los numerales 1, 5 y 8, pues no consta que haya 
desempeñado cargo o comisión proveniente de elección popular, 
ejerza patria potestad, tutela o curatela, o pretenda ingresar a 
reingresar al servicio docente o administrativo.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la 
Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 
República: 

I. DECLARARON FUNDADO el recurso de casación interpuesto por el 
encausado JAMES MORONE VÁSQUEZ MURGA contra la sentencia de 
vista, del nueve de octubre de dos mil veinte (foja 255), emitida por 
la Primera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 
Justicia de Lambayeque, en el extremo que confirmó la sentencia 
de primera instancia, del seis de marzo de dos mil veinte (foja 198), 
en cuanto le impuso veinticinco años de pena privativa de la 
libertad como coautor del delito contra la salud pública-tráfico 
ilícito de drogas-favorecimiento al tráfico en su forma agravada, 
en agravio del Estado.  
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II. CASARON la sentencia de vista, del nueve de octubre de dos mil 
veinte (foja 255), respecto a la calificación de reincidente y a la 
pena impuesta; y, actuando en sede de instancia, sin reenvío, 
REVOCARON la sentencia de primera instancia, del seis de marzo 
de dos mil veinte (foja 198), en cuanto le impuso veinticinco años 
de pena privativa de libertad, trescientos ochenta días de pena 
de multa y diez años de pena de inhabilitación como coautor del 
delito contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas-
favorecimiento al tráfico en su forma agravada, en agravio del 
Estado; reformándola, le IMPUSIERON catorce años de pena 
privativa de libertad, ciento cincuenta días de pena de multa y 
dos años de pena de inhabilitación, según el artículo 36, 
numerales 2 y 4, del Código Penal. 

III. ESTABLECIERON que no atañe aplicar la circunstancia agravante 
cualificada de reincidencia, prevista en el artículo 46-B del 
Código Penal. 

IV. DECLARARON NULA la sentencia de primera instancia, del seis de 
marzo de dos mil veinte (foja 198), en el extremo que impuso pena 
de inhabilitación, según el artículo 36, numerales 1, 5 y 8, del 
Código Penal. 

V. PRECISARON que la pena privativa de libertad aplicada se 
computará luego de la culminación de la sanción impuesta por el 
delito de robo agravado, el dieciocho de mayo de dos mil 
veintitrés; por ende, vencerá el diecisiete de mayo de dos mil 
treinta y siete. 

VI. ORDENARON que la presente sentencia sea leída en audiencia 
pública, que se notifique a las partes apersonadas en esta sede 
suprema y que se publique en la página web del Poder Judicial. 

VII. MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelvan los 
actuados al órgano jurisdiccional de origen y que se archive el 
cuaderno de casación en esta Sala Penal Suprema. Hágase 
saber. 

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CCH/ecb         
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Tráfico ilícito de drogas, determinación de las penas y 
prohibición de reforma en peor 

Esta Sala Penal Suprema estima que la impugnación de JOSÉ 

MANUEL MOREIRA APAZA no tiene asidero.  

Al contrario de lo pretendido, la pena impuesta en primera 
instancia transgrede los principios de legalidad, 
proporcionalidad y razonabilidad, por dos razones: no se 
respetaron los márgenes punitivos estatuidos en la ley 
sustantiva y se soslayó la gravedad del hecho perpetrado. 

La impugnación conllevó el desarrollo de un nuevo 
esquema de determinación penal.  

En el cálculo respectivo se utilizó el sistema de tercios, se 
constató la presencia de una circunstancia agravante y 
atenuante genérica; además, solo se verificó la 
conformidad procesal y se desestimó la confesión sincera. El 
resultado estriba en que debió aplicársele cuando menos 
una sanción de ocho años de privación de libertad, es 
decir, dentro del marco de punibilidad respectivo. 

Sin embargo, el Ministerio Público no formalizó recurso de 
nulidad, por lo que, de acuerdo con el principio de 
prohibición de la reforma en peor, no puede aumentarse la 
sanción penal.  

Por otro lado, siguiendo criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad, es pertinente aplicar cuatro años de pena 
de inhabilitación, para obtener mandato, cargo, empleo 
o comisión de carácter público, según el artículo 36,
numeral 2, del Código Penal.

En consecuencia, el recurso de nulidad defensivo no ha 
prosperado integralmente.  

Lima, ocho de junio de dos mil veintiuno 

    VISTOS: el recurso de nulidad 
interpuesto por el encausado JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA contra la 
sentencia conformada del tres de junio de dos mil veinte (foja 517), 
emitida por la Tercera Sala Penal para Procesos con Reos en 
Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, en el extremo que 
le impuso cinco años de pena privativa de libertad, por el delito 
contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas-favorecimiento al 
tráfico ilícito de drogas, en agravio del Estado.  

De conformidad en parte con el dictamen de la señora fiscal 
suprema en lo penal.  

Intervino como ponente el señor juez supremo COAGUILA CHÁVEZ. 

CONSIDERANDO 

§ I. Expresión de agravios

Primero. El procesado JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA, en su recurso de 
nulidad del diez de junio de dos mil veinte (foja 530), denunció la 
infracción del principio jurisdiccional de la motivación de las 
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resoluciones judiciales. Señaló que se le impuso una pena efectiva sin 
evaluar diversos factores, como la proporcionalidad, la prohibición de 
exceso, la humanidad, la resocialización y la realidad carcelaria; 
además, no se valoró su conformidad procesal en el juicio oral. 
Sostuvo que es padre de familia y posee arraigo domiciliario. 

De otro lado, solicitó que se le aplique una sanción de naturaleza 
suspendida.  

§ II. Imputación fiscal

Segundo. Conforme a la acusación fiscal del veintiséis de mayo de 
dos mil veinte (foja 460), los hechos incriminados fueron los siguientes:  

2.1.  El dieciocho de octubre de dos mil diecinueve, a las 14:00 horas, 
en las inmediaciones de la cuadra dieciocho de la avenida 
Paseo de la República, distrito de Lince, personal policial se 
encontraba realizando labores de patrullaje. En ese momento, 
intervinieron el auto de placa de rodaje número AXZ-621, debido 
a que había chocado y se encontraba estacionado en medio 
de la vía pública.  

2.2. La unidad era conducida por William Jesús Torres Díaz y tenía 
como copiloto a JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA. Luego el policía 
Edson Enrique Nizama Sánchez se acercó para solicitar la 
documentación respectiva y percibió olor a estupefacientes. Se 
realizó registro vehicular y se halló una bolsa de polietileno de 
color negro con sustancias tóxicas. Según la pericia oficial, era 
marihuana con peso neto de 1.992 kg (un kilogramo y novecientos 

noventa y dos gramos).  

2.3.  Los ocupantes fueron conducidos a la Depincri Jesús María-
Lince, para realizar las investigaciones correspondientes. 

§ III. Fundamentos del Tribunal Supremo

Tercero. Al inicio del juicio oral, según acta concernida (foja 513), JOSÉ

MANUEL MOREIRA APAZA, con la autorización del abogado defensor, se 
sometió a los alcances de la Ley número 28122, del trece de 
diciembre de dos mil tres, es decir, admitió su responsabilidad y 
reconoció los hechos delictivos atribuidos por el representante del 
Ministerio Público. 

En tal virtud, se declaró la conclusión anticipada del debate oral y se 
dictó la sentencia conformada respectiva, de la cual emerge que 
fue condenado por el delito de favorecimiento al tráfico ilícito de 
drogas, en agravio del Estado.  
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Le impusieron cinco años de pena privativa de libertad, ciento veinte 
días de pena de multa, cinco años de pena de inhabilitación y se fijó 
como reparación civil la suma de S/ 5000 (cinco mil soles).   

De acuerdo con la parte expositiva de la presente ejecutoria 
suprema, la primera consecuencia jurídica fue objeto de 
impugnación.  

Cuarto. En principio, se destaca que en la sentencia recurrida incurrió 
en una contradicción sustancial, se afirmó que: “El acusado no se 

encontraba inmerso en el artículo 22ª del Código Penal [sic]”, a pesar de lo cual 
“se le disminuye la pena por debajo del mínimo legal [sic]”, después se precisó 
que “el delito se encuentra en grado de consumación [sic]”.  

A primera vista, esto refleja una indebida aplicación de las reglas y 
criterios de la determinación de la pena.  

Es un contrasentido afirmar que, aun cuando no se verifica la 
responsabilidad restringida por razón de la edad, prevista en el 
artículo 22 del Código Penal, debe disminuirse la sanción a límites 
inferiores a la pena básica.  

Por otro lado, el tráfico ilícito de drogas es un delito de peligro 
abstracto, en el que no es pertinente realizar la disquisición sobre si se 
consumó o quedó en un grado imperfecto de realización. El artículo 
296, segundo párrafo, del Código Penal prescribe que la mera 
posesión de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas implica un riesgo o peligro grave para la salud pública. 

Quinto. Así como se exige que los jueces al momento de la 
subsunción respectiva sean absolutamente respetuosos del tenor de 
la norma sustantiva infraccionada, ha de requerírseles, en el mismo 
sentido, que observen sus disposiciones punitivas. Son cuestionables, 
en idéntico nivel, las decisiones de extralegalidad y de infralegalidad.  

Debido a que no son principios absolutos, la pena debe satisfacer 
tanto la legalidad como la proporcionalidad.  

Es por ello que, para imponer una sanción, ha de cumplirse con la 
legalidad (situarse en la pena abstracta) y, seguidamente, ha de 
verificarse la proporcionalidad, según las circunstancias del caso, es 
decir, tomando en cuenta la menor o mayor gravedad del hecho y 
el nivel de culpabilidad que puede resultar variable (dosificación de la 

pena concreta)1.  

1 SALA PENAL PERMANENTE. Corte Suprema de Justicia de la República. Recurso de 
Casación número 1422-2018/Junín, del doce de agosto de dos mil veinte, 
fundamento de derecho tercero.  
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Sexto. De acuerdo con el desarrollo expositivo de los agravios, 
corresponde que en esta Sede Suprema se efectúe un nuevo 
esquema de dosificación penal para contrastar la legalidad, 
proporcionalidad y razonabilidad de la sanción impuesta.  

En el devenir de la argumentación se abordarán los cuestionamientos 
formulados y, paulatinamente, se dilucidará su fundabilidad. 

Séptimo. La aplicación de la pena engloba dos etapas secuenciales 
marcadamente definidas, la primera denominada determinación 
legal y la segunda rotulada como determinación judicial.  

En esta última fase atañe realizar un juicio sobre la presencia de 
circunstancias agravantes, atenuantes y/o cualquier otro factor de 
aumento o disminución de la pena.  

A. Determinación legal

Octavo. En el artículo 296, segundo párrafo, del Código Penal, 
modificado por el Decreto Legislativo número 1367, del veintinueve 
de julio de dos mil dieciocho, se previó la imposición de las siguientes 
consecuencias punitivas:  

Entre seis y doce años de pena privativa de libertad.  

Entre ciento veinte y ciento ochenta días de pena de multa. 

Inhabilitación conforme al artículo 36, numerales 1 y 2.  

B. Determinación judicial

Noveno. Se observa que JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA ejerció 
actividades laborales, ostentó un nivel de instrucción conforme al 
promedio general (secundaria) y tenía veintisiete años y cinco meses 
de edad, de acuerdo con su declaración policial (foja 26, en presencia 

del representante del Ministerio Público) y la ficha de Reniec (foja 245).  

Las Actas de nacimiento (fojas 79 y 85) evidencian que es padre de dos 
menores.  

Estas condiciones, por su generalidad y no extraordinariedad, no 
compelen a que se le aplique una pena distinta de la estatuida en el 
Código Penal. Objetivamente, demuestran que se trató de una 
persona integrada socialmente, con plenitud en sus capacidades 
formativas y, por ende, con posibilidad de informarse sobre la 
ilegalidad y reprochabilidad de perpetrar toda clase de delitos.  

En la misma perspectiva, la paternidad y el asiento familiar no se 
erigen como motivos suficientes para imponer una pena distinta de la 
contemplada en la norma penal.  

Décimo. Adicionalmente, no se verifica la presencia de alguna de las 
causales de disminución de punibilidad contempladas en el Código 
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Penal –como la omisión impropia, artículo 13; los errores, artículos 14 y 15; la 
complicidad secundaria, artículo 25; las eximentes imperfectas, artículo 21, o la 

responsabilidad restringida por razón de la edad, artículo 22– ni las que 
provienen del ordenamiento convencional –interés superior del niño o 
dilaciones indebidas y extraordinarias2–. 

De este modo, no existe justificación para aminorar la pena a límites 
inferiores al marco de punición conminado. 

Undécimo. Seguidamente, es preciso aplicar el sistema de tercios. 

11.1.  El artículo 45-A del Código Penal, tercer párrafo, numerales 1 y 
2, incorporado por la Ley número 30076, del trece de agosto de 
dos mil trece, autoriza a efectuar las siguientes operaciones:  

 La pena básica entre seis y doce años se descompone en tres 
partes. De ello, trasciende que el primer tercio será entre seis y 
ocho años; el segundo tercio, entre ocho años y un día y diez 
años, y el tercer tercio, entre diez años y un día y doce años. 

 La pena será aplicada, en el primer tercio, si “no existen atenuantes 

ni agravantes o concurran únicamente atenuantes [sic]”; en el segundo 
tercio, si “concurren circunstancias de agravación y de atenuación [sic]”, 
y en el tercer tercio, si “concurren únicamente circunstancias 

agravantes [sic]”.   

11.2.  Después, corresponde identificar las atenuantes y agravantes 
genéricas, conforme a lo regulado en el artículo 46 del Código 
Penal, modificado por el Decreto Legislativo número 1237, del 
veintiséis de septiembre de dos mil quince.  

 En el caso, se coteja la atenuante prevista en el numeral 1, 
literal a, es decir, “carencia de antecedentes penales [sic]”, de 
acuerdo con el Certificado judicial (foja 288); por otro lado, se 
verifica la agravante contemplada en el numeral 2, literal i, esto 
es, “pluralidad de agentes que intervienen en la ejecución del delito [sic]”, 
debido a que, en el ilícito penal, intervinieron dos sujetos 
punibles. 

 Sobre lo último, nótese que, según la acusación fiscal del 
veintiséis de mayo de dos mil veinte (foja 460), y el auto del 
veintiocho de mayo de dos mil veinte (foja 503), el 
enjuiciamiento estaba dirigido contra William Jesús Torres Díaz y 
José Manuel Moreira Apaza.  

2 SALAS PENALES. Corte Suprema de Justicia de la República. Sentencia Plenaria 
Casatoria número 1-2018/CIJ-433, del dieciocho de diciembre de dos mil dieciocho, 
fundamento vigesimocuarto.  
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11.3. Ahora bien, debido a que confluye una atenuante y una 
agravante, la pena debe determinarse en el segundo tercio: 
entre ocho años y un día y diez años. 

 En estos casos, se comenzará aplicando el efecto de las 
agravantes desde el extremo mínimo en línea ascendente 
hasta agotarlas. Luego se aplicará, sobre el resultado obtenido 
en la operación anterior, el efecto compensatorio de las 
circunstancias atenuantes concurrentes, descendiendo desde 
él hacia el extremo mínimo3. 

 Así, tomando en cuenta las pautas reseñadas, concierne 
aplicarle un quantum equidistante, es decir, nueve años.  

Duodécimo. El último paso en la dosificación judicial de la pena 
consiste en verificar la presencia de las reglas de reducción por 
bonificación procesal.  

De este modo, solo converge su acogimiento a la conclusión 
anticipada del juicio oral, lo que, según la jurisprudencia, conlleva 
una reducción en el máximo permisible, en función de un séptimo o 
menos de la pena concreta previamente establecida (nueve años), 
conforme a la entidad o complejidad de la causa, las circunstancias 
del hecho y la situación personal del imputado, y el nivel y alcance 
de su actitud procesal4. 

En atención a ello, si a la pena concreta de nueve años se le reduce 
un séptimo o menos por la conformidad procesal, el resultado 
punitivo final asciende a ocho años de privación de libertad.  

Esto demuestra que no se cumplió lo regulado en el artículo 57, primer 
párrafo, numeral 1, del Código Penal; por ello, no es posible imponerle 
una sanción suspendida.  

Decimotercero. Merece especial atención, lo relacionado con la 
confesión sincera, instituida en el artículo 161 del Código Procesal 
Penal, vigente según Ley número 30076, del diecinueve de agosto de 
dos mil trece. 

Por razones de política criminal, la confesión ahorra esfuerzos de 
investigación y facilita la instrucción de la causa criminal. Confesar 
supone poner en conocimiento de la autoridad judicial o de la 
policía, los hechos acaecidos, y requiere que la confesión sea 

3
 PRADO SALDARRIAGA, Víctor Roberto. La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y 

procedimientos. Lima: Ideas Solución Editorial, 2018, p.259.  
4 SALAS PENALES. Corte Suprema de Justicia de la República. Acuerdo Plenario número 
5-2008/CJ-116, del dieciocho de julio de dos mil ocho, fundamento jurídico vigésimo 
tercero. 
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sustancialmente veraz, no falsa o tendenciosa o equívoca, sin que 
deba exigirse una coincidencia total con el hecho probado5. 

Se aprecia que JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA, en su manifestación 
preliminar (foja 26, en presencia del representante del Ministerio Público), negó 
los cargos atribuidos y adujo que no tenía conocimiento sobre el 
cargamento de drogas incautado. 

Esto demuestra que, cuando la investigación estaba en ciernes, no 
hubo colaboración procesal.  

Decimocuarto. Por otro lado, también se aplicaron ciento veinte días 
de pena de multa y cinco años de pena de inhabilitación. 

En el primer caso, el quantum coincide con el mínimo legal, por lo 
que se mantiene indemne.   

La duración de la inhabilitación estriba entre seis meses y diez años, 
de acuerdo con el artículo 38 del Código Penal, según el Decreto 
Legislativo número 1367, del veintinueve de julio de dos mil dieciocho. 

En ese sentido, siguiendo criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad, es pertinente aplicar cuatro años de pena de 
inhabilitación, para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de 
carácter público, según el artículo 36, numeral 2, del Código Penal. 

No concierne establecer pena de inhabilitación según el artículo 36, 
numeral 1, del Código Penal, pues no consta que se ejercieran 
funciones, cargos o comisiones, incluso provenientes de elección 
popular.  

Decimoquinto. A partir de lo razonado, esta Sala Penal Suprema 
estima que la impugnación de JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA no tiene 
asidero.  

Al contrario de lo pretendido, la pena impuesta en primera instancia 
transgrede los principios de legalidad, proporcionalidad y 
razonabilidad, por dos razones: no se respetaron los márgenes 
punitivos estatuidos en la ley sustantiva y se soslayó la gravedad del 
hecho perpetrado. 

La impugnación conllevó el desarrollo de un nuevo esquema de 
determinación penal.  

En el cálculo respectivo, se utilizó el sistema de tercios, se constató la 
presencia de una circunstancia agravante y una atenuante 
genérica; además, solo se verificó la conformidad procesal y se 

5 SALA DE LO PENAL. Tribunal Supremo de España. Recurso de Casación número 
10728/2018, del cuatro de julio de dos mil diecinueve, fundamento de derecho 
cuarto.  
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desestimó la confesión sincera. El resultado estriba en que debió 
aplicársele, cuando menos, una sanción de ocho años de privación 
de libertad, es decir, dentro del marco de punibilidad respectivo.   

Sin embargo, el Ministerio Público no formalizó recurso de nulidad, por 
lo que, de acuerdo con el principio de prohibición de la reforma en 
peor, no puede aumentarse la sanción penal.  

Decimosexto: Finalmente, sobre los agravios se establece 
jurídicamente lo siguiente: 

15.1.  El principio de proporcionalidad posee un doble enfoque, esto 
es, como “prohibición de exceso” y como “prohibición por defecto”. 
Esta última impide que la pena sobredisminuya la 
responsabilidad por el hecho. En esa lógica, la apreciación de 
la “gravedad del hecho” se erige como parámetro útil en la 
medición del interés de persecución penal y su valoración se 
enmarca dentro del criterio de la “gravedad de la pena”6.  

 Todo ello demuestra que, en la aplicación de la pena, los 
jueces deben tomar en cuenta ambas vertientes de la 
proporcionalidad y realizar la ponderación respectiva. 

15.2.  El principio de humanidad posee tres líneas principales: 

La prohibición de la tortura y de toda pena y trato inhumano o 
degradante, con importantes reflejos en la parte especial del 
derecho penal y en las consecuencias jurídicas del delito. 

La orientación resocializadora de la pena, en particular, si es 
privativa de libertad. 

La atención a las víctimas de toda infracción penal7. 

Esto evidencia que los criterios de humanidad y resocialización 
no solo poseen virtualidad durante la determinación de pena. 
Su proyección abarca también la fase de ejecución, en la que 
deben garantizarse condiciones mínimas de reclusión y el 
cumplimiento de actividades que resulten favorables y 
funcionales a los fines penitenciarios. 

 Por su parte, la realidad carcelaria y su problemática son 
transversales a todos los privados de libertad, por ello, en un 

6 GONZÁLEZ-CUÉLLAR SERRANO, Nicolás. Proporcionalidad y derechos fundamentales en el 

proceso penal. Lima: Instituto Peruano de Criminología y Ciencias Penales (Inpeccp), 
2018, p. 311. 
7 DE LA CUESTA ARZAMENDI, José Luis. El principio de humanidad en derecho penal. En: 
www.ehu.eus/documents/1736829/2010409/A+76+El+principio+de+humanidad+en+d
erecho+penal.pdf, 2009. 
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plano de igualdad, no puede ser utilizada para favorecer a 
uno en detrimento de otro.  

En consecuencia, el recurso de nulidad defensivo no ha prosperado 
integralmente.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces integrantes de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República: 

I. DECLARARON NO HABER NULIDAD en la sentencia conformada
del tres de junio de dos mil veinte (foja 517), emitida por la Tercera
Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte
Superior de Justicia de Lima, en el extremo que impuso cinco
años de pena privativa de libertad a JOSÉ MANUEL MOREIRA APAZA

por el delito contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas-
favorecimiento al tráfico ilícito de drogas, en agravio del Estado.

II. DECLARARON HABER NULIDAD en la propia sentencia en cuanto
aplicó cinco años de pena de inhabilitación a JOSÉ MANUEL

MOREIRA APAZA; reformándola, le IMPUSIERON cuatro años de
pena de inhabilitación, conforme al artículo 36, numeral 2, del
Código Penal. Hágase saber y los devolvieron.

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

TORRE MUÑOZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CCH/ecb  
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Lima, once de noviembre de dos mil diecinueve 

      VISTO: el recurso de nulidad interpuesto 

por el PROCURADOR PÚBLICO A CARGO DE LOS ASUNTOS JUDICIALES RELATIVOS AL MINISTERIO

DEL INTERIOR, contra el auto (Resolución número setenta y cuatro), del veintidós 

de marzo de dos mil diecinueve, de página mil novecientos cuarenta y nueve, 

emitida por la Primera Sala Penal de Apelaciones de Ventanilla de la Corte 

Superior de Justicia de Ventanilla, que resolvió dar por retirada la acusación, 

de la causa penal contra Amalia Graciela Montero Ticse, por la presunta 

comisión del delito contra la salud pública–tráfico ilícito de drogas, en su 

modalidad agravada, prescrito en el artículo doscientos noventa y seis, 

concordante con los numerales seis y siete del artículo doscientos noventa y 

siete, del Código Penal, en agravio del Estado. De conformidad con el 

dictamen del fiscal supremo en lo penal. 

Intervino como ponente la jueza suprema PACHECO HUANCAS. 

CONSIDERANDO 

IMPUTACIÓN FISCAL 

1. Fluyó de autos, que el veintidós de febrero de dos mil cinco, siendo las tres

horas aproximadamente, cuando el encausado Guillermo Sánchez Silva, 

conducía el camión de placa de rodaje WP-9-134, marca Hyundai, a la altura 

del pueblo joven Cueva de la avenida Pachacutec, Ventanilla, acompañado 

de Henry Saúl Gómez Camargo y el sentenciado Sócrates Baca Oncebay, 

fueron intervenidos por personal de la Dirandro. Al efectuar el registro 

RETIRO DE ACUSACIÓN 

Sumilla. En el caso, el razonamiento de la Sala 
de Mérito, en el retiro de acusación, cumple 
con los supuestos del artículo doscientos 
setenta y cuatro del Código de 
Procedimientos Penales. A ello, el fiscal 
supremo, opinó se declare no haber nulidad 
en el auto recurrido. Y en concordancia con 
el principio de jerarquía, corresponde 
reconocer los fundamentos de la decisión del 
fiscal supremo. 
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respectivo del camión, se halló en la parte posterior (puerta de la tolva), doce 

paquetes tipo ladrillos, en el cajón de herramientas, dos paquetes y dentro de 

la llanta de repuesto, diez paquetes, siendo un total de veinticuatro paquetes, 

que al ser sometidos a la prueba de reactivo dieron positivo para alcaloide de 

cocaína, con un peso de 49.565 kg de clorhidrato de cocaína. Esta droga, fue 

trasladada desde la localidad de Yochegua, Ayacucho, cuyo destino final era 

Ventanilla, Callao.  

En ese contexto, se le atribuyó a la imputada Amalia Graciela Montero Ticse, 

ser la propietaria de parte de la droga, conforme a la sindicación efectuada 

por Sócrates Baca Oncebay –encargado del transporte de la droga– y Henry 

Saúl Gómez Camargo (menor de edad al momento de ocurrido los hechos). 

FUNDAMENTOS DE LA SALA SUPERIOR 

2. El Tribunal Superior, resolvió dar por aprobado el retiro de acusación de la

acusada Amalia Graciela Montero Ticse, conforme al artículo doscientos 

setenta y cuatro del Código de Procedimientos Penales y se sustentó en los 

argumentos siguientes: 

2.1.  En el plenario, se recibió la declaración del sentenciado Sócrates Baca 

Oncebay –testigo impropio–, quien señaló no conocer a la procesada 

Amalia Graciela Montero Ticse, y que es él, el único responsable del 

transporte de la droga. 

2.2.  También, se actuaron las declaraciones de los efectivos policiales Percy 

Ramírez Cobera, Jony Oswaldo Sánchez Zegarra, Milán Ignacio Salas 

Vega, y Marco Antonio Reynaldo Yanqui, quienes en lo central, han 

declarado que no recuerdan la intervención realizada a la citada 

encausada. 

2.3.  Entonces, de los medios probatorios antes descritos, no se ha podido 

demostrar la imputación en contra de la citada encausada, y si no hay 

acusación, no hay sentencia.  
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EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 

3. El procurador público a cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio del

Interior, interpuso recurso de nulidad de página mil novecientos cincuenta y 

ocho. Alegó los motivos siguientes: 

3.1. No se debió realizar el retiro de acusación, por el hecho de que el testigo 

impropio Sócrates Baca Oncebay, se retractó en juicio de su versión 

primigenia, donde sindicó a la encausada, como integrante de la 

organización dedicada al tráfico ilícito de drogas y propietaria de la 

droga, dado que lo hizo con el fin de eximirla de responsabilidad. 

3.2. En su declaración preliminar, el citado testigo impropio Sócrates Baca 

Oncebay, sindicó a la encausada, la que resultó ser espontánea y 

contiene valor probatorio. 

3.3.  En el Recurso de Nulidad N.° 4167-2006 la Sala Penal Transitoria, indicó que 

existen suficientes elementos para acreditar la participación de la citada, 

en la comisión del delito. Y en el presente caso, se ha incurrido en el 

mismo error, de no haber valorado las pruebas actuadas. 

CALIFICACIÓN DEL DELITO MATERIA DE ABSOLUCIÓN 

4. El delito contra la salud pública, en la modalidad de tráfico ilícito de drogas

agravada, tipificada en el artículo doscientos noventa y seis, del Código Penal 

(modificado por el artículo uno, de la Ley N.° 28002, publicada el diecisiete de 

junio de dos mil tres), sanciona al agente que:  “[…] promueve, favorece o facilita el 

consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, mediante actos de 

fabricación o tráfico será reprimido […]”, concordante con el artículo doscientos 

noventa y siete, numerales seis y siete, del Código Penal (modificado por 

la referida ley), prescribe:  

La pena será privativa de libertad no menor de quince ni mayor de veinticinco años, de 

ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa e inhabilitación conforme al 

artículo 36, incisos 1, 2, 4, 5 y 8 cuando: […] 6. El hecho es cometido por tres o más 

personas, o en calidad de integrante de una organización dedicada al tráfico ilícito de 
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drogas o que se dedique a la comercialización de insumos para su elaboración. 7. La 

droga a comercializarse o comercializada excede las siguientes cantidades: […] diez 

kilogramos de clorhidrato de cocaína, […]. 

5.  El bien jurídico protegido en el delito de tráfico ilícito de drogas, es la salud

pública. Así lo señala el Recurso de Nulidad número mil cuatrocientos 

cuarenta-dos mil diez-Lima, emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema, fundamento cuatro: “[…] tiene como bien jurídico tutelado la salud 

pública, por lo que se penaliza la conducta para proteger a la colectividad; salud 

considerada como bien jurídico constitucionalmente relevante, conforme así lo ha 

establecido el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente número 

veinte-dos mil cinco-PI/TC […]”. 

FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL 

6. El punto de partida para analizar la sentencia de mérito, es el principio de

impugnación limitada que fija los límites de revisión por este Supremo Tribunal; 

en cuya virtud, se reduce el ámbito de la resolución, únicamente a las 

cuestiones promovidas en el recurso aludido las que configuran, en estricto, la 

denominada competencia recursal del órgano de alzada.  

7. En el presente caso, conforme a los motivos de agravio del procurador

público, corresponde verificar, si el razonamiento de la Sala de Mérito, se 

sustentó en los supuestos del artículo doscientos setenta y cuatro del Código 

de Procedimientos Penales, y validan la decisión asumida o si corresponde 

amparar los agravios del recurrente. 

8. El supuesto normativo del artículo doscientos setenta y cuatro del Código de

Procedimientos Penales, es la nueva prueba, que modifica la condición jurídica 

del procesado.  

César San Martín Castro1, señala que “lo 'nuevo” debe entenderse como todo 

elemento de prueba, esto es, el dato objetivo incorporado legalmente al 

1 SAN MARTÍN CASTRO, César. Derecho Procesal Penal. Tomo I. Segunda Edición. Lima: Editorial 
Jurídica Grijley, 2da Edición 2003, página 705. 
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proceso con capacidad para producir un conocimiento acerca de los 

extremos de la incriminación delictiva, que introduzca en el debate aportes 

fácticos relevantes que no estaban presentes cuando el fiscal formuló 

acusación escrita. 

9. En el caso, se verifica que concluida la actuación probatoria en la etapa de

juzgamiento instaurado a la encausada Amalia Graciela Montero Ticse, el 

representante del Ministerio Público, retiró formalmente la acusación contra la 

citada. Sostuvo, que el testigo impropio Sócrates Baca Oncebay –

condenado–, señaló que no conoce a la procesada, y ella no tiene nada que 

ver con la droga. Asimismo, los testigos policiales Percy Ramírez Corbera, Jony 

Sánchez Zegarra, Milan Ignacio Salas Vega y Marco Antonio Reynaldo Yanqui, 

tampoco la vincularon en los hechos que se le atribuyen. 

10. Analizado, los reclamos del recurrente, se advierte que el único elemento

de cargo, contra la encausada Amalia Graciela Montero Ticse, es la 

sindicación brindada a nivel preliminar por el testigo impropio Sócrates Baca 

Oncebay –sentenciado–, con presencia fiscal, de página ciento ochenta y 

uno. Allí, declaró que la citada tenía conocimiento de los hechos y 

coordinaron el transporte de droga decomisada. No obstante, tal declaración 

de contenido incriminatorio, no ha sido ratificada por el citado en el plenario, 

donde declaró que no la conoce, También, justificó lo declarado a nivel 

preliminar, a razón de que los policías les dijeron que incrimine a la procesada 

nombrada, para que su situación jurídica se arregle. 

11. A ello, se añade, que efectivamente en el plenario, se incorporaron a los

efectivos policiales Percy Ramírez Corbera, Jony Oswaldo Sánchez Zegarra, 

Milán Ignacio Salas Vega y Marco Antonio Reynaldo Yanqui, en sus 

declaraciones de página mil novecientos veinticuatro, mil novecientos 

veintisiete, mil novecientos veintinueve, y mil novecientos treinta y uno, quienes 

declararon que no conocen a la procesada y por el tiempo transcurrido 

recuerdan vagamente la intervención, pero precisaron que en ella, no se 
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intervino a una persona de sexo femenino. Entonces, no la vinculan con los 

hechos que se le atribuyen, como lo sostiene el impugnante. 

12. Del mismo modo, en relación al vínculo familiar de la encausada con sus

coprocesados. Es cierto, que los encausados Moisés Angelino Montero Ticse o 

Manuel Montero Flores, y la esposa de este, doña Eufemia Serena Sánchez de 

Montero, es su hermano y cuñada; sin embargo, el primero de los nombrados 

viene siendo objeto del proceso penal, y por la última, el Ministerio Público hizo 

retiró la acusación. Entonces, el vínculo de familiaridad directo de la citada 

con sus coacusados, no puede ser considerado como prueba suficiente para 

sostener su vinculación con los hechos. 

13. En cuanto al reclamo de la posición asumida por este Supremo Tribunal, en

la Ejecutoria Suprema N.° 4167-2006, del quince de marzo de dos mil siete, de 

página novecientos ochenta y siete, que por mayoría declararon nula, la 

sentencia absolutoria de la encausada, porque no se valoró las declaraciones 

de Henry Saúl Gómez Camargo, y las actas de entrevista de Guillermo Sánchez 

Silva –encausado–, Sócrates Baca Oncebay, de páginas ciento ochenta y 

ocho y ciento ochenta y uno, ello tampoco es suficiente para sostener una 

condena, si tenemos en cuenta que los citados, no realizaron una sindicación 

concreta en contra de la citada, que la vincule con los hechos. 

14. Sumado a ello, la posición jurídica del señor fiscal supremo, en su dictamen

–de página diez a trece del cuadernillo supremo formado por este Supremo Tribunal–, opinó

porque se declare no haber nulidad en el auto recurrido. Y en concordancia 

con el principio de jerarquía, corresponde reconocer los fundamentos de la 

decisión del fiscal supremo, en tanto que el Ministerio Público a nivel 

institucional, se rige por el principio de unidad de función y dependencia 

jerárquica, de tal forma que en estos casos prevalece la opinión del Superior 

Jerárquico, salvo algún supuesto excepcional que pueda relativizar este 

principio, como así lo ha establecido la jurisprudencia de la Corte Suprema y 

del Tribunal Constitucional y en el caso concreto, no advierte razones objetivas 

que estimen que el Tribunal Superior haya incurrido en error en la emisión del 
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auto impugnado, las que de por sí, justifican la decisión adoptada. Entonces, 

los motivos de la parte civil no tienen amparo. Por lo que debe ratificarse la 

decisión cuestionada. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, declararon: NO HABER NULIDAD en el auto (Resolución 

número setenta y cuatro), del veintidós de marzo de dos mil diecinueve, de 

página mil novecientos cuarenta y nueve, emitido por la Primera Sala Penal de 

Apelaciones de Ventanilla de la Corte Superior de Justicia de Ventanilla, que 

resolvió dar por retirada la acusación, de la causa penal contra Amalia 

Graciela Montero Ticse, por la presunta comisión del delito contra la salud 

pública-tráfico ilícito de drogas agravado, prescrito en el artículo doscientos 

noventa y seis, concordante con los numerales seis y siete del artículo 

doscientos noventa y siete del Código Penal, en su modalidad agravada, en 

perjuicio del Estado; con lo demás que contiene, ordenándose el archivo 

definitivo del proceso; y, los devolvieron. 

S. S. 

PRADO SALDARRIAGA 

BARRIOS ALVARADO 

BALLADARES APARICIO 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS  

IEPH/mrce 
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    Tráfico ilícito de drogas- duda razonable 
Sumilla. Los elementos de cargos glosados en 
la sentencia recurrida no tienen fuerza 
acreditativa que supere el estándar 
probatorio más allá de toda duda razonable, 
con entidad suficiente para desvirtuar el 
estatus de inocencia del encausado. 

Lima, dieciocho de enero de dos mil diecinueve 

      VISTO: el recurso de nulidad 

interpuesto por el encausado Teófilo Vargas Urrutia, contra la 

sentencia del veintiuno de noviembre de dos mil diecisiete –obrante a 

fojas cuatrocientos veintitrés-, que lo condenó como autor del delito 

contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas-, previsto y sancionado 

en el primer párrafo del artículo doscientos noventa y seis del Código 

Penal, en agravio del Estado, a ocho años de pena privativa de 

libertad; ciento ochenta días multa; e inhabilitación por el término de 

tres años, con arreglo a lo previsto por el inciso cuatro, del artículo 

treinta y seis, del Código Penal; y fijó en mil soles el monto por 

concepto de reparación civil que deberá abonar el sentenciado a 

favor del Estado. Con lo expuesto en el dictamen de la señora fiscal 

de la Segunda Fiscalía Suprema en lo Penal. 

Interviene como ponente la señora jueza suprema Barrios Alvarado. 

CONSIDERANDO 

§ Agravios planteados

PRIMERO. El encausado Teófilo Vargas Urrutia formalizó su recurso 

impugnatorio –a fojas cuatrocientos cincuenta y ocho, ampliado a fojas 

cuatrocientos setenta y dos-. Indica que: 

1.1. La sentencia no valoró debidamente los medios probatorios 

aportados al proceso, por cuanto, solo consideró la ampliación del 

acta de reconocimiento en ficha RENIEC, obrante a fojas ciento 
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catorce, donde el sentenciado Félix Navarro Villano identifica al 

encausado Teófilo Vargas Urrutia como el sujeto que le entrego la 

droga incautada el día de los hechos; sin embargo, omitió señalar 

que en el acta de reconocimiento en ficha RENIEC, a fojas ciento 

cinco, el mismo sentenciado Navarro Villano no pudo identificar al 

encausado Teófilo Vargas Urrutia. 

1.2. La sindicación que realizó el sentenciado Félix Navarro Villano no 

se corrobora con ningún elemento de convicción; por el contrario 

existen contradicciones en dicha sindicación; además que en sede 

judicial se retractó de la misma, pues dijo que es falso que la persona 

de Teófilo Vargas Urrutia le dio la droga en la ciudad de Ayacucho. 

1.3. No se ha desvirtuado fehacientemente la presunción de 

inocencia y por ende no está acreditada la responsabilidad del 

acusado Teófilo Vargas Urrutia, ya que el análisis de las pruebas 

aportadas en el proceso solo se tiene la mera sospecha de que el 

acusado puedo haber sido el autor del delito. 

§ Marco incriminatorio

SEGUNDO.  El señor representante del Ministerio Público, a través de su 

acusación –obrante a fojas ciento sesenta y seis-, consigna que el doce de 

octubre de dos mil cuatro, a las doce horas aproximadamente, 

personal de la unidad SEPOLCAR-DIVANDRO de la ciudad de Ica con 

la participación del representante del Ministerio Público, intervinieron 

el vehículo ómnibus de la empresa “Molina” que venía de la ciudad 

de Ayacucho con destino a la capital de la República. Así, realizado 

el registro del sentenciado Navarro Villano, se le halló en el interior de 

una chimpunera color negra con inscripción “Universitario Garra 

Crema”, una toalla de diversos colores, envueltos en ella tres 

paquetes precintados con cinta adhesiva color biege, los cuales 
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contenían una sustancia blanquecina compacta, compatible con 

Pasta Básica de Cocaína, la que al ser sometida a la prueba de 

orientación y descarte dio positivo para alcaloide de cocaína con un 

peso bruto de 3.510 gramos.  

Refiere el fiscal que Navarro Villano, manifestó ante la policía que la 

droga le pertenece al encausado Teófilo Vargas Urrutia, a quien 

había conocido en la ciudad de Lima y le ofreció trabajo en la 

ciudad de Ayacucho, el treinta de septiembre de dos mil cuatro,  que 

le pagó la suma de doscientos soles para que transporte un paquete 

hasta el terminal terrestre en la provincia de Juliaca-Puno, el mismo 

que lo hizo sin problema alguno; ese “trabajo”  se repitió el siete de 

octubre; y finalmente el once del mismo mes le entregó tres paquetes 

para volver a hacerlo como lo hizo. Era el tercer viaje que iba a hacer 

a Juliaca, cuando fue intervenido por la Policía Nacional. 

Delimitando lo actuado, a nivel preliminar el Ministerio Público indica 

que en su manifestación policial el procesado señala que es una 

persona que vivía por el Puente Nuevo-Huamanga, de contextura 

delgada, de un metro setenta de estatura, veintinueve a treinta años 

de edad, tez trigueña, cabello lacio y corto, versión que es rarificada 

en su declaración de instructiva de fojas cincuenta y cinco a 

cincuenta y ocho. 

Recabada la ficha RENIEC de Teófilo Vargas Urrutia que obra a fojas 

ochenta y nueve, se sometió a una diligencia de reconocimiento por 

parte del procesado Navarro Villano, quien no lo reconoció como el 

propietario de la droga. El juez dejó constancia de las 

contradicciones y falta de seguridad en lo dicho por el antes 

indicado, no obstante ello, el procesado Navarro Villano solicitó se 

amplié la diligencia de reconocimiento, habiéndose llevado a cabo 

ésta a fojas ciento catorce, en la que reconoció plenamente a Teófilo 
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Vargas Urrutia, cuya fotografía y demás generales de ley aparecen 

en la ficha de fojas ochenta y nueve, como el propietario de la droga 

decomisada, señalando que si antes no lo había reconocido era por 

temor.   

FUNDAMENTOS 

TERCERO. Que el literal e, del inciso veinticuatro, del artículo dos, de la 

Constitución Política del Estado, reconoce la garantía fundamental 

de la presunción de inocencia, según la cual solo puede emitirse una 

sentencia condenatoria cuando el despliegue de una actividad 

probatoria suficiente y eficiente, de tal forma que genere en el 

juzgador certeza plena de la responsabilidad penal del procesado. El 

Tribunal Constitucional ha señalado que el contenido del derecho a 

la presunción de inocencia comprende que la sentencia 

condenatoria se fundamente en auténticos hechos de prueba, y que 

la actividad probatoria sea suficiente para generar en el Tribunal la 

evidencia de la existencia no solo del hecho punible, sino también de 

la responsabilidad penal que en él tuvo el acusado y asó desvirtuar 

tal presunción. 

CUARTO. La defensa del encausado Teófilo Vargas Urrutia centra sus 

agravios en alegar una insuficiencia en los elementos de cargo para 

sostener la decisión condenatoria; siendo así corresponde examinar el 

caudal probatorio que sirvió de sustento para la decisión primigenia.  

QUINTO. Así tenemos, como elementos de cargo actuados a nivel 

preliminar para acreditar la materialidad del delito, el acta de registro 

vehicular y decomiso de droga –a fojas dieciocho-, efectuada al 

sentenciado Félix Navarro Villano, quien viajaba en el ómnibus de la 
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empresa “Molina” de placa de rodaje VG-5776, en el asiento número 

treinta y nueve, portando un maletín tipo chimpunera color negro en 

cuyo interior se encontró envuelto paquetes precintados con cinta 

adhesivo color beige que contenía en su interior una sustancia 

compacta con las características similares a pasta básica de 

cocaína. El acta de orientación, descarte y pesaje de droga –a fojas 

veintidós-, que determinó que las muestras decomisadas al intervenido 

Félix Navarro Villano, resultaron positivo para alcaloide de cocaína. A 

esto se aúna el resultado preliminar de análisis químico –a fojas 

veintinueve- que dio como resultado de las muestras comisadas como 

Pasta Básica de Cocaína con un peso neto de 3,455 kilogramos. 

Respecto a la intervención del inculpado en el hecho criminal, 

tenemos a nivel preliminar la sindicación del sentenciado Félix 

Navarro Villano, quien señaló que conoció a Teófilo Vargas Urrutia en 

Lima en el mes de septiembre, le propuso que vaya a Ayacucho a 

trabajar en el campo y que la droga que se le incautó le fue 

entregada por éste en Ayacucho, la cual la tenía que llevar a Juliaca 

donde aquel lo iba a esperar el día trece de octubre de dos mil 

cuatro; que ese era el tercer viaje que realizaba –véase manifestación 

policial a fojas catorce, el acta de entrevista preliminar a fojas veinticinco y la 

declaración instructiva a fojas cincuenta y cinco-.  

SEXTO. Como elemento de descargo, se tiene la versión del 

encausado Teófilo Vargas Urrutia, el mismo que ha mantenido su 

versión uniforme y negó cualquier participación en el tráfico ilícito de 

drogas –véase a fojas trescientos cincuenta y dos y trescientos sesenta y ocho-. 

Afirmó que nunca ha viajado a Lima pues no sale de su chacra 

ubicada en el pueblo de Ubikiri; que solo conoce de vista a Félix 

Navarro Villano, porque la chacra de su hermana colinda con la de 
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él; que el día doce de octubre de dos mil cuatro se encontraba en su 

chacra trabajando junto con el señor Cancio Zavala – esta versión es 

corroborada con la testimonial del señor Cancio Ángel Macha a fojas trescientos 

ochenta y dos, pues refirió que trabajó con Teófilo en su chacra desde agosto a 

diciembre y que nunca se ausento en dicha época-. No sabe el motivo por el 

cual el sentenciado Félix Navarro Villano lo sindica, pues solo lo vio la 

vez que tuvo problemas con su hermana por los linderos de su 

chacra. 

SÉPTIMO. De lo expuesto, si bien confluyen elementos que permiten 

acreditar la materialidad del delito y acercarnos a la tesis 

incriminatoria del fiscal;  sin embargo, respecto a la responsabilidad 

penal del imputado Vargas Urrutía se advierte que la inicial 

incriminación no guarda coherencia con el reconocimiento 

fotográfico llevado a cabo en dos oportunidades. Esto en razón que 

la sindicación que vincula al recurrente con el hecho delictivo no es 

uniforme ni persistente en el tiempo, dado que si bien la primera 

diligencia de reconocimiento en ficha RENIEC –a foja ciento cinco-, se 

declaró nula por un vicio procesal (por error se consignó a la 

abogada defensora de Navarro Villano sin haber estado presente en 

el acto procesal), dicha deficiencia en nada debió influir para que su 

coencausado Félix Navarro Villano logre identificarlo, más aún si en la 

etapa policial afirmó conocerlo e incluso proporcionó su nombre, por 

lo que no se explica cómo en dicha diligencia afirmó que la ficha de 

identidad del recurrente no correspondía a la persona que le entregó 

la droga. Para luego, en la segunda diligencia de reconocimiento de 

ficha RENIEC -a fojas ciento catorce- recién sindicarlo; no obstante ante 

el plenario volvió a negar que el recurrente sea la persona que le 

entrego la droga incautada. 
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De lo expuesto, se colige que la sindicación de coencausado Félix 

Navarro Villano, ha variado de forma constante en el tiempo, la 

misma que además se encuentra resentida por la contradicción 

advertida en las actas de reconocimiento en ficha RENIEC; y no 

existen otros elementos de corroboración periférica que refuercen la 

vinculación del recurrente con el traslado de la droga, más allá de las 

actuaciones preliminares –pericias- que solo sirven para asentar la 

materialidad del delito. 

OCTAVO. Es así que de los fundamentos señalados, se advierte que 

los elementos de cargos glosados en la sentencia recurrida no tienen 

fuerza acreditativa que supere el estándar probatorio más allá de 

toda duda razonable, con entidad suficiente para desvirtuar el 

estatus de inocencia del encausado Teófilo Vargas Urrutia, respecto a 

los cargos atribuidos, pues el nivel de prueba incriminatoria ha 

perdido fuerza acreditativa; por el contrario permite afirmar que 

existen razones opuestas equilibradas que impiden arribar a un juicio 

de certeza sobre la responsabilidad penal del recurrente. Razones por 

las cuales la presunción de inocencia de dicho imputado –prevista en el 

apartado e), del inciso veinticuatro, del artículo dos, de la Constitución Política del 

Estado-, se mantiene incólume; deviene, por tanto, la absolución del 

encausado. 

DECISIÓN 

Por estas razones, declararon: HABER NULIDAD en la sentencia del 

veintiuno de noviembre de dos mil diecisiete –obrante a fojas 

cuatrocientos veintitrés-, que condenó a Teófilo Vargas Urrutia como 

autor del delito contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas-, 

previsto y sancionado en el primer párrafo del artículo doscientos 

noventa y seis del Código Penal, en agravio del Estado, a ocho años 
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de pena privativa de libertad; ciento ochenta días multa, e 

inhabilitación por el término de tres años, con arreglo a lo previsto por 

el inciso cuatro, del artículo treinta y seis, del Código Penal; y fijó en 

mil soles el monto por concepto de reparación civil que deberá 

abonar el sentenciado a favor del Estado. REFORMÁNDOLA, 

ABSOLVIERON al encausado Teófilo Vargas Urrutia de la acusación 

fiscal formulada en su contra por el citado delito, en perjuicio del 

referido agraviado. MANDARON se anulen los antecedentes policiales 

y judiciales generados por estos hechos imputados al aludido 

encausado, y se archive definitivamente el presente proceso. 

ORDENARON la inmediata libertad del imputado Teófilo Vargas 

Urrutia, siempre y cuando no exista en su contra mandato de 

detención emanado por autoridad competente; en consecuencia, 

OFÍCIESE, vía fax, a fin de concretar la libertad del referido imputado, 

a la Segunda Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de Justicia 

de Ica. DISPUSIERON se devuelvan los autos al Tribunal Superior para los 

fines de ley. Hágase saber a las partes apersonadas en esta Suprema 

Sede.  

S. S. 
SAN MARTÍN CASTRO 

BARRIOS ALVARADO 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

SEQUEIROS VARGAS 

CHÁVEZ MELLA 

BA/jco 



 CORTE SUPREMA   SALA PENAL PERMANENTE 
 DE JUSTICIA       R. N. N.° 445-2018  
 DE LA REPÚBLICA  ICA

1

Sumilla. Los indicios 
concomitantes y plurales 
acreditados con el registro de 
llamadas entrantes y salientes, 
el dictamen pericial de drogas 
y el acta de reconocimiento 
personal corroboraron la 
responsabilidad del acusado 
por el delito contra la salud 
pública-tráfico ilícito de drogas. 

Lima, nueve de julio de dos mil dieciocho 

      VISTOS: el recurso de nulidad interpuesto 

por la defensa técnica del acusado Manuel Atencia Aquino contra la 

sentencia de fojas novecientos veintinueve del veintidós de enero de 

dos mil dieciocho, que lo condenó como autor del delito contra la salud 

pública-tráfico ilícito de drogas, en agravio del Estado, y le impuso 

quince años de pena privativa de libertad, con lo demás que contiene. 

Intervino como ponente el señor juez supremo Neyra Flores. 

CONSIDERANDO 

Primero. La defensa técnica del acusado Manuel Atencia Aquino, en su 

recurso formalizado a fojas novecientos sesenta y cuatro, indicó que:  

1.1.  No se efectuó una debida apreciación de los hechos materia del 

proceso, pues no se compulsaron todas las pruebas ni los 

planteamientos de la defensa. 

1.2.  Se inobservó el debido proceso y la motivación de resoluciones 

judiciales, perjudicando al acusado.  

1.3.  La condena se sustentó con indicios, vulnerando el derecho de 

defensa y los incisos cuatro y cinco del artículo ciento cincuenta y 

nueve de la Constitución Política, pues al fiscal le corresponde la carga 

de la prueba. 
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1.4.  El acusado fue sentenciado con la agravante de pluralidad de 

agentes, cuando en el proceso solo fueron acusadas dos personas, ya 

que el fiscal retiró la acusación respecto a la procesada Martha Trujillo 

Arteta.  

1. Imputación

Segundo. La acusación fiscal de fojas trescientos cuarenta y cinco 

imputó que el día dieciséis de diciembre de dos mil seis, por labores de 

inteligencia policial de la Divandro-Ica, se intervino a la sentenciada 

Katy Jessica Canales Chávez cuando transitaba por inmediaciones de 

su domicilio, en la urbanización San Joaquín, primera etapa, A-treinta y 

uno, donde se le incautó una bolsa de plástico negro que contenía en 

su interior una sustancia blanquecina pulverulenta a granel, que 

sometida al reactivo resultó ser pasta básica de cocaína; además de 

una balanza portátil marca Henkel y una bolsa de polietileno vacía, por 

lo cual fue detenida.  

Asimismo, se efectuó la intervención del domicilio de la mencionada 

sentenciada. En su interior, en un ambiente para pernoctar, se encontró 

una cuchara de metal y una bolsa con adherencias de una sustancia 

blanquecina pulverulenta, las cuales dieron positivo para alcaloide de 

cocaína.  

La citada inculpada indicó que la droga le fue proporcionada por una 

persona conocida como “Marisol” el quince de diciembre de dos mil 

seis, y esta le indicó que regresara al día siguiente, es decir, el dieciséis 

de diciembre en la tarde. Por ello, se montó un operativo en la plaza de 

Armas y se detuvo a los procesados Martha Valentina Trujillo Arteta y 

Manuel Atencia Aquino.  
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Los hechos fueron subsumidos dentro de los alcances del artículo 

doscientos noventa y seis, primer párrafo, concordado con el primer 

párrafo del artículo doscientos noventa y siete, inciso seis, ambos del 

Código Penal.  

2. Pruebas actuadas en el proceso

Tercero. Las pruebas que se actuaron en el proceso fueron:  

3.1. La declaración de la sentenciada Katy Jessica Canales Chávez, a 

nivel preliminar, a fojas veintinueve, quien refirió que conoció al 

acusado Atencia Aquino el día quince de diciembre de dos mil seis en 

Ica, cuando junto a Martha Valentina Trujillo Arteta llegó a dicha 

ciudad, y los tres partieron en una mototaxi con dirección a la 

Angostura, frente al local de la Universidad San Juan Bautista, donde 

“Marisol” sacó una bolsa negra de plástico y se la entregó a la 

sentenciada para que la guardara hasta el día siguiente a cambio de 

cien soles. Para ello se comunicaron telefónicamente en reiteradas 

oportunidades.  

A nivel de instrucción, a fojas noventa y siete, se rectificó de su 

declaración preliminar señalando que no conocía a Martha Valentina 

Trujillo Arteta y que mantenía una relación con el acusado Atencia 

Aquino, con quien procreó un hijo, que nació en el establecimiento 

penitenciario. Inicialmente sindicó la propiedad de la droga a dichas 

personas, porque vio a Atencia Aquino con una mujer embarazada.  

A nivel de juicio oral, refirió que conoció al acusado Atencia Aquino 

cuando se desempeñaba como taxista y este la llevaba a su trabajo. 

Fueron pareja y lo llamó para decirle que se encontraba embarazada y 

desconocía que este tenía una conviviente que también gestaba; por 

eso, de cólera, sindicó a ambos como los propietarios de la droga que 
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le incautaron, ya que el verdadero propietario de la ilícita mercancía 

era Luis Velazco Palomino. Además, nunca se reunió con el acusado en 

la tienda Bata y no le entregó ningún dinero. 

3.2. La diligencia de confrontación entre Manuel Atencia Aquino y Katy 

Jessica Canales Chávez, donde la última señaló que su declaración 

preliminar no era verdad y lo hizo por cólera; además, Atencia Aquino 

nunca le entregó paquete alguno. 

3.3. La declaración de Martha Valentina Trujillo Arteta, a nivel preliminar, 

a fojas cuarenta y uno, quien refirió que el acusado Atencia Aquino era 

su conviviente y desconocía a Canales Chávez; que viajaron a Ica por 

motivo de paseo y la droga incautada no les pertenecía. El día dieciséis 

de diciembre de dos mil seis, junto al acusado, fueron a comprar fruta y 

dos botellas de vino que dejaron encargadas en una señora que vendía 

frutas; luego se fueron a descansar a la plaza de Armas porque 

retornarían a Lima. Nunca tramitó su documento de identidad y no 

tenía celular ni línea telefónica a su nombre.  

A nivel de instrucción, a fojas ciento diecisiete, se ratificó de su 

declaración preliminar y agregó que fue detenida junto a su 

conviviente en horas de la tarde.  

A nivel de juicio oral, a fojas seiscientos veintisiete, se dio por retirada la 

acusación fiscal contra la acusada Martha Valentina Trujillo Arteta y se 

ordenó la remisión de copias certificadas a la Fiscalía de Turno a fin de 

que investigue a la acusada Marisol Trujillo Arteta, pues conforme al 

dictamen de dactiloscopia las huellas digitales atribuidas a la primera 

no le correspondían. 

3.4. La declaración del acusado Manuel Atencia Aquino, a nivel 

preliminar, a fojas treinta y cinco, quien refirió no conocer a la 

sentenciada Canales Chávez y que Trujillo Arteta era su conviviente; 

desconocía los motivos de su intervención.  
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A nivel de instrucción, a fojas noventa y cuatro, varió su versión dada a 

nivel policial señalando que mantuvo una relación sentimental con 

Canales Chávez cuando se desempeñaba como taxista en la ciudad 

de Lima y que fruto de esa unión tuvieron un hijo, y que la acusada 

Trujillo Arteta era su conviviente desde hacía dos años. Asimismo, la 

sentenciada Canales Chávez lo citó para conversar del hijo que 

esperaban y por ello se encontraron en la tienda Bata, mientras su 

conviviente Trujillo Arteta lo esperaba en la plaza de Armas. Le entregó 

cien soles a la primera y regresó a continuar paseando con su 

conviviente, cuando fueron intervenidos por la policía.  

A nivel de juicio oral, refirió que antes de la fecha de los hechos, el 

dieciséis de diciembre de dos mil seis, radicaba en Lima, laboraba como 

taxista y mantenía una relación con su conviviente Martha Valentina 

Trujillo Arteta, además de una hija de su anterior compromiso y a la vez 

estaba en una relación con Katy Jessica Canales Chávez, con quien 

discutió y esta lo llamó para comunicarle que se encontraba 

embarazada. Por ese motivo, el dieciséis de diciembre de dos mil seis 

viajó a la ciudad de Ica en compañía de su conviviente, Martha 

Valentina Trujillo Arteta, con la finalidad de pasear. Esta desconocía que 

el acusado tenía una amante y recién se enteró de todo cuando ambos 

fueron detenidos en la comisaría. La sindicación de la sentenciada 

Canales Chávez fue por despecho, ya que ambas mujeres se 

encontraban embarazadas y no tuvo ninguna relación con la droga 

incautada; desconocía quién era su propietario. Su único error fue 

enamorarse de dos mujeres al mismo tiempo.  

Cuarto. Las pruebas documentales fueron las siguientes:  

4.1. Acta de reconocimiento personal, a fojas veintitrés, donde la 

sentenciada Katy Jessica Canales Chávez reconoció plenamente a 
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Manuel Atencia Aquino, quien se encontraba con su conviviente 

“Marisol”, el quince diciembre de dos mil seis en la plaza de Armas de 

Ica como las personas que le brindaron la droga el día anterior. 

4.2. Acta de constatación y verificación de registros de llamadas de 

teléfonos celulares de los acusados Katy Jessica Canales Chávez, 

Manuel Atencia Aquino y Martha Valentina Trujillo Arteta, de fojas 

veinticinco, donde constan el número de Martha Valentina Trujillo Arteta 

como “Marisol”, el de Katy Jessica Canales Chávez como “Katty” y el 

chip que se le encontró a Manuel Atencia Aquino. 

4.3. Sentencia del dieciséis de abril de dos mil ocho, donde se condenó 

a Katy Jessica Canales Chávez como autora del delito de tráfico ilícito 

de drogas y se le impusieron veinte años de pena privativa de libertad. 

Asimismo, la ejecutoria suprema del once de noviembre de dos mil 

ocho, en la que se le reduce la condena a dieciséis años de pena 

privativa de libertad. 

4.4. Acta de orientación, descarte y pesaje de droga, a fojas veintisiete, 

que arroja un peso bruto de setecientos cincuenta y ocho gramos de 

clorhidrato de cocaína. 

4.5. Dictamen pericial de dactiloscopia, a fojas seiscientos cuatro, que 

concluyó que las huellas dactilares de los índices derecho e izquierdo 

atribuidos a Martha Valentina Trujillo Arteta no le correspondían.  

4.6. Registro de llamadas salientes y entrantes, a fojas ciento catorce, de 

los celulares incautados al acusado Manuel Atencia Aquino, la 

sentenciada Katy Jessica Canales Chávez y Martha Valentina Trujillo 

Arteta. 

4.7. Dictamen pericial de drogas, que arrojó un peso neto de 

setecientos cuarenta y cinco gramos de clorhidrato de cocaína, a fojas 

ciento cincuenta y nueve.  
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4.8. Certificado de antecedentes penales, a fojas ciento treinta y cuatro, 

con resultado negativo a nombre de la acusada.  

3. Análisis

Quinto. Como primer punto, al haberse establecido la responsabilidad 

del acusado Manuel Atencia Aquino mediante la prueba indiciaria, 

deben verificarse los requisitos establecidos en el Recurso de Nulidad 

número mil novecientos doce-dos mil cinco, del seis de septiembre de 

dos mil cinco, y lo previsto en el Acuerdo Plenario número uno-dos mil 

seis/ESV-veintidós.  

Al respecto: “a) Este hecho ha de estar plenamente probado […], lo 

contario sería una mera sospecha sin sustento real alguno, b) deben ser 

plurales, o excepcionalmente únicos, pero de una singular fuerza 

acreditativa, c) también concomitantes al hecho que se trata de 

probar –los indicios deben ser periféricos respecto al delito fáctico a 

probar, y desde luego no todos lo son– […]. 

Sexto. La materialidad del delito se encuentra acreditada con el 

dictamen pericial de drogas, que arrojó un peso neto de setecientos 

cuarenta y cinco gramos de clorhidrato de cocaína. Dicha sustancia 

fue incautada a la sentenciada Katy Jessica Canales Chávez. 

Séptimo. Del análisis se advierten indicios de presencia u oportunidad 

física, pues el acusado fue aprehendido en la plaza de Armas de Ica, 

donde acordó encontrarse con la sentenciada Katy Jessica Canales 

Chávez a fin de devolverle la droga el dieciséis de diciembre de dos mil 

seis, lo que consta en el Atestado número cuarenta y dos-dos mil seis IX-

DIRTEPOL-RPI-DIVANDRO-ICA. También se debe meritar que el acusado, 

luego de ser detenido, extrajo el chip de su celular y lo escondió dentro 
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de sus zapatillas, de lo cual se dejó constancia en el acta de 

constatación y verificación de registros de llamadas de teléfonos 

celulares, a fojas veinticinco. 

Octavo. Como indicio concomitante se tiene que el acusado Manuel 

Atencia Aquino y la sentenciada Canales Chávez mantenían una 

constante comunicación telefónica, que fue acreditada por la empresa 

Claro, a fojas ciento doce, principalmente los días previos, es decir, el 

catorce y quince de diciembre de dos mil seis, y el mismo día en que 

fueron intervenidos, el dieciséis de diciembre de dos mil seis. 

Noveno. Además, se advierten indicios de mala justificación, pues el 

acusado Manuel Atencia Aquino varió su versión a nivel de instrucción y 

juicio oral, y señaló que viajó a Ica para encontrarse con la sentenciada 

Canales Chávez y la citó en la tienda Bata a fin de entregarle dinero 

para que desista de abortar. Para ello, fue acompañado de su 

conviviente, Martha Trujillo Arteta, a quien le indicó que realizaban un 

viaje de paseo. 

Décimo. Sin embargo, la sentenciada Katy Jessica Canales Chávez, a 

nivel de juicio oral, desmintió esta afirmación del acusado y señaló que 

nunca se reunió con este en la tienda Bata ni le entregó dinero. Aunque 

trató de exculparlo de ser el propietario de la droga incautada, pues lo 

sindicó junto a su conviviente por celos al enterarse de que eran pareja 

y que esta también se encontraba embarazada.  

Undécimo. Añadido a ello, no resulta creíble la versión de la 

sentenciada Canales Chávez al señalar a otra persona como 

propietaria de la droga, a quien identificó como Luis Velazco Palomino, 
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sin brindar mayores detalles sobre su participación, más aún cuando no 

existe su registro en el sistema del Reniec. Además, de haberse 

comunicado con otra persona, ello se reflejaría en el registro de 

llamadas entrantes y salientes, el cual corrobora que estuvo 

comunicándose los días quince y dieciséis de diciembre de dos mil seis 

con el acusado, tal como obra a fojas ciento catorce y ciento quince 

del expediente. 

Duodécimo. Respecto a la impugnación sobre la participación de una 

pluralidad de agentes en la comisión del delito incriminado, se debe 

señalar que el artículo doscientos noventa y seis, primer párrafo, 

concordado con el primer párrafo del artículo doscientos noventa y 

siete, inciso seis, ambos del Código Penal, exigen que el hecho deba 

ser cometido por tres o más personas o en calidad de integrantes de 

una organización criminal destinados al tráfico de drogas. En el 

presente caso, solo fueron dos los encausados: Katy Jessica Canales 

Chávez y Manuel Atencia Aquino, ya que la acusación contra Martha 

Valentina Trujillo Arteta fue retirada por el Ministerio Público al 

advertirse dentro del proceso que esta se había identificado con un 

nombre que no le pertenecía, conforme al resultado del dictamen 

pericial de dactiloscopia, de fojas seiscientos cuatro, donde se 

estableció que su nombre real era Marisol Trujillo Arteta; sin embargo, la 

Sala Superior remitió copias a la Fiscalía Provincial Especializada en lo 

Penal para que investigue a esta persona, que fue realmente la que 

tuvo participación en los hechos imputados, lo que obra a fojas 

seiscientos veintisiete. 

Decimotercero. En consecuencia, la concurrencia de los indicios 

concomitantes ha sido corroborada en el proceso, demostrando 
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fehacientemente la responsabilidad penal del acusado y sin  haberse 

vulnerado ninguna de las garantías del debido proceso, motivación de 

resoluciones judiciales ni afectación a la tutela efectiva. Por ende, la 

sentencia se encuentra conforme a derecho.  

4. Sobre la pena y la reparación civil

Decimocuarto. Para la dosificación punitiva debe observarse el principio 

de proporcionalidad, la gravedad del delito, el peligro ocasionado y la 

personalidad o capacidad del presunto delincuente, su condición 

social y lo previsto en los artículos cuarenta y cinco y cuarenta y seis del 

Código Penal, pues aún no se encontraba vigente la Ley número treinta 

mil setenta y seis, que establece el sistema de tercios. Además, la 

presencia de circunstancias generales atenuantes y agravantes, 

causales de disminución y agravación de la punición y fórmulas de 

derecho penal premial.  

Decimoquinto. Respecto a las condiciones personales del acusado 

Manuel Atencia Aquino, se tiene que en la fecha de los hechos 

contaba con veinticinco años de edad, natural del departamento de 

Huánuco, de instrucción primer año de secundaria, de ocupación 

taxista, con tres hijos, carecía de antecedentes penales, siendo la pena 

prevista por el tipo penal no menor de quince años, por lo cual esta se 

encuentra arreglada a ley.  

Decimosexto. En cuanto a la reparación civil, debe mantenerse el 

monto impuesto de mil soles, que deberá pagar de forma solidaria con 

la sentenciada Katy Jessica Canales Chávez, estando a la protección 

del bien jurídico salud pública y las consecuencias dañinas en la 
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sociedad que acarrean su comercialización y consumo, conforme a los 

artículo noventa y dos, y noventa y tres del Código Penal. 

5. Sobre la pena de días multa e inhabilitación

Decimoséptimo. Pese a no haberse recurrido los días multa e 

inhabilitación, este Supremo Tribunal se encuentra facultado para revisar 

en lo que sea favorable las sanciones impuestas al procesado; en ese 

sentido, las penas conminadas conjuntas serán integradas a la pena 

principal concreta, operando las mismas circunstancias de reducción por 

bonificación procesal y causales de disminución o agravación de la 

punición. Por lo tanto, si la pena privativa de libertad es impuesta 

proporcionalmente entre el extremo mínimo y máximo previsto por la ley, 

la pena de multa e inhabilitación deberá ser equivalente a la misma. 

Decimoctavo. A) En cuanto a la pena de multa se le impusieron ciento 

ochenta días en función de que la pena principal fue establecida 

dentro del extremo mínimo. B) Respecto a la pena de inhabilitación se 

le impusieron cinco años, atendiendo a lo previsto por el artículo treinta 

y seis, inciso cuatro; sin embargo, la misma deberá ser proporcional a la 

pena mínima que se le impuso por el delito de tráfico de drogas 

agravado; por tanto, la impuesta deberá disminuirse prudencialmente. 

C) la incapacitación del artículo treinta y seis, inciso cuatro, del Código

Penal, consistirá en la incapacidad para ejercer por cuenta propia o por 

intermedio de tercero profesión, comercio, arte o industria de productos 

o bienes controlados administrativamente.
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DECISIÓN 

De conformidad en parte con lo dictaminado por el señor fiscal 

supremo,  declararon:  

I. NO HABER NULIDAD en la sentencia de fojas novecientos veintinueve

del veintidós de enero de dos mil dieciocho, que condenó al acusado 

Manuel Atencia Aquino como autor del delito contra la salud pública-

tráfico ilícito de drogas, en agravio del Estado; le impuso quince años de 

pena privativa de libertad y fijó en mil soles el monto por concepto de 

reparación civil que deberá pagar de forma solidaria con la 

sentenciada Katy Jessica Canales Chávez; así como ciento ochenta 

días multa. 

II. HABER NULIDAD en el extremo de la pena de inhabilitación de cinco

años; REFORMÁNDOLA, le impusieron por el periodo de seis meses; y los 

devolvieron.  

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

PRÍNCIPE TRUJILLO 

NEYRA FLORES 

SEQUEIROS VARGAS 

NF/rrr 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

SALA PENAL PERMANENTE 

RECURSO NULIDAD N.0 2222-2017/LIMA 
PONENTE: CESAR SAN MARTIN CASTRO 

La participación en el delito de tráfico 
ilícito de drogas 
Sumilla. El delito de tráfico ilícito de droga 
requiere que el agente se dedique a la 
comercialización o al tráfico, en cualquiera 
de sus fases, de drogas. No está probado que 
la encausada realizó actos de tráfico de 
drogas, pues ni siquiera se encontró droga en 
su poder o se estableció que, de uno u otro 
modo, manipuló la droga decomisada, o que 
prestó asistencia a los autores para la 
concreción del tráfico. El indicio de 
vinculación sentimental con el principal 
encausado no es suficiente. 

Lima, treinta de enero de dos mil dieciocho 

VISTOS: el recurso de nulidad 
uesto por la señora FISCAL ADJUNTA SUPERIOR DE LIMA contra la 

sente cia de fojas mil seiscientos sesenta y tres, de once de julio de dos mil 
dieci ete, que absolvió a Silvia Sarahi Vásquez Beltrán de la acusación 
fisca formulada en su contra por delito de tráfico ilícito de drogas con 
agr antes (artículos 296 y 297, numeral 6 del Código Penal, según el 
De reto Legislativo número 8982, de veintidós de julio de dos mil siete) en 
a avío del Estado; con lo demás que al respecto contiene. 
Óíoo el informe oral. 
Intervino como ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO. 

FUNDAMENTOS 

§ l. De la pretensión impugnativa del Ministerio Público

PRIMERO. Que la señora Fiscal Adjunta Superior en su recurso formalizado 
e fojas mil seiscientos setenta y ocho, de veinte de julio de dos mil 

diecisiete, requírió la anulación de la absolución por una deficiente 
valoración de la prueba. Argumentó que la sentencia precedente determinó 
la responsabilidad penal del conviviente de la acusada Vásquez Beltrán; que 
no se valoraron las declaraciones de Roca Cerna y Chávez Vallejos, quienes 
informaron la participación dolosa de la imputada. 

-1-
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§ 2. De los hechos objeto del proceso penal

SEGUNDO. Que, según la acusación fiscal de fojas mil cuarenta y nueve, el 
día veintidós de julio de dos mil ocho, como a las diez horas, personal 
policial, en coordinación con la Fiscalía, intervino el segundo piso del 
inmueble ubicado en la Asociación de Vivienda "Los Robles", Manzana A, 
Lote treinta y uno - San Martín de Porres. Ese predio era alquilado por el 
condenado Ortiz Ojeda, quien convivía en el mismo con la encausada 
recurrida Vásquez Beltrán. En el momento de la incursión policial la citada 
encausada V ásquez Beltrán salía del predio. Al revisar el departamento se 
detuvo en su interior a Soto Cachique y se descubrió que en el dormitorio 
convivencia!, detrás del ropero, se escondía una bolsa de color negro que 
contenía un peso neto de uno punto novecientos cuarenta y cuatro 
kilogramos de clorhidrato de cocaína. El encausado Ortiz Ojeda fue 
capturado ese mismo día veintidós de julio de dos mil ocho, a las catorce 
con veintitrés horas, cuando transitaba por las inmediaciones de la 
intersección de las avenidas Canta Callao y Monitor Huascar - San Martín 
de Porres, pues antes de la intervención al inmueble se advirtió que había 
salido del mismo. Finalmente, también fueron arrestados Ramírez Hoyos y 
Vásquez Ramírez, a las catorce con treinta y cinco horas, cuando se 
encontraban a bordo del vehículo marca Nissan, modelo Sunny, de placa de 
rodaje CIF guion ochocientos cuarenta y siete, los cuales llegaron por 
inmediaciones de la vivienda allanada y al advertir la presencia policial se 
retiraron. 

De la absolución del grado 

RCERO. Que no está en discusión, primero, que el domicilio objeto de 
e trada y registro por la Fiscalía y la Policía fue alquilado por el encausado 
ondenado Ortiz Ojeda, el mismo que convivía en ese predio con la 

encausada recurrida Vásquez Beltrán; y, segundo, que en el dormitorio 
común, debidamente escondido, se halló uno punto novecientos cuarenta y 
cuatro de peso neto de clorhidrato de cocaína [acta de registro domiciliario 
de fojas ciento treinta y uno y pericia química de fojas novecientos 
dieciocho]. 

ampoco puede controvertirse el hecho de que por ese decomiso de droga 
eron condenados Ortiz Ojeda, Soto Cachique, Ramírez Hoyos y Vásquez 

Ramírez por delito de tráfico ilícito de drogas [sentencia de fojas mil 
trescientos veinticuatro, de veintiuno de diciembre de dos mil nueve]. 
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CUARTO. Que es verdad que la encausada Vásquez Beltrán fue capturada 
cuando salía del predio cuestionado, en el que se halló el corpus delicti. 
Empero, a ella no se le encontró droga en su poder [ acta de registro personal 
de fojas ciento cincuenta y cuatro]; y, la propietaria del predio Roque Cerna 
y el inquilino Chávez Vallejos, solo hacen mención a que el inmueble fue 
alquilado a Ortiz Ojeda y que después fue a vivir allí la imputada Vásquez 
Beltrán [fojas ciento tres y seiscientos setenta y cuatro, así como fojas 
ciento dos y ochocientos treinta y cinco, respectivamente]. 
Respecto del tráfico y tenencia de la droga decomisada el propio encausado 
Ortiz Ojeda sefialó que su encausada Vásquez Beltrán no sabía de su 
existencia y que él se dedicaba al tráfico de drogas. La versión de esta 
última también es negativa [fojas noventa y dos, cuatrocientos ochenta y mil 
quinientos veintinueve]; y, los demás coencausados no le formulan cargos. 

QUINTO. Que, el delito de tráfico ilícito de droga requiere que el agente se 
dedique a la comercialización o al tráfico, en cualquiera de sus fases, de 
drogas. No está probado que la encausada Vásquez Beltrán realizó actos de 
tráfico de drogas, pues ni siquiera se encontró droga en su poder o se 
estableció que, de uno u otro modo, manipuló la droga decomisada, o que 
prestó asistencia a los autores para la concreción del tráfico. 
El indicio de vinculación sentimental con el principal encausado no es 
suficiente, como tampoco el indicio de residencia en el inmueble allanado. 
Incluso, pudo haber sabido de esa actividad delictiva realizada por su pareja 
sentimental -que es lo más probable-, conocimiento que en todo caso es 
atípico -no está obligada siquiera a denunciar los hechos-. Lo que se 

__....,,_._1 son los actos de tráfico o de colaboración para su comisión, no la 
vinculad n amorosa o de convivencia con quien es titular de la droga 
decomis a. Es necesario que saliendo de una mera actitud de pasividad se 
particip en alguna actitud que por su tendencia pudiera ser calificada de 
facilita ón del Tráfico (STSE de 30-10-2007) 

o acusatorio debe ser desestimado y así se declara.

DECISIÓN 

P.or estos motivos, de conformidad con el dictamen de Ja señora Fiscal
Suprema Provisional en lo Penal: declararon NO HABER NULIDAD en la
sentencia de fojas mil seiscientos sesenta y tres, de once de julio de dos mil
diecisiete, que absolvió a Silvia Sarahi Vásquez Beltrán de la acusación
fiscal fonnulada en su contra por delito de tráfico ilícito de drogas con
agravantes (artículos 296 y 297, numeral 6 del Código Penal, según el
Decreto Legislativo número 8982, de veintidós de julio de dos mil siete) en
agravio del Estado; con lo demás que al respecto contiene. DISPUSIERON
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se remita la causa al Tribunal Superior para e proceda confonne a ley. 
HÁGASE saber a las partes procesales personadas n esta sede suprema. 

s. s.

SAN MARTÍN CASTRO 

PRÍNCIPE TRUITLL 

NEYRA FLORES ./ 

SEQUEIROS VARGAS 

CSM/amon 

=

...... 
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Sumilla: Uso de la prueba indiciaria en caso de tráfico ilícito 
de drogas.- Se trata de una pluralidad de hechos indicadores, 
todos ellos interrelacionados y convergentes para acreditar la 
imputación vinculada al tipo penal: trasteo (traslado) en alta 
mar de cuatro maletines conteniendo droga en su interior, 
desde el muelle artesanal del Callao hasta el lado babor de la 
nave MSC Leanne, Panamá, IMO 8618310, ubicada en el 
muelle del Terminal Portuario de la empresa APM Terminal 
delta 5, Callao. Los referidos hechos base se refuerzan entre sí. 
Ahora bien la inferencia, está basada racionalmente en 
máximas de la experiencia, que explican de manera armónica 
y racional este tramo de la actividad delictiva consistente en el 
traslado de droga. La simultaneidad de la presencia de los 
sentenciados con implementos propios para el buceo en el 
mar y las maletas conteniendo droga en horas donde reina la 
oscuridad, y próximas a una nave donde también se hallaron 
otras dos maletas de características casi idénticas, siendo 
sintomático que hasta la manera de colocar los paquetes en las 
maletas tiene la misma disposición en las cuatro maletas, ello 
no indica por máximas de la experiencia que fueron 
preparadas y acondicionadas por las mismas personas, estos 
hechos que fueron perennizados por las autoridades policiales 
configuran un enlace lógico preciso y directo que robustece la 
consistencia de la inferencia, habiéndose descartado en forma 
solvente el contraindicio o "contraprueba" planteado por la 
defensa (actos de recojo de chatarra). 
Debate pericial obligatorio.- La ratio Iegis del artículo 181°.3 
del CPP exige el debate entre peritos discordantes en función 
a los conocimientos especializados, en esa línea de 
argumentos Carmen V ÁSQUEZ sostiene: la información experta 
que entra en el proceso y, con ello, en co11ocimiento del juzgador es 
mediante un tercero, situado e11 mejor posición que él, que le 
praporciona dicha infomwció11. O de manera más específica -
cuando la autora del libro referente en esta materia- se refiere 
a la práctica de la prueba pericial en general: es muy importante 
que se prevea y de hecho se asuma w1 rol activo tanto de las partes 
como del propio juzgador a través del principio del contradictorio 
( ... ) es indispensable aprender n gestionar la contraposición o los 
desacuerdos entre los diversos peritos. 

SENTENCIA DE VISTANº 11-2018 

RESO LUCIÓN Nº 19.-
Í-- """-

Establ�imiento Penal de Ancón I, tres de dicie�bre de dos mil dieciocho.-
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I. ANTECEDENTES:

A.- OBJETO DE IMPUGNACIÓN: la sentencia -de folios doscientos noventa y nueve a 

trescientos ochenta y cinco- emitida el once de abril de dos mil dieciocho por el 

Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo que resolvió: 
i) POR UNANlMIDAD:

ABSOLVER a JOSÉ WUCLFREDO CASTRO ESCOBAR en el proceso que se le sigue por
comisión del delito contra la salud pública, en su modalidad de tráfico ilícito de drogas,

previsto en los incisos 6 y 7 del artículo 297º concordante con el artículo 296°, tipo base,

del Código Penal, en agravio del Estado Peruano.

CONDENAR a EDUARDO JUAN SALDARRlAGA VEGA, ANTHONY ABEL GONZALES

MOGOLLÓN y CARLOS ALBERTO p AZOS SIL V A como coautores y responsables de la

comisión del delito contra la salud pública� en su modalidad de tráfico ilícito de drogas,

previsto en los incisos 6 y 7 del artículo 297º concordante con el artículo 296º, tipo base,

del Código Penal, en agravio del Estado Peruano; y se les impuso dieciocho años y
cuatro meses de pena privativa de la libertad, doscientos cuarenta y W1 días-multa

equivalentes a un mil quinientos seis soles con veinticinco céntimos, tres años y ocho

meses de inhabilitación conforme al artículo 36° incisos 2 y 4 del Código Penal, e
impusieron de modo solidario el pago de setecientos sesenta y tres mil soles por

concepto de reparación civil a favor del Estado Peruano.

ii) POR MA YORíA:
CONDENAR a VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ, PABLO CÉSAR ESPINOZA EVARISTO

Y Lms EMIUO IGLESIAS DIBULGA como coautores y responsables de la comisión del

delito contra la salud pública, en su modalidad de tráfico ilícito de drogas, previsto en

los incisos 6 y 7 del artículo 297° concordante con el artículo 296º, tipo base, del Código

Penal, en agravio del Estado Peruano; y se les impuso dieciocho años y cuatro meses de
pena privativa de la libertad, doscientos cuarenta y W1 días-multa eqwvalentes a un seis

mil cuatrocientos veinticinco soles con seis céntimos, tres años y ocho meses de

inhabilitación conforme al artículo 36° incisos 2 y 4 del Código Penal, e impusieron de
modo solidario a los sentenciados el pago de setecientos sesenta y tres mil soles por

concepto de reparación civil a favor del Estado Peruano. Ordenaron el decomiso de los

bienes incautados a VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ · a razón de trescientos

cincuenta soles y que sea entregado al Estado.

B.-JUZGADO COLEGIADO NACIONAL CORPORATIVO: SÍNTESIS DEL ITINERARIO 

B.1. REQUERIMIENTO FISCAL ACUSATORIO
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El diecinueve de diciembre de dos mil diecisiete el fiscal provincial de la Cuarta 
Fiscalía Supraprovincial Corporativa Especializada contra la Criminalidad 
Organizada - equipo cuarto, formuló acusación -de folios cuarenta y seis a doscientos 
tres del expediente judicial 299-2015-43- contra: 

CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA, EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA., ANTHONY ABEL 

GONZALES MOGOLLÓN, PABLO CÉSAR ESPJNOZA EV ARISTO, JULIO WUILFREDO CASTRO 

ESCOBAR, LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA y VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ por la

presunta conúsión del delito de tráfico ilícito de drogas -primer párrafo del artículo 296° 

del Código Penal- en su modalidad agravada -incisos 6) y 7) del primer párrafo del

artículo 297° del Código Penal-; a título de coautores. 

B.2. AUTO DE ENJUICIAMIENTO Y AUTO DE CITACIÓN A JUICIO ORAL

El dieciséis de febrero dos mil dieciocho el juez del Segundo Juzgado de 
Investigación Preparatoria Nacional emitió auto de enjuiciamiento -de folios uno a

sesenta y seis del cuaderno de debates-, contra los acusados mencionados en el 
requerimiento acusatorio. El veintiocho de febrero de dos mil dieciocho los jueces 
del Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo citaron a juicio oral -folios 
sesenta y siete a setenta y cinco-. 

B.3. JUICIO ORAL

El quince de marzo de dos mil dieciocho se llevó a cabo la primera sesión, en la 
cual la representante del Ministerio Público reformuló su acusación contra todos 
los procesados -acta a folios ciento noventa y dos a doscientos tres-. 

El veintisiete de marzo de dos mil dieciocho culminó el juicio oral, en la cual el 
Colegiado expidió sentencia por unanimidad y, por mayoría con el voto en 
minoría del juez Romero Oriol, la misma que es objeto de impugnación. 

C.-PRETENSIONES IMPUGNATORIAS 

el. El MINISTERIO Púeuco impugna la sentencia absolutoria, en el extremo que 
absuelve a JULIO Wun,.FREDO CASTRO ESCOBAR, solicita que se revoque la dicho 
extremo y se dicte sentencia condenatoria -folios quinientos setenta y siete-. 

c2. La defensa técnica de ANTHONY ABELGQ�ALES MOGOLLÓN, EDUARDO Ju��/ ..
SALDAR�AGA VEGA y CARLOS ALBER✓o PAZOS ILVA impugna la senten1a,én el
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extremo que los condena, solicita que se revoque y se absuelva a los recurrentes -

folios quiruentos cincuenta y cuatro-. 

c3. La defensa técnica de VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ impugna la 

sentencia en el extremo de su condena, solicita se revoque la sentencia en 

mayoría y se declare la nulidad absoluta de dicha sentencia -folios cuatrocientos 
noventa y dos-. 

c4. La defensa técnica de PABLO CÉSAR ESPINOZA Ev ARISTO impugna la sentencia 

en el extremo de su condena, solicita se revoque la sentencia impugnada en todos 
sus extremos, y reformándola se absuelva al recurrente-folios quiruentos cuatro-. 

cS. La defensa técnica de LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA impugna la sentencia en 
el extremo de su condena, solicita se revoque y reformándola se le absuelva 

disponiendo su inmediata libertad-subsanado mediante escrito de fecha dos de mayo de 
dos mil dieciocho a folios quinientos treinta y cinco-. 

D.- SEDE SUPERIOR: SÍNTESIS DEL ITINERARIO 

D.1. En virtud a los recursos de apelación, el juzgado de instancia, dispuso la

elevación del cuaderno respectivo. Absuelto el traslado se emitió la resolución de

control de admisibilidad de los recursos de apelación y prueba en segunda

instancia; se convocó a audiencia de apelación de sentencia.

o.2. La audiencia de apelación se llevó a cabo en once sesiones, entre los días
nueve de agosto al diecinueve de noviembre de dos mil dieciocho, sin haberse

postulado actuación probatoria, escuchados los alegatos de clausura y

autodefensa de los recurridos, y agotada la fase deliberativa, corresponde emitir
decisión final.

11. FUNDAMENTOS:

Juez Superior Ponente: SAHUANAY CALStN 

§ PAUTAS METODOLÓGICAS

l. Para dar cumplimiento al prinap10 de exhaustividad, el Colegiado

secuencialmente la sígui' . te información: a) los agravios 
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contenidos en los escritos de apelación, b) la postura de la parte contraria en 
función a los agravios, e) la parte pertinente de la resolución impugnada. 
Finalmente, apreciará en forma conjunta la fundabilidad y/ o improcedencia del 
gravamen. 

2. LÍMITES DE LA PRETENSIÓN IMPUGNATORIA.- El artículo 419º del Código
Procesal Penal de 2004 -en adelante CPP- delimita el ámbito de revisión de la Sala
Superior, en función a los agravios postulados -principio dispositivo-, idea génesis del
famoso apotegma tantum devolutum quantum apellatum -solo se revisa lo apelado-; este
nuevo escenario de contradicción en fase recursal tiene como referente ineludible
el universo fáctico que emana de la prueba y el marco normativo que sirvió al
colegiado de instancia para emitir la resolución impugnada.

3. CONGRUENCIA RECURSAL.- Para fijar correctamente la correlación entre la
expresión de agravios y la decisión judicial, opera el criterio hermenéutico
vinculante fijado en la CASACIÓN NÚMERO 413-2014 LAMBAYEQUE, en
consecuencia, el colegiado sólo dará respuesta a los agravios formulados en el
recurso impugnatorio debidamente admitido; en garantía del principio de
preclusión y de igualdad de armas, en sintonía con ello, se evalúa la prueba
actuada en el juicio oral de instancia, y la admitida por esta Sala Superior en
resguardo del derecho de defensa.

4. El artículo 425º.2 del CPP diseña una fórmula restrictiva para valorar la prueba 
en el juicio de apelación: "sólo valorará independientemente la prueba actuada en

audiencia de apelación, y las pruebas pericial, documental, preconstituida y anticipada. 

La Sala Penal Superior no puede otorgar diferente valor probatorio a la prueba personal 

que fue objeto de inmediación por el Juez de primera instancia, salvo que su valor 

probatorio sea cuestionado por una prueba actuada en segunda instancia". 

§ RECURSO DE APELACIÓN DE ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN, EDUARDO

JUAN SALDARRIAGA VEGA y CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA

5. IMPUTACIÓN: en el requerimiento de acusación fiscal -a folios ciento doce a ciento

quince del expediente judicial 24-2015-32- se imputó a CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA,

EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA y ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN ser
integra�tes de� organi�ación yrítni� de��cada a� tráfico ilí�ito de drogas a
e cala mternac1onal, · temendo como func1on COI1Junta, realizar el trasteo 
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(traslado) en alta mar de cuatro maletines conteniendo droga en su interior, 
desde el muelle artesanal del Callao hasta el lado babor de la nave MSC Leanne, 
Panamá, IMO 8618310, ubicada en el muelle del Terminal Portuario de la 
empresa APM Terminal delta 5, Callao, con el propósito de que sus coimputados 
se encarguen de abordarlo a la cubierta de la nave y acondicionarla (preñarla) en 
uno de los conteiner, que tenía como destino el mercado internacional. 

6. En los alegatos de clausura de juicio oral, la fiscalía sostuvo que se ha probado

lo siguiente: i) Se encontraron (en poder de los buzos) dos maletas de lona color negro,
aseguradas con asas y cadena de metal, conteniendo 81.920 kilogramos de clorhidrato de
cocaína. ii) las dos maletas de los buzos y las otras dos dentro de la nave son de
similares características, tenían cadenas amarradas y, se encontraban mojadas. ili) la
droga hallada en el interior [de la nave) y a los buzos es clorhidrato de cocaína:
corroborado por la perito Natalia Victoria Trelles. iv) el doce de setiembre fueron
intervenidos en flagrancia delictiva los acusados Pazos Silva, Juan Saldarriaga y
Gonzales Mogollón, en circunstancias que se encontraban con dirección al puerto APM
Tenninals, al lado babor de la nave MSC Leanne, disponiéndose a dirigirse desde el
muelle artesanal trasteando las dos maletas, momentos antes ingresaron dos maletas con
las mismas características: probado con la declaración del PNP Rodisender Cano Serafín,
quien dio cuenta de la intervención en flagrancia; la declaración de PNP Zevallos
Ascaño, quien advirtió a tres buzos en altarnar al costado de la nave MSC Leane con dos
maletas flotando, una de ellas con rma soga, dijo que uno de los buzos contó que había
subido una maleta, descrito y reconocido como Juan Saldarriaga Vega; la declaración
PNP Miguel Chamorro, quien redactó las actas de registro personal e incautación, los
acusados estaban con buzos y aletas, y también ha reconocido el acta de intervención
policial y de registro de nave; la declaración de miembro de la Marina del Perú
Manrique Otiniano, quien señaló que vio tres buzos y en la parte de babor vio cinco
personas vestidas de naranja; la declaración de Douglas Guzmán Andía, quien prestaba
servicio de seguridad, y vio en el lado de babor de la nave a cinco personas vestidas de
anaranjado y al frente vio dos siluetas; la carta de embarcadero pesquero del callao,
según la cual estos acusados no pertenecen a ninguna asociación pesquera artesanal o
conexa (lo cual hace decaer que se dediquen a ese tipo de actividades); el acta fiscal de
fecha veintisiete de febrero de dos mil diecisiete, en la que constatan que el muelle no se
trataba de un botadero de chatarra y la declaración del alférez de fragata, quien indica
que no existe tal botadero.

7. A su turno la defensa técnica sostuvo que: i) Se dedican a la actividad de buzos
artesanales y a recolectar chatarra. ii) El-testigo Rodísender Balerío Cano Serafín, a pesar

e tener 'mucha experiencia y hacer¡� seguimie to durante tres días, no se explica que 
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no haya visto, inclusive en el mismo punto de dónde partieron las maletas; indica días 
doce y trece, no precisa que pasó el trece; las maletas que supuestamente le encontraron 
en flagrancia; si sus patrocinados tenían una vestimenta que les cubría la cara, cómo 
puede determinar que ésta persona de pelo largo le dijo que había subido una maleta; no 
puede señalar con claridad que sus patrocinados transportaban las maletas (no probó la 
posesión); en su informe señala que habían dos maletas y dos buzos, pero en juicio 
señala que había un tercer buzo que solo una maleta, serían cinco maletas y no cuatro; 
no se levantó acta sobre lo que Saldarriaga dijo. iii) Visualizaron un video y nunca se 
evidenció que las dos maletas tuvieran una soga amarrada, como indica el informe 
policial número 126. iv) Nunca se realizó una prueba sobre la chalana, ni si las prendas 
pertenecían a sus patrocinados. v) Dijeron que las maletas se encontraban en altamar, 
para referirse al acodadero de embarcaciones. vi) Han acreditado su actividad de buzos 
artesanales: con testigos Luis Ullón y Díaz Ñique. vii) Tendría que probarse su rol 
determinado en la organización. No hubo vínculo directo, ni coordinación. viii) No es 
posible si les tiraban la soga amarrada o ellas la amarraban en el mar. ix) No es lógico 
pensar que si tenían tres puntos de referencia en un ángulo cerrado (pared del barco) 
pudiese escapársele un ángulo de visión respecto de lo que acontece en el centro. x) El 
testigo Zevallos Ascaño cómo pudo reconocer a su patrocinado si ahora éste tiene veinte 
kilos menos, cabello corto y han transcurrido tres años. xi) Nunca se ha evidenciado 
flagrancia. xii) La ejecutoria suprema 3634-2011 señala que la presencia en el lugar de los 
hechos no basta, sino que deben ser adecuados los elementos de convicción que prueben 
el hecho. xiii) Sus patrocinados tuvieron conducta coherente y uniforme. Ninguno tiene 
antecedentes. xiv) No se ha roto la presunción de inocencia. xv) No se ha demostrado la 
estiba de las maletas. 

HECHOS PROBADOS EN PRIMERA INSTANCIA 

8. VALORACIÓN DE LA PRUEBA - ARGUMENTOS POR UNANIMIDAD: i) Declaraciones
de Rodisender Balerío Cano Serafín y Miguel Chamorro Flores Miguel detallan hallazgo
de droga y circunstancias del hallazgo de las maletas; i) dos (halladas) cerca a los buzos
y dos en la cubierta de la nave; ii) Actas detallan la apertura de maletas, registro de
prueba de campo, orientación y descarte de alcaloide de cocaína, pesaje de muestras,
obteniendo peso bruto de 93.980 kilogramos de alcaloide de cocaína, procediéndose a su
lacrado; iii) Declaración de Eddy Zevallos Ascaño detalla que los buzos fueron
intervenidos en el mar, temían que pudieran sumergirse, buzo Juan Saldarriaga Vega le
dijo que había subido una maleta a la nave, esto fue corroborado cuando revisaron la
embarcación, encontraron en su cubierta dos maletas con las mismas características que
aquella encontradas en el mar al lado,,de los buzos. iv) Declaración de Gonzalo Javier
Manrique

r
··Otiniano detalla que vio a lbs buz0s en el mar empujando las maletas, realizó
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la :intervención en la nave donde vio en la cubierta dos maletas similares a las que 
estaban siendo empujadas, maletas en el mar tenían soga y cadenas, elaboró acta de 
intervención y aperhrra de registro de maletas. 

9. VALORACIÓN DE LA PRUEBA DEFENSIVA.- Los acusados no niegan haber estado en el
mar haciendo labor de buzos a la hora que los intervinieron, pero señalan que salieron a
recolectar chatarra marítima. Este medio de defensa según el colegiado de instancia,
carece de razonabilidad y sustento según estos argumentos: i) si salieron a las ocho con
treinta minutos de la noche, no es apropiada para recolectar chatarra; ii) los testigos
Rodisender Balerio Cano Serafín y Eddy Zevallos Ascaño, manifestaron que llegaron a la
embarcación en la que los buzos estuvieron antes de sumergirse, no encontraron nada
de pesca ni chatarra; iii) no contaban con implementos para sumergirse en busca de
chatarra o deshechos reciclables (como plomo o balón de oxígeno), según sus
declaraciones; iv) los testigos de parte, Fernando Luis Díaz Ñique y Luis Alberto Zullón
Chicata, han informado que los acusados realizaban labores cotidianas de pesca
artesanal o buzos, empero no es razonable, el hecho que una persona tenga una
profesión u oficio no lo hace inmune (sic) a cometer delito o favorecer o facilitar el
consumo ilegal de drogas tóxicas, lo cual se demuestra en la vida cotidiana y en la
experiencia que se tiene como magistrado.

10. HECHOS PROBADOS: RESPECTO A LA IMPUTACIÓN DE INTEGRAR UNA

ORGANIZACIÓN CRIMINAL.- La participación de los acusados ha quedado 

demostrada a título de coautores por la comisión de tráfico ilícito de drogas. La 

labor de buzo es fácilmente intercambiable o esporádica, no se acredita la 

estabilidad necesaria para considerar que forma parte de la organización 

criminal. Según artículo 2º de la Ley 30077 es posible que la labor sea temporal, 

pero no se exime que sea por tiempo determinado, lo cual no se ha demostrado. 

La labor de los buzos se cometió en un solo día, no participaron en otros hechos a 

juicio del colegiado de instancia. 

11. ARGUMENTOS ADICIONALES DE LOS JUECES ARANOBIA Y MANRIQUE, SOBRE LA

ACTUACIÓN PROBATORIA: el traslado de la droga, contenida en cuatro maletines, 

fue realizado por los acusados, utilizando sus trajes de buzos y a través del mar. 

Lo cual se justifica en: i) Acta de intervención, apertura y registro de maletas, prueba 
de campo, orientación, descarte y pesaje, comiso y lacrado de droga e incautación, en 
que consta la intervención del doce de diciembre de dos mil quince a las veintiún horas 
con treinta minutos de los acusados, que los acusados realizaban la estiba de dos maletas 
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interior de las maletas se encontró noventa y tres kilos con novecientos ochenta gramos 
de alcaloide de cocaína; ii) informe 126-09-15-Direjand.ro-PNP, que corrobora el hallazgo 
descrito, describe que la estiba era realizada desde el mar por buzos que llegaban 
nadando a babor, precisándose que los acusados se encontraban flotando en el mar a 
babor de la nave y al costado de dos maletas, placas fotográficas grafican que no había 
mucha distancia entre los intervenidos y las maletas; iü) declaración del testigo 
Rodisender Valerio Cano Serafín solventa al informe 126-09-15-Direjandro, al precisar 
que intervinieron y ubicaron a tres buzos en la parte baja de la nave entre el casco 
flotando con unos bultos; asimismo iv) la declaración del testigo Eddy Zevallos Ascaño, 
al señalar que se intervino en el agua a tres buzos, al costado habían dos maletas 
flotando, una de ellas sujeta por una soga. 

12. VALORACIÓN DE LA PRUEBA DEFENSIVA.- Los acusados señalaron que

acudieron al muelle a buscar chatarra porque éste se encontraba en reparación.
Argumentos infundados, pues: i) sostienen que iniciaron la búsqueda a las seis de la
tarde pero a las veinte horas con veintinueve minutos no se les intervino en posesión de
chatarra o desechos; ii) no han ofrecido prueba que permita establecer que el muelle se
encontraba en reparación; iii) no se encontró chatarra en la chalana de madera "Mis tres
amores", ni era utilizada para tal propósito; iv) no se les encontró linternas ni otros
instrumentos que permitan verificar que contaban con mecanismos para identificar
chatarra; v) Pazos Silva señaló que no llevaron balón de oxígeno, que usaban la
iluminación del barco y que sabía dónde había chatarra, lo que no tiene sustento pues no
fueron intervenidos en posesión de chatarra; vi) Saldarriaga y Gonzales afirmaron que
recogerían fierro, sin embargo Saldarriaga reconoce que no llevaron plomo para
sumergirse, su argumento que el fierro se encuentra flotando en el mar no ti.ene sustento
lógico. Aporte de los testigos de parte es insuficiente: vii) testigo Yessica Lizana Huayra
dice que su conviviente (Saldarriaga Vega) le comunicó que iría al muelle, pero no
señala que dicha actividad se haya concretado o que en la chalana se haya encontrado
chatarra; viii) testigo Femando Luis Díaz Ñique, no aporta información para establecer
que los acusados se encontraban recogiendo chatarra.

VALORACIÓN DE LA SALA PENAL DE APELACIONES: RESPUESTA A LOS AGRAVIOS 

AGRA VIO 1: no se ha valorado los testimonios de los recurrentes que han señalado de forma uniforme que siempre han estado juntos y que no se han sepamdo; es por eso que la Policía no ha podido determinar 1) en qué momento aparece el tercer buzo, 2) cómo se mm podido trasladar hasta el lugar de los he
!

cl10s_ 3) ni cuándo subieron las primeras maletas, teniendo en cuenta que pesan ochenta ·zos y que en el mar (desde su posición) era 
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imposible que sean fácilmente subidas, sin que nadie se diese cuenta o intervenga en su 
traslado o elevación. 

13. La defensa técnica sostiene que la policía no determinó la aparición del tercer
buzo, hace alusión al informe 216-09.15-DIREJANDRO-PNP suscrito por el testigo
Rodisender V alerio Cano Serafín, en el cual consignó en el registro del doce de
setiembre de dos mil quince a las veinte horas con veinticuatro minutos -a folios
trescientos noventa y tres-, "se observa el desplazamiento de dos buzos desde la zona de

anclado de embarcaciones pesqueras del Desembarcadero · Pesquero Artesanal - Callao,

hacia el lugar donde estaba acoderado el buque MSC Leanne"; luego brinda una
explicación poco lógica respecto a que visualizan primero a dos e
inmediatamente se trasladan al casco del barco. El argumento defensivo afirma
que, en el panneaux fotográfico -acompañado al informe- nunca se apreció (sic) que
ellos tres (los buzos) estén juntos ni que se encontrasen trasladando un bulto,
pues como se describió en el informe, en el dicho del testigo y en la visualización
en juicio oral, u solo se precia (sic) a dos siluetas que no se pueden determinar de quiénes
son, para luego decir que las tomas fotográficas y filmaciones están movidas ( ... ) 

manifiesta que las tomas son oscuras porque no había mucha iluminación pero en la parte 

inferior se ve agua y el casco de la nave" -a folios quinientos cuarenta y cuatro-; lo que se
contradice con lo afirmado por otro testigo -sin precisar el nombre del mismo-.

14. Según lo argumentado en el fundamento 4, la Sala Superior no puede otorgar
diferente valor probatorio a la prueba personal apreciada por el colegiado de
instancia, salvo que su valor probatorio sea cuestionado por una prueba actuada
en segunda instancia. Esta prohibición normativa no es absoluta, existen
excepciones a la regla, elaboradas por vía jurisprudencia!: "si bien la Sala Superio1·
puede volver a valorar la prueba personal actuada en primera instancia, esta se supedita a 

que haya sido entendida o apreciada con manifiesto error o de modo radicalmente 
inexacto; que la narración sea oscura, imprecisa, dubitativa, ininteligible, incompleta, 

incongruente o contradictoria en sí misma; o, que haya sido desvírtuada por prnebas 

practicadas en segunda instancia" (CASAOóN Nº. 541-2015 LAMBAYEQUE,

fundamento 12). Correlativamente, corresponde examinar la valoración realizada
por el colegiado de instancia, en relación a la declaración del testigo Rodisender
Valerio Cano Serafín.

15. En la segunda sesión del juicio oral-�cta a folios doscientos siete- se recabó la
declaración testimonial de Rodise{<ler Valcl'io Cano Serafín -identific

1
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suboficial operativo de la Policía Nacional que elaboró el informe 216-09.15-Direjandro-PNP, 
quién además realizó el reconocimiento de cada uno de los panneaux fotográficos adjuntos al 
informe-. Durante su interrogatorio agregó que "eran dos (buzos) los que obseroó 

primero, pero después cuando intervinieron se percató que el  otro ya estaba en el casco, 

que estaban flotando ahí con unos bultos" -video 908, 00:46:44-; esto fue valorado por el 
juzgado colegiado -argumentos adicionales de los jueces Arancibia y Manrique, a folios 
trescientos cuarenta y seis- indicando que lo dicho por el testigo solventa el conterudo 
del i:rúorme 216-09.15-Direjandro-PNP -a folios trescientos noventa y tres-, en el 
mismo sentido la declaración del testigo Eddy Zevallos Ascaño respecto a que 
✓✓proceden a la intenJención en aguas marinas a tres buzos (. . .) Al costado de la

intervención habían dos maletas flotando en el agua, una de ellas estaba sujetada con una

sogaH -video 910, 00:03:55-.

16. Estando a la reseña del fundamento precedente, la aparición del tercer buzo
no configura un supuesto de incoherencia narrativa, pues las declaraciones dan
noticia de momentos secuenciales distintos surgidos en la intervención policial
en las inmediaciones del lugar donde acoderaba la embarcación MSC Leanne. No
puede exigirse que varios testigos proporcionen una versión múvoca cuando sus
apreciaciones narran momentos diferentes desde lugares también distintos, no
obstante, apreciados los relatos en forma conjunta, guardan coherencia y
consistencia, no se detectan fisuras en el relato fáctico, la refutación consistente a
dicho agravio proviene del hecho que los tres recurrentes en sus declaraciones
plenarias reconocen que se encontraban el día de la intervención policial
sumergidos en el mar, frente a esta i:rúormación resulta patente que la premisa
que afirma la intervención de tres buzos se respalda con actuación probatoria.

17. Incidencias probatorias: i) CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA precisa que no los
intervienen en flagrancia sino que estaban en el muelle para sacar chatarra -video
929, 00:03:50-, versión que se enerva con las testimoruales de Rodisender Valerio
Cano Serafín, Gonzalo Javier Manrique Otiniano y Eddy ZevaJlos Ascaño,
quienes convergen en señalar que los bultos o maletas flotaban cerca a los buzos -
panneaux fotográfico a folios cuatrocientos uno-; ii) incluso -en el acta de intervención,

apertura y registro de maletas, a folios trescientos dos- se describe que en el mar se halló
dos maletines de lona color negro, asegurados por las asas con una cadena de
metal, conteniendo cada maletín tres bloques de paquetes tipo ladrillo en la
cantidad de catorce, trece y catorce, sÚniláre� a los maletines encontrados e� /el.,, ,.. 
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a folios trescientos cinco- de lona color negro, conteniendo tres bloques de paquetes 
tipo ladrillo, en la cantidad de catorce y cuarenta y dos, así como tres bloques de 
catorce, trece y catorce paquetes, iii) el contenido de dichos bloques de paquetes 
tipo ladrillos de las cuatro maletas, era akaloide de cocaína. 

18. La defensa técnica postula como máxima de la experiencia que por el peso de
las maletas y la posición de los buzos en el mar no era posible que fuesen subidas
fácilmente o sin que nadie los intervenga. Al respecto ésta Sala Superior en
previo pronunciamiento1 ha sostenido que "para realizar una labor de control de una
máxima de la experiencia, en primer lugar, debe contextualizarse temporal y socialmente 
( ... )el Juez que aplica una máxima de la experiencia, reconoce su regularidad, la vigencia 
cognitiva de su enunciación, para ello debe abstraerla y concretarla en el caso sometido a 
resolución. Aspirar a un control absolutamente racional de la máxima de la experiencia es 
una pretensión utópica, dada su naturaleza probabilística que impide dotarla de certeza1".

Este agravio pretende que el órgano jurisdiccional explique cómo ocurrió un 
hecho consumado: las dos maletas con droga halladas en la nave MSC Leanne. Es 
menester precisar que, la prueba cumple su cometido cuando acredita un hecho 
autónomo y eso basta, la metodología en todo caso puede distinguir entre un 
hecho acreditado por vía directa o indirecta a través de un hecho base. En el 
agravio específico, las preocupaciones de la defensa apuntan a que no se puede 
explicar cómo se habrían subido las maletas a la nave en función a máximas de la 
experiencia, soslayando que precisamente, está probado que se encontraron las 
maletas en la nave aludida, entonces, las máximas de experiencia nos dicen que 
tuvieron que ser izadas por intervención humana, aspecto que deberá dilucidarse 
más adelante con relación a los otros coacusados a los que se les imputa ese 
tramo del plan delictivo, pero esa determinación no es necesaria para analizar la 

1 Segunda Sala Penal de Apelaciones Nacional, expediente 00241-2014-36-5001-JR-PE--01, 
resolución número veinte del veintiocho de marzo de dos mil dieciocho, fundamento 
3.21.1. 
2 Pues así se construya de una manera u otra, la conclusión de tma inferencia probatoria 
no puede ser una certeza absoluta, por las siguientes razones: (1) No es absolutamente 
seguro que las prerrúsas sean verdaderas, (2) El paso de las premisas a la conclusión no 
es necesario. (3) La regla expresaba un juicio de probabilidad causal. La falta de certeza 
absoluta acerca de si la conclusión de la inferencia probatoria se corresponde con lo que 
ocurrió en la realidad. GONZÁLES LAGIER, D. (2010). Hechos y argumentos, racionalidad
piste1'.t�lógica y prueba � los hech�s, en el P:ºc��o penal, en Bo�ORINO, P. R. (Ed.)�l de,r_echó��=:�-m �·r·�� robre inte�ajonT�l OCrecM 
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responsabilidad que les compete a los buzos. La dificultad probatoria para 
acreditar el izado de las maletas basada en objeciones de las leyes de la física o de 
clandestinidad necesaria de la acción delictiva (riesgo de ser descubiertos) no es 
de recibo pues, la posibilidad física queda acreditada en forma patente al 
haberlas encontrado en la nave y también que fueron intervenidos con 
posterioridad por la policía y todo ello guarda correspondencia con el relato de la 
imputación, no es necesario que la autoridad policial pueda registrar todas las 
etapas de ejecución de una acción delictiva corno requisito de validez de la 
evidencia. 

19. La hipótesis central del agravio de no haberse valorado por el juzgado
colegiado estos aspectos, queda desvirtuada por lo reseñado en los apartados 8 y
11, donde se aprecian los medíos probatorios valorados con relación a los
cuestionamientos formulados en el agravio, ello fluye tanto de los fundamentos
de la resolución por unanimidad, así como del voto en mayoría. En consecuencia,

en éste extremo la valoración del T uzgado Colegiado ha sido conforme a los

antecedentes y el derecho, el agravio deviene ett infundado.

AGRAVIO 2: nunca se determinó como es que l.os divisan "supuestamente trasladando 

unos bultos pero lejos del barco" para luego decir que soltaron una maleta la cual se 

encontraba amarrada y en vías de ser izada por los estibadores que lzabían subido maletas 

anteriormente. No se ha probado el vínculo o coordinación con ninguno de los ocupantes 

del barco, ni que éstos estaban esperando que lleven las maletas para subirlas. 

20. La defensa técnica postula que existe contradicción narrativa, sin embargo, no
precisa que órgano de prueba de cargo o de descargo habría incurrido en tal
contradicción, infringiendo la defensa técnica su rol de proporcionar información
precisa para evaluar en esta instancia, en ese contexto la Sala Superior queda en
la in1posibilidad de contrastar el agravio estando a la múltiple prueba personal y
documental actuada en este proceso, pues de hacer la búsqueda respectiva
estaría supliendo las deficiencias del escrito de impugnación, lo cual afecta al
debido proceso y específicamente al derecho de defensa de la parte recurrida y el
de igualdad de armas.
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que se encontraban flotando en el mar cerca a los buzos, ello permite inferir 
razonablemente a título de necesidad y única forma de explicar el hecho, es que 
se trata de un hecho coordinado, que existieron personas ubicadas en la nave que 
coadyuvaron para abordarlas, si la identificación de esas personas no tiene éxito, 
no significa que el hecho autónomo deja de tener contenido delictivo. Sin 
perjuicio de lo argumentado, según la hipótesis de la acusación esas personas 
serían: Vicente David Sotero Velásquez, Pablo César Espinoza Evaristo, Luis 
Emilio Iglesias Dibulga y José Wuilfredo Castro Escobar, cuyas impugnaciones 
serán posteriormente absueltas. El Juzgado colegiado de instancia así lo 
evidencia cuando valora -a folios trescientos cuarenta y seis- la afirmación del testigo 
Eddy Zevallos Ascaño en que "al costado habían dos maletas flotando, una de ellas
sujeta por una soga" -video 910, 00:03:55-, e indica -a folios trescientos cincuenta y siete­

que "la soga incautada constituiría el medio utilizado para subir las maletas incautadas
en el interior de un compartimento a bordo de la nave MSC Leanne y que ha este 
propósito han contribuido personas que se encontraban a bordo de la nave"; es decir, 
aunque no se hubiese promovido actuación probatoria sobre la coordinación 
entre los buzos y los ocupantes de la nave, ella es objeto de inferencia, la que 

arroja como resultado que sí existió una previa coordinación corno lo prueba el 
hallazgo de los dos maletines en cubierta de la nave. Asunto distinto es 
determinar con qué personas se realizaron las coordinaciones respectivas, 
aspecto que no se puede absolver en este momento, en la medida que el agravio 
ha sido formulado por los intervenidos en su condición de buzos. 
Correlativamente, al existir la valoración del Juzgado Colegiado, integrada en 

algunos aspectos por esta Sala Superior, es conforme a derecho y los 
antecedentes, por lo que el agravio debe ser declarado infundado. 

AGRAVIO 3: el testigo Miguel Chamorro Flores no participó de la ínteroención, según su 
declaración no pudo apreciar a los buzos trasladando bultos, menos identificarlos, pues la 
zona estaba con poca iluminación y era oscura, lo cual contradice a los testigos los cuales 
haremos referencia más adelante. 

22. El argumento de la defensa no permite realizar el contraste respecto a cuál
sería la testimonial que desvirtuaría la versión del testigo Miguel Chamorro
Flores., pues sólo menciona "haremos referencia más adelante" -a folios quinientos

cincuenta y seis-, en el mismo sentido es de recibo lo argumentado en el 
-=-�i.. ........... __,-��� ndametto 20 de la presente, para de¡✓stlrñar\dicho cuestionamiento-;---\ ____ ,--- __ _
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23. Sin perjuicio de lo argumentado, la verosimilitud de la declaración delreferido testigo, fue apreciada por el colegiado de instancia, concluyendo queaporta información sobre el hallazgo de la droga y de las maletas -a folios

trescientos veinticuatro-. Ésta Sala Superior estima que, efectivamente el testigosostuvo -video 910, 01:1253- que se encontraba en tierra, reconoce que estabaoscuro pero cuando uno de los reflectores iluminó pudo observar buzos en elmar cercanos a la nave, recibiendo la indicación de regresar a la Capitanía endónde le pidieron hacerse cargo de los detenidos; en dichos términos fuevalorado por el Juzgado de instancia, no advirtiéndose contradicción en su relatopues narra que su mejor visibilidad se debió a la luz de un reflector. Además suversión fue corroborada con la declaración del testigo Rodisender Balerío CanoSerafín quién indicó que sí participó de la intervención policial a los recurrentes.
Igualmente en éste extremo la valoraci6n del Juzgaoo Colegiado no es

contradictoria, por lo que el agravio debe ser declarado infundado.

AGRAVIO 4: nadie ha determinado 1) dónde se encontrarían las maletas que soltaron
supuestamente, conzo los policías dicen que fueron soltadas al ver que se acercaban, hecho
ilógi.co y poco probable, si los tenían plenamente identificados (desde el traslado de una
chalana artesanal) como es que su aprehensión no fue inminente ni flagrante. Éste hecho
prueba que ellos no estaban en ese lugar y "que fueron arreados (sic) en todo momento
distante (sic) a la embarcación hasta tenerlos reduddos en el casco de la nave es cierto".
24. En referencia al contraindicio postulado por la defensa sostiene que si lospolicías los tenían plenamente identificados ¿por qué su detención no se produjoen estado de flagrancia delictiva? La defensa técnica no específica ni cita quéórgano de prueba refiere el tema de la identificación plena. Ante la imposibilidadde contrastar la actuación probatoria que sustenta al contraindicio deducido, noes posible realizar el control de la fundabilidad de su agravio. Deviene en

infundado el agravio. 

AGRAVIO 5: no existe ningún regi.stro o toma del evento que describió la policía, sino
cortes que no resultan suficientes para una sentencia condenatoria.
25. A través de éste agravio la defensa técnica cuestiona la insuficienciaprobatoria de los registros del día de la intervención policial; con relación a elloéste Colegiado Superior estima que la �nte__p.cia fnndamenta la condena de los
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EXPEDIENTE Nº 00299-2015-42-5001-JR-PE-02 base (debidamente acreditados) propuestos por la fiscalía, y otros que fluyen de la actividad probatoria sometida a contradictorio: i) presencia de los acusados sumergidos en el mar portando su indumentaria de buzos -argumento a folios

trescientos cuarenta y cinco-, ii) ubicación de los buzos próximos a la nave MSC Leanne y a los dos maletines -argumento a folios trescientos cuarenta y seis-, iii)hallazgo de dos maletines adicionales en la mencionada nave de similares características a las anteriormente descritas -a folios trescientos veintiséis-, iv) todas las maletas contenían droga -a folios trescientos cuarenta y cinco-. v) el modo de acondicionar los paquetes era similar en las cuatro maletas. Como puede apreciarse se trata de una pluralidad de hechos indicadores, todos ellos interrelacionados y convergentes para acreditar la imputación vinculada al tipo penal: trasteo (traslado) en el mar cuatro maletines conteniendo droga en su interior, desde el muelle artesanal del Callao hasta el lado babor de la nave MSC Leanne, Panamá, IMO 8618310, ubicada en el muelle del Terminal Portuario de la empresa APM Terminal delta 5, Callao. Los referidos hechos base se refuerzan entre sí. Ahora bien la inferencia, está basada racionalmente en máximas de la experiencia, que explican de manera armónica y racional este tramo de la actividad delictiva consistente en el traslado de droga. La operación deductiva nos indica que las maletas para trasladarse desde tierra a una nave, necesitan de actividad humana compatible con las circunstancias descritas corno lugar -
terminal ATM,-, horario -horas de la noche propicia para un delito furtivo- modo: traslado a través de maletas mediante el buceo por el mar adyacente, corolario: toda esa actividad permite llegar a la nave que finalmente transporta la droga alextranjero. La simultaneidad de la presencia de los sentenciados con implementos propios para el buceo en el mar y las maletas conteniendo droga en horas donde reina la oscuridad, y próximas a una nave donde también se hallaron otras dos maletas de características externas casi idénticas, siendo sintomático que hasta la manera de colocar los paquetes en las maletas tiene la misma disposición en las cuatro maletas, ello nos indica por máximas de la experiencia que fueron preparadas y acondicionadas por las mismas personas, estos hechos que fueron perennizados por las autoridades policiales configuran un enlace lógico preciso y directo que robustece la consistencia de la üúerencia, habiéndose descartado en forma solvente el contraindicio o "contraprueba" planteado por la defensa (actos de recojo de chatarra). En resumen: la inferencia basada en las máximas de la exp · � determina que los acusados CARLOS
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GONZALES MOGOLLÓN trasladaron en el mar, maletines con droga, desde el
muelle artesanal del Callao hasta el lado babor de la nave MSC Leanne, Panamá,
IMO 8618310, ubicada en el muelle del Terminal Portuario de la empresa APM
Terminals delta 5, Callao, como sostiene la imputación del pretensor penal. Por

estas mzones este agravio debe ser declarado infundado. 

AGRAVIO 6: testigo Eddy Zevallos Ascaño señaló que los recurrentes estaban pegados a
la nave MSC LEANNE y que las maletas la subieron en otra embarcación zodiac, 1) lo 
que prueba que estos no estaban en su radio de circunferencia y menos que los 
encontraron en posesión de las maletas. 2) Si intervienen porque personal de inteligencia 
había estado haciendo vigilancia dos días, como es posible que no se percataran de la 
estiba de las dos primeras maletas, porque razón tuvieron que supuestamente preguntar. 
3) Testigo señala que fueron a buscar las chalanas, en esa nave encontraron prendas de
vestir que nunca se corroboraron si les pe1'tenecían a sus patrocinados. Sus patrocinados
dijeron donde se encontraban sus prendas, celulares, documentos y la razón de su
presencia, uniformemente. Nunca se ha probado el dicho del testigo. 4) El reconocimiento
del testigo a Juan Saldarriaga Vega carece de valoración (sic) por parte de los
magistrados, porque él mismo ha señalado que se encontraba oscuro, que llevaban traje de
buceo, que en el zodiac tenían cubierto el cabello y sólo se les podía ver los ojos y la nariz,
además desde su aprehensión Juan Saldarriaga Vega ha bajado diez a quince kilos, todo
eso detemzina que ha mentido en su declaración.

26. Otro contraindicio que postula la defensa (primer ámbito de éste agravio) es
que los buzos y los maletines fueron trasladados en zodiac distintos porque no se
encontraban en el mismo radio, por tanto no estaban en posesión de los buzos.
En el mismo sentido, en el fundamento 25 se ha desarrollado el tema probatorio
en función a la prueba indiciaria, la cual enerva el contraindicio postulado.
27. Respecto al segundo ámbito, la defensa técnica señala que no es verosímil que
hubieran realizado vigilancia durante dos días y no se percataran de las dos
maletas introducidas, al respecto se aprecia que la testimonial de Eddy Zevallos
Ascaño no se refiere a tal hecho, por el contrario el escrito de impugnación -a
folios quinientos cuarenta y dos-consigna esa afirmación en la declaración del testigo
de Rodisender Valerio Cano Serafín umontan un operativo y realizan vigi.lancia en
dicho lugar de la interoención desde el 10 de setiembre y siendo así que el 12 de setiembre 
del 2015 los miembros de su equipo avistan.unos buzos''. No obstante, del contraste de __

-:::::;;..-3-�/;4":::�los alegato
1
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oral, por ello no hubo pronunciamiento judicial al respecto. A pesar de ello, tal 

circunstancia no posee fuerza acreditativa para desvirtuar su presencia próxima 

entre los maletines y la nave MSC Leanne en todo caso un agravio no puede 

basarse en una pregunta especulativa que no ha sido objeto de valoración por el

juzgado colegiado, el agravio debe atacar la motivación de un hecho probado, 

para así poder enervar la condena, el hecho que la policía no haya detectado una 

fase del traslado de la droga, es propio de las posibilidades operativas de la 

intervención, lo que se explica satisfactoriamente con la versión del aludido 

testigo. 

28. Con relación al tercer punto ámbito, el colegiado de instancia valoró el

panneux fotográfico -a folios cuatrocientos cinco- que muestra una chalana de

madera hallada en el muelle artesanal, la cual no contenía chatarra (tesis

exculpatoria que sostienen los impugnantes), más no ha valorado la declaración

del testigo Eddy Zevallos Ascaño en éste extremo. Por lo que la falta de

corroboración del dicho del testigo no le causa agravio, pues su razonamiento se

asiste de otro medio de prueba -el informe 216..09.15-Direjandro-PNP, que contiene el

panneaux-; en todo caso el agravio no ataca la fuente del razonamiento, resultando

insuficiente la declaración de los recurrentes para enervarlo.

29. En relación al cuarto punto, es menester precisar que el Juzgado colegiado en

el voto por unanimidad -a folios trescientos veintiséis- valoró que durante el juicio

oral el testigo Eddy Zevallos Ascaño reconoció a uno de los buzos que le dijo

haber subido una maleta a la embarcación. A criterio de ésta Sala Superior la

declaración del testigo no necesita de corroboración, pues, el hecho base

debidamente acreditado, es que en la nave MSC Leanne se encontraron dos

maletas, lo cual hace verosímil la versión del testigo Zevallos Ascaño, la

participación específica de Saldarriaga Vega ha sido determinada vía prueba

indiciaria, por ello resulta irrelevante valorar si el acusado había adelgazado o

no. Por esta razón, de'lJiene en infundado el agravio.

AGRAVIO 7: el testigo Gonzalo Javier Manrique Otiniano, 1) en principio señaló lo 

mismo que todos, que habían solo dos personas y que luego hubo un tercero que salió del 

agua, hecho que no ha podido ser corroborado, pues no existe prueba de cargo de que una 

persona se pueda sumergir con traje de buzo sin tanque y sin los demás implementos 

propios del buceo. Además 2) testigo dic�que_estaba claro y que se podía visualizar a gran 
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distancia, pero los policías dicen que estaba oscuro y que no los identificaron sino hasta
que uno de ellos subió al zodiac. Ello resulta poco profesional y coherente frente a las
apreciaciones como prueba de descargo. Supuestamente él veía a los buzos entre quince y
veinte metros, visibilidad óptima refiere. Sala debe valorar todos los elementos
constitutivos del delito (sic) y si estos no han sido lo suficientemente idóneos para la
certeza del hecho que se imputa.
30. Respecto a la aparición inicial de dos buzos y posteriormente de un tercero

(primer índice), nos remitimos a lo argumentado en los fundamentos 13 a 16.

Asimismo la defensa exige prueba de cargo sobre el modo en que se trasladaron

y mantuvieron sumergidos en el mar, esos temas han sido abordados en la

prueba indiciaria.

31. Cabe agregar que el Juzgado de instancia valoró la declaración de Gonzalo

Javier Manrique Otiniano en el sentido que vio a los buzos en el mar empujando

las maletas y luego realizó la intervención en la nave -a folios trescientos veintiocho-;

con relación a ello declaró en juicio oral que mientras realizaba su patrullaje,

llamó a su patrullera y se dirigió a hacer el control de los muelles, precisó que su

nave tenía un faro pirata que era fuerte, además de las luces de navegación -video

160, 00:12:51�, desde dicha nave vio el operativo y a las dos personas empujando un

bulto y a la tercera que emergió ante los disparos de los policías -video 160, 00:08:35.

La coherencia del relato del testigo no muestra fisuras de incongruencia, pues

explica que terna iluminación suficiente gracias a su faro pirata y que ello le

ayudó divisar los buzos, en consecuencia, su particular situación no le resta valor

probatorio a las demás declaraciones testimoniales dado que el testigo Gonzalo

Javier Manrique Otiniano precisó que la iluminación provenía de la nave en la

que se desplazaba, que era una "patrullera". Igualmente en éste extremo la
valoración del Juzgado Colegiado ha sido confonne a derecho, por lo que el 

agravio debe ser declarado infundado. 

AGRA VIO 8: 1) los magistrados no han valorado las pruebas, dichos y menos la
declaración de su patrocinado. Que sea imputado no significa que no pueda decir la
verdad. 2) Testigo de parte Luís Alberto Sullón Chicata corrobora lo afirmado por los
recurrentes que siempre que no se podía extraer especies marinas con regularidad se
dedicaban a la recolección de chatarra. 3) Según el análisis de magistrados, el hecho de
realiza una actividad no les hace inmunes a cometer hechos ilícitos, por ende a�_te
cualquier imputación su dicho difiere_,_de-la-re lidad; ello no puede ser as\p�;:,que-'han
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señalado la razón por la que se encontraban ahí. 4) Testigo señala que Juan Saldarríaga 
Vega le llevaba chatarra con habitualidad, es decir tenía otra actividad además de ser buzo 

artesanal. 

32. En la sentencia emitida por unanimidad y por mayoría se han pronunciado
en relación a las pruebas de parte ofrecidas por los recurrentes (primer y cuarto
punto), así como sus declaraciones en las cuales proponen hechos en línea de
exculpación, dicha alegación fue desechada en virtud a la prueba de cargo
actuada en juicio oral contra aquellos.

33. También se valoró -a folios trescientos veintinueve- la declaración del testigo Luis
Alberto Sullón Chicata (segundo y cuarto ámbito del agravio) considerándola
impertinente para acreditar que los sentenciados se encontraban recogiendo
chatarra en el muelle (tesis exculpatoria). Ésta Sala Superior contrasta que
efectivamente, el testigo narra que conoce a Saldarriaga porque le compra dos o
tres veces por semana la chatarra que él le vendió, incluso en los primeros días
de setiembre, chatarra que sabe que la sacan del fondo del mar¡ es decir, si bien
consigue acreditar que Saldarriaga se dedicaba a dicho oficio, no es suficiente
para generar duda o descartar la prueba de cargo en su contra, pues no había
indicio alguno que acredite que, el día de los hechos se había dedicado a recoger
chatarra del fondo del mar.

AGRAVIO 9: en la sentencia se indica que no se ha podido probar que existiera un 

depósito de chatarra en el muelle cinco, lo que los recurrentes no han sostenido ni querido 
probar, "simplemente en esta etapa del proceso una vez que se corra traslado podremos 

presentar como prneba nueva el hecho que corrobora su dicho que el muelle se encontraba 

en remodelación", que había cantidades importantes de fierros de diferentes tipos, no era 

necesario sumergirse ni hacer cualquier acto ilícito. 

34. Conforme consta del fundamento 12, el colegiado de instancia concluyó que
la defensa técnica de los recurrentes no actuó prueba para acreditar su tesis
exculpatoria respecto a que el muelle se encontraba en reparación y por tanto
había chatarra para recolectar. Si bien el Ministerio Público tiene la carga de la
prueba de la pretensión punitiva y sus fundamentos, cuando la defensa propone
un hecho extintivo o exculpatorio de la responsabilidad penal, le corresponde
acreditarlo, pues se trata de un contraar mento que no se condice con la tesis

l ente acusador. Éste agravio aduce/que n se tuvo por objeto pro�ar dicJ,.a · · 
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afirmación pues se estimaba actuar prueba -nueva en ésta instancia; lo cual fue 

postulado, conforme se aprecia del auto de control de admisibilidad de prueba 

en segunda instancia -a folios seiscientos setenta y siete-, consistente en un artículo de 

la página web MundoMarino, documental que no fue admitida por no haber sido 

oportunamente propuesto en juicio oral, ni encontrarse previsto en los supuestos 

específicos del artículo 422º .2 del CPP este terna incidental que es de naturaleza 

inimpugnable ya preduyó. En resumen la defensa técnica pretende se admita y 

valore un medio probatorio contra el mandato legal que prescribe la oportunidad 

procesal para su postulación, conducta poco diligente del abogado defensor 

Miguel Galagarza Terán que no puede aceptarse y en tal razón con fines 

preventivos se lo exhorta a cumplir las normas sobre admisión de prueba en 

segunda instancia, bajo apercibimiento de comunicarse al Colegio de Abogados 

que corresponda. En éste extremo el agravio debe ser declarado improcedente, 

pues no se produjo tal actuación probatoria. 

Corolario: de acuerdo con los fundamentos invocados los agravios postulados 

por la defensa técnica de los sentenciados CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA, 

EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA y ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN no 

tienen entidad para enervar los fundamentos de la sentencia impuesta por el 

juzgado colegiado de instancia, en ese sentido debe declararse infundada la 

pretensión irnpugnatoria y confirmar el extremo condenatorio. 

§ PRETENSIÓN IMPUGNATORIA DE VICENTE DAVID SOTERO VELASQUEZ, PABLO
CÉSAR ESPINOZA Ev ARISTO Y LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA

35. AGRA VIO COMÚN. Para evitar una fundamentación redundante el colegiado

superior ingresa a resolver un agravio común invocado por las defensas técnicas

de: i) VICENTE DA VID SOTERO VELÁSQUEZ quien cuestionó que: Al existir tres
peritajes oficiales distintos, el colegiado debió ordenar el debate pericial para efectos de 
mejor resolver, ii) PABLO CÉSAR ESPINO ZA Ev ARISTO sostuvo: A pesar de que se han 
practicado varios dictámenes periciales antropológicos el Ministerio Público no ha podido 
probar su teoría del caso: el Informe Pericial Antropológico de parte emitido por el perito 
Enrique Sarmiento Loyola, concluye objetando las conclusíones a las que arribaron las 
pericias con identificación positiva, mientras que el Dictamen Pericial de Medicina 
Forense Nº 5176/15 concluye que no es posible llegar a una identificación positiva porque 
la calidad del video (resolución) no P,eUJJite verificar cantidad de características 
ind' 'duali�ntes. iii) LUIS EMILIO I L

t
IAS DI�ULGA expresamente indica que "no
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se ha individualizado a los actores del delito. Se sentencia por indicios y no por hechos 

comprobados violando el principio de presunción de inocencia. Se toma como prueba 

indiciaria pericias antropológicas que no han sido materia del debate. Se da distinta 

interpretación a las pericias. Se ha sentenciado por analogía. Resumidos los 

cuestionamientos hay que contextualizarlos en su real dimensión debiendo 

evaluarse las pericias aludidas que tienen doble connotación: de cargo y de 

descargo. 

36, RESUMEN DE LAS PERICIAS CUESTIONADAS 

PERICIA COMÚN 

DOCUMENTO MÉTODO CONCLUSIONES 

Dictamen 
l'ericial de 
medicina 
forense 

N"S176/15 

Dictamen 
Pericial de 

antropología 
forense -

estudio morfo­
comparativo 

facial 
N° 01�2016 

Informe 

antropológico 
N., 

2016009000308 

Método de 
comparación 

directa y 
método de 

comparación 
indirecta 

Superposición 
de imágenes 

Superposición 
de imágenes 

Método directo (fotografías de los doce detenidos): PABLO CÉSAR EsPINOZA 
EVARISTO, Juuo WILFREOO CASTRO EscOBAR, VICENTE DAVID SoTERO 

VELÁSQUEZ y LUIS EMIUO IGLESIAS DIBULGA, características similares con 
cuatro individuos del video. 
Método indirecto: características individualizantes, comprobación 
superposición de imágenes. 
Según criterios de Quiroz Cuáron (2002), identificación probable. 
Según criterios de la American Board Forensic Dentestry, consistente o 
probable. 
No posible identificación positiva, calidad del video no permite mayor 
cantidad de características individualizantes. 

PERICIAS lNlJIVIDUAUZADAS 

PABLO CÉSAR ESPINOZA EV ARISTO 
Imágenes del rostro: líneas céfalo métricas vertex, ectoconquio, subnasal y
gnation en plano horizontal de la fotografía de PABLO CÉSAR EsPINOZA 
EVARJSTO e imágenes del video. Correspondencia en región frontal (formal de 
la frente), dorso nasal, morfología bucal y mentoniana. 
Superposición fotográfica: consistencia en contorno facial, segmento nasal 
mentón, reborde mandibular e implantación del pabellón auricular. 
Análisis de fotografías e imágenes del video: persona de contextura 
ectomorfa, con características faciales individualizantes compatible con 
PABLO CESAR EsPINOZA EV ARISTO, identificación ositiva. 
Imágenes del rostro: líneas céfalo métricas vertex, ectoconquio, subnasal y 
gnation en plano horizontal de la fotografía perteneciente a PABLO CÉSAR

EsPINOZA Ev ARISTO e imágenes del video. Correspondencia en región frontal 
(forma de la frente), dorso nasal, morfología bucal y mentoniana. 
Superposición fotográfica: consistencia en contorno facial, segmento nasal, 
mentón y la punta de la nariz. 
Análisis de fotografías e imágenes del video: persona de contextura delgada, 
con características faciales indivídualizantes compatible, a nivel mentoniana, 
nasal y planos cefalométricos, trazados con PABLO CÉSAR EsPINOZA Ev ARISTO, 
identificación ositiva. 

\ 
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Pericial de 
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estudio morfo­
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facial 
W03-2016 

Informe 
Antropológico 

Nº 

2016009000311 

Dictamen 
Pericial de 

antropología 
forense• 
estudio 

morfocomparat 
ivo fadal 
Nº 07-2017
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Superposición 
de imágenes 

Superposición 
de imá.genes 

Superposición 
de imá.genes 

Método 
descriptivo y 

comparativo de 
im�genes pai:a 
identificación 

forense 

EXPEDIENTENº 00299-2015-42-5001-JR-PE-02 

Defecto o distorsión óptica original del video no resuelto mediante 
manipulación "ensayo-error" de Photoshop. Se requiere software 
especializado en ubicar líneas cefalométricas, medidas milimétricas del rostro 
y puntos o landmarks de la porción facial. 
Peritos oficiales establecen identificación positiva de PABLO CÉSAR EsPINOZA 
Ev ARISfO en las fotografías difuminadas, capturadas durante dos planos, 
secuencias de algunos segundos del video, en medio de reiterados 
acercamientos o zooms de la cámara, interrumpen permanentemente el 
acomodamiento automático de la cámara, agudiza la distorsión que (en 
menor o mayor grado) se presenta en toda imagen o en cualquier sistema de 
tratamiento de señales, respecto a las distancias focales cortas y largas, 
desapercibida por los especialistas. 
Peritos oficiales no demuestran correspondencia angular ni antropométrica 
entre fotografía borrosa y plantilla, imprescindible en superposición de 
imágenes. 
Dictamen pericial de medicina forense no precisa los puntos o landmnrks de la 
porción facial u otros criterios técnicos para ubicar las líneas cefalométricas 
que validen su determinación del ángulo facial de las fotografías 
contrastadas, sólo es empírico. 
Criterios de Quiroz Cuáron (médico y criminalista especialista en psiquiatría 
forense fallecido hace veintinueve años) y American Board Forensic of 
Dentestry (institución de odontólogos forenses), no pueden dictaminar 
identificación robable, ni consistente o ositiva. 

Imágenes del rostro; lmeas céfalo-métricas vertex, subnasal y cheilion en 
plano horizontal de la fotografía perteneciente a VICENTE DAVID SoTERO 
VELÁSQUEZ e imágenes del video. Correspondencia región dgomaxilar 
izquierda y forma del pabellón auricular a la superposición fotográfica. 
Consistencia en contorno facial, reborde mandibular e implantación del 
pabellón auricular. 
Análisis de fotografías e imágenes del video: persona de contextura 
endomorfa, con características faciales individualizantes compatible con 
VICENTE O AVID SoTERO VELÁSQUEZ, identificación ositiva. 
Imágenes del rostro: líneas céfalo-métricas vertex, subnasal y cheilion en 
plano horizontal de la fotografía perteneciente a VICENTE DAVID SoTERO 
VELÁSQUEZ e imágenes del video. 
Correspondencia región nasal Consistencia en contorno y planos a 
incidencia a exactitud. 
Análisis de fotografías e imágenes del video: características faciales 
individualizantes compatible con VICENTE DAVID SOTERO VELAsQUEZ, 
identificación ositiva. 
Consistencia entre perfil biológico de VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ y 
persona de sexo masculino de los archivos fílmicos; siendo de contextura 
endomórfica y estatura mesosomo. En segmentos corporales se evidencia a 
nivel de tronco, la cintura escapular mediana con proyección de hombros en 
dirección al caudal. 
Lineas a través de puntos anatómicos faciales vertex, cheilion y gnation entre 
las imágenes de cotejo, características individualizantes a nivel fac:ial en 

xilar, mentoniana de abellón auricular mentón mediano; 
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antropología 
forense 

N° 93-2017

Dictamen 
Pericial de 

Antropologla 
Forense­

Estudio morfo­
comparativo 

facial 
N° 09-2017

Informe 
Antropológico 

Nº 

2016009000312 

Examen 
pericial Físico 

N"Oll-2017 

Método 
descriptivo y 

comparativo de 
imágenes para 
identificación 

forense 

Método de 
comparación 

directa y 
método de 

comparación 
indirecta. 

Método de 
comparación 

directa y 
método de 

comparación 
indirecta 

La Física 
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existiendo compatibilidad, correspondencia de identificación. 
Imágenes del rostro: lineas céfalo-métricas descritas en el informe 
antropológico 311-15-Ditanfor, corresponde en plano horizontal de la 
fotografía a VICENTE DAVJDSoTERO VELÁSQUEZ. 
Informe pericial que se pronuncia sobre la pericia de parte homologativa 
/ comparativa facial video-foto, realizada por el perito Portilla Lescano, 
donde se concluye que esta "en rece de valor y rigor científico por dos factores que 
la somatología, osteología y ontogenia son campos de estudios de la antropología 
física". 
Análisis de fotografías e imágenes del video: apreciación descriptiva y 
comparativa. 

LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA 

Consistencia entre el perfil biológico de LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA y 
persona de sexo masculino de los archivos fílmicos¡ contextura 
endomesomórfica y estatura hipsisomo. En segmentos corporales se 
evidencia a nivel de tronco, la cintura escapular ancha con hombros rectos se 
establece correspondencia de identificación. 
Puntos anatómicos faciales vertex, subnasal y gnation entre las imágenes de 
cotejo, características individualizantes a nivel facial en regiones cigomaxilar, 
nasal y mentoniana. 
Análisis de segmentos faciales entre imágenes y fotografías de LUIS EMILIO 
IGLESIAS DIBULGA, correspondencia de características en contorno facial, tipo 
y proyección de dorso nasal, existiendo compatibilidad en dichos segmentos, 
corresoondencia de identificación. 
Imágenes del rostro: lineas céfalo-métricas subnasal y labial inferior de la 
fotografía perteneciente a LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA e imágenes del 
video. 
Correspondencia región cigomaxilar, dorso nasal, mentón y forma del 
pabellón auricular, a la superposición fotográfica consistencia en planos y en 
las características del pabellón auricular lado izquierdo. 
Análisis de fotografías e imágenes del video: persona, con características 
faciales, individualizantes compatible con LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA, 
identificación consistente. 
Prenda examinada: casaca de Taslan, marca Ufitec, con forro polar y cuello 
alto, cinta reflectiva de 2" en "H" doble vuelta en mangas y cuerpo, con 
capucha removible, con cierre tractor, cordón elasticado con tope, deterioro 
por uso y adherencias terrosas. 
Prenda examinada: chompa de lana color azul, sin marca visible y aberturas 
en el entramado del tejido por desgaste de uso, talla M, deterioro por uso y
adherencias terrosas. 
Casaca del investigado LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA en el video (intervalo 
de tiempo enrre 14:58:07.319 y 14:58:10.879) está doblada, se puede observar 
color amarillo-naranja, forro polar color negro, concuerda con muestra M1 
(casaca de Taslan)./ .. -..__ 
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Foto digital panorámica (Nº0l): no posible reconocimiento de rostro-facial 
Foto digital (Nº02 y Nº03): no posible en ambas reconocimiento de rostro­
facial. Foto digital (Nº04 y Nº05); presentan montaje fotográfico técnica de 
"superposición de píxeleados". Fotos de rostro-facial completo (Nº04 y.NºOS): 
presentan manipulación de pixeleados (técnica de coloración de píxeleados) 
en tono sepia-marrón, cambio de color similar la foto. Corresponde a la 
misma persona LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA. 
Conforme se visualiza en la imagen de su fotografía en calidad de detenido, 
con respecto a su estahtra, observándose nitidez, enfocado, con buena 
iluminación, y que resulta factible su reconocimiento de rostro-facial, 
img_0168 que se relaciona con el dictamen pericial de medicina forense 
Nº5176/15-PNP. 
Imagen fotográfica que se visualiza con ubicación al lado izquierdo, la 
misma que corresponde al informe antropológico forense-MP-Nº 

2016009000312: no posible reconocimiento de rostro-facial. 
Defecto o distorsión óptica original del video no resuelto mediante 
manipulación "ensayo-error" de Photoshop. Se requiere microscopios 
binoculares, para ubicar las líneas cefalométricas, la obtención de medidas 
milimétrcías del rostro y de los puntos o landmrks de la porción facial. 
Peritos oficiales establecer una identificación consistente y/ o positiva en LUIS 
EMILIO IGLESIAS DIBULGA, quien paradójicamente aparecería en el extremo 
derecho de las fotografías borrosas caphtradas del video; precisamente en los 
extremos donde se presenta el defecto o distorsión óptica conocido como 
pincushion distorsión (distorsión de cojín), que se produce en las distancias 
focales largas y que pasa desapercibido a los especialistas. 
Peritos oficiales no demuestran correspondencia angular ni antropométrica 
entre fotografía borrosa y plantilla, imprescindible en superposición de 
imágenes. No se puede dictaminar una identificación consistente, ni mucho 

. 'ti 

JULIO WILFREDO CASTRO ESCOBAR 

Consistencia entre el perfil biológico de JULIO WILFREDO CASTRO EscOBAR y
persona de sexo masculino de los archivos fílmicos; contexhtra endomórifca 
y estatura mesosomo. En segmentos corporales se aprecia cintura escapular 
ancha entre las imágenes de homologación. 
Líneas a través de puntos anatómicos faciales vertex, ectoconqui y gnation 
entre las imágenes de cotejo, características individualizantes a nivel facial 
en regiones cigomaxilar, mentoniana y de pabellón auricular izquierdo. 
Análisis de segmentos faciales entre las imágenes incriminadas y las 
fotografías de JULIO WILFREOO CASTRO ESCOBAR, correspondencia de 
características en contorno facial, tipo y proyección de pabellón auricular, 
mentón ancho y pómulos marcados, existiendo compatibilidad en dichos 
se entos¡ corres ondencia de identificación. 
Imágenes del rostro: lineas céfalo-métricas vertex, cheilion y gnation en plano 
horizontal de la fotografía de JULIO WILFREOO CASTRO EsCOBAR e imágenes 
del video. 
Correspondencia región cigomaxilar izquierda presencia de los surcos 
naseogenianos -izquierdo y comisura labial izquierda. 
Análisis d� foto afía_s e imá enes del video: ,;ca_racterísticas faciales 
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individualizantes compatible con JULIO Wll.FREOO CASTRO EsCOBAR, 

identificación consistente. 

Foto digital NºOl, segunda persona: no posible determinar con exactitud y 
precisión, el reconocimiento de identidad. 
Imagen fotográfica de acercamiento (Nº02): no posible determinar con 
exactitud y precisión. 
Foto digital (Nº03): presenta características de manipulación fotográfica en 
su vestimenta (polo de vestir) corresponde al rostro facial, de la persona de 
JULIO WILFREDO CASTRO ESCOBAR. 

Foto digital (Nº04): presenta manipulación de imagen, que corresponde, al 
rostro facial, de la persona de JULIO WILFREOO CAsrRO ESCOBAR. Asimismo, 
corresponde a la secuencia fotográfica (rostros) de diferentes tonalidades de 
exposición. 

37. Realizado el cotejo con la actuación probatoria del juicio oral, ésta Sala de
Apelaciones advierte que a través del examen al perito Leiva Pimentel se oralizó
el dictamen pericial de medicina forense Nº 5176/15, ofrecido por las defensas
técnicas de PABLO CÉSAR ESPINOZA EVARISTO y LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA,
empero en el plenario las defensas técnicas de VICENTE DAVID SoTERO VELÁSQUEZ
solicitaron la incorporación del dictamen como prueba nueva y el Juzgado
colegiado lo declaró fundado. Mientras que la defensa técnica de Juuo WlLFREDO
CASTRO ESCOBAR realizó el interrogatorio respecto a las conclusiones de sus
patrocinados. Es decir, se trata de una pericia de parte común a los recurrentes
debidamente admitida.

38. Además de lo argumentado anteriormente, en lo que se refiere a:

PABLO CÉSAR ESPINOZA EVARISTO, el Ministerio Público actuó i) el dictamen 
pericial de antropología forense estudio morfo-comparativo facial Nº 01-2016 y 
ii) el informe antropológico Nº 2016009000308; mientras la defensa técnica del
recurrente además del i) dictamen pericial de medicina forense Nº 5176/15 actuó
ii) el informe pericial antropológico de parte por medio del examen del perito
Enrique Sarmiento.

VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ, el Ministerio Público actuó i) el dictamen 
ericial de,antropología forense estq.dio m

,
or, o-comparativo facial Nº 03-2016, ii).
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el informe antropológico Nº 2016009000311, iii) el dictamen pericial de 

antropología forense estudio morfo-comparativo facial Nº 07-2017 y iv) el 

pronnnciarniento de antropología forense Nº 93-2017; mientras la defensa técnica 

del recurrente sólo i) el dictamen pericial de medicina forense Nº 5176/15, como 

prueba nueva. 

LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA, el Ministerio Público actuó i) el dictamen pericial 

de antropología forense estudio morfo-comparativo facial Nº 09-2017, ii) el 

informe antropológico Nº 2016009000312, iii) el examen pericial físico Nº 011-

2017; mientras la defensa técnica del recurrente además del i) dictamen pericial 

de medicina forense Nº 5176/15, actuó ii) la pericia fotográfica forense por 

medio del examen del perito Napan Vega y iii) el informe pericial antropológico 

de parte por medio del examen del perito Enrique Sarmiento. 

JULIO WILFREDO CASTRO EscOBAR, el Ministerio Público actuó i) el dictamen 

pericial de antropología forense estudio morfo-comparativo facial Nº 06-2016, ii) 

el informe antropológico Nº 2016009000309; mientras la defensa técnica del 

recurrente además i) del dictamen pericial de medicina forense Nº 5176/15 y iii) 

la pericia fotográfica forense por medio del examen del perito Napan Vega. 

39. Como se aprecia con facilidad, se trata de pericias diferenciadas en cuanto

parten de presupuestos metodológicos que no responden a un mismo patrón, en

puridad se trata de técnicas o conocimientos especializados autónomos, no

obstante, convergen en un mismo resultado: identifican con alto grado de

probabilidad a los sentenciados SOTERO VELÁSQUEZ, EsPINOZA Ev ARISTO E IGLESIAS

DIBULGA. El CPP en su artículo 179º prescribe que, el perito de parte, que

discrepe con las conclusiones del informe pericial oficial puede presentar su

propio informe, que se ajustará a las prescripciones del artículo 178º del código

acotado, sin perjuicio de hacer el análisis crítico que le merezca la pericia oficial.

Ahora bien, cuando existen pericias contradictorias entre sí, vale decir, que

simultáneamente tienen sesgo incrimínatorio y exculpatorio, la doctrina

recomienda que:

El juez no debe discriminar la pericias en función a su procedencia (oficial, 
institucional o de parte), debe valorarla en su mayor o menor fwtdamentación 
y razón de ciencia, debiendo tenerse por tanto como primer criterio orientador 

-��:;:r- en la d
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principio, a aquellas afirmaciones o conclusiones que vengan dotadas de una 
superior explicación racional (STSE de 11-05-81)3 

40. Para valorar con sindéresis la prueba pericial, el legislador estableció que en

caso de producirse contradicciones entre una pericia oficial y una de parte, es

imperativo instar el debate entre los peritos involucrados como lo prescribe el

artículo 181 º del CPP:

1. El examen o interrogatorio del perito en la audiencia se orientará a obtener
una mejor explicación sobre la comprobación que se haya efectuado respecto
al objeto de la pericia, sobre los fundamentos y la conclusión que sostiene.
Tratándose de dictámenes periciales emitidos por un una entidad
especializada, el interrogatorio podrá entenderse con el perito designado por
la entidad.
2. En el caso de informes periciales oficiales discrepantes se promoverá, de
oficio inclusive, en el curso del acto oral un debate pericial.
3. En el caso del artículo 180.2, es obligatorio abrir el debate entre el perito

oficial y el de parte.

41. Haciendo la concordancia respectiva el artículo 180º del CPP en sus reglas
adicionales para la actuación pericial señala:

1. El Informe pericial oficial será único. Si se trata de varios peritos oficiales y
si discrepan, cada uno presentará su propio informe pericial. El plazo para la
presentación del informe pericial será fijado por el Fiscal o el Juez, según el
caso. Las observaciones al Informe pericial oficial podrán presentarse en el
plazo de cinco días, luego de la comunicación a las partes.
2. Cuando exista un informe pericial de parte con conclusión discrepante, se
pondrá en conocimiento del perito oficial, para que en el témúno de cinco días
se pronuncie sobre su mérito.
3. Cuando el informe pericial oficial resultare insuficiente, se podrá ordenar su
ampliación por el mismo perito o nombrar otro perito para que emita uno
nuevo.

42. JUEZ PERITUS PERITORUM. La premisa normativa del artículo 172º.1 del CPP

consiste en que ésta prueba se justifica en la medida que para explicar y mejor

comprender algún hecho, se requiera conocimiento especializado de naturaleza

científica, técnica, artística o de experiencia calificada. En esa línea de

argumentos, estamos frente a una prueba que requiere de conocimiento

especializado y si los resultados de algunas pericias son contradictorios, lo

,:··· 3 SAN MARTÍN CAST�O, César. (2015). De'.!!cho Procesal Penal. Lecciones. Conf9-1:_me el_códÍgo
procesal penal de 2004. Lima: INPECCP. CEN,6yLES. p. 543. 
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óptimo es que los peritos en una especie de contradictorio científico o técnico, 

ilustren al juez para que éste adopte la decisión que estime adecuada, que en 

algunos casos, según la jurisprudencia de nuestro máximo tribunal de la justicia 

ordinaria ha significado dejar de lado, las conclusiones de pericias 

contradictorias y dar preferencia a la prueba personal4•

43. En el caso en comento el Juzgado Colegiado no siguió el mandato normativo

imperativo contenido en el artículo 181 °.3 del CPP, es decir, ante resultados

periciales contradictorios, no instó el debate respectivo entre los peritos, sin que

se haya expresado razones para el apartamiento de la norma, en consecuencia, el

colegiado superior desconoce la ratio que motivó la inaplicación de la norma. La

pregunta central sería la siguiente ¿ ésta forma de proceder del colegiado de instancia

configura una causal de nulidad?

44. Esta Sala de Apelaciones mantiene firmemente5 la idea que el remedio

procesal de la nulidad absoluta es de última ratio, esto significa que su uso está

reservado a supuestos extremos. Así lo argumenta el Tribunal Constitucional: "la

nulidad de los actos procesales no se justifica en la simple voluntad de la ley. No admite

una consideración de la nulidad por la simple nulidad, porque así se expresa o porque o

es voluntad de la ley, sino porque en el establecimiento de determinadas formalidades que
se observen en dicho actos procesales, .subyacen bienes constitucionalmente protegidos"

(STC 197-2005-PA/TC). Precisamente uno de esos bienes, es el derecho de

defensa -artículo 150º literal d) del CPP-.

45. En el caso en concreto se presentan las siguientes razones que sustentan la

declaración de su nulidad absoluta: i) la ratio legis del artículo 181°.3 del CPP

exige el debate entre peritos discordantes en función a los conocimientos

especializados, en esa línea de argumentos CARMEN V ÁSQUEZ sostiene: la

información experta que entra en el proceso y, con ello, en conocimiento del juzgador es

mediante un tercero, situado en mejor posición que él, que le proporciona dicha

información. 6 O de manera más específica -cuando la autora del libro referente en

4 En ese sentido el RN. Nº 1658-2014 LIMA -Caso Oyarce-, la Corte Suprema señaló en su 
fundamento trigésimo cuarto que "( ... ) las conclusiones arribadas en las pericias ,zo vinculan al 
Tribunal, las mismas que deben ser valoradas tanto individualmente como en el conjunto probatorio 
general." 
5 Un reciente antecedente de este colegiado en esa lmea se registró en el expediente 299-2017-30. 
6 ÁZQUEZ, Carmen. (Ed.) (2013). Estándares qe-pnieba y prueba científica. Ensayos de �ístemologíá
urídicn. M
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esta materia- se refiere a la práctica de la prueba pericial en general: es muy 

importante que se prevea y de hecho se asuma un rol activo tanto de las partes como del 
propio juzgador a través del principio del contradictorio ( ... )es indispensable aprender a

gestionar la contraposición o los desacuerdos entre los diversos perítos.7 ii) al no instar 

el debate, el juez se convierte en un metaperito, a la usanza del brocardo iudex 

peritus perítorum (el juez es perito de peritos) cuya vigencia en nuestros tiempos 

es altamente dudosa estando al creciente y vertiginosó avance de la ciencia y la 

técnica a inicios del siglo XXI, iii) la prueba pericial apreciada en su conjunto fue 

decisiva para establecer la condena, iv) la omisión del debate en ese sentido 

configura un perjuicio específico y concreto a la parte afectada, v) si bien la parte 

afectada intentó vía la presentación de un "informe ampliatorio de un perito 
criminalístico forense en formulacíón de retrato hablado y homologación de rasgos 

faciales// 

-a folios seiscientos sesenta y dos y siguientes- controvertir este tema en la fase 

de impugnación, empero las normas de admisión de prueba en segunda 

instancia no permitían su incorporación, aunque ello tampoco solucionaría la 

omisión detectada en primera instancia, vi) la omisión del juez no fue objeto de 

reclamo por las partes enfrentadas en juicio: Ministerio Público y defensa técnica, 

(vii) es parte de los agravios la denuncia de la omisión de debate.

46. Ciertamente no toda vulneración de normas procesales importa indefensión,
para ello se requiere "i) que se haya infringido una norma procesal, íi) que exista

privación o limitación de oportunidades de defensa, entendiendo por tales las consistentes
en realizar alegaciones o en proponer y practicar pruebas, iii) que la indefensión no sea

imputable al que la sufre, de modo que la prueba de la indefensión corre a cargo de este:

asimismo debe determinarse en cada caso el grado de dilígencía exigible al justiciable o a

su abogado, iv) que la privación o limitación de la defensa no haya quedado
posteriormente sanada, v) que se ponga de manifiesto no solo la limitación o privación

sino además el contenido que hubiera tenido lo preterido, esto es, que se demuestre la
indefensión material, vi) que la privación o limitación haya tenido incidencia efectiva en

el fallo" (TERESA ARMENTA DEU, citada por CÉSAR SAN MARTÍN CASTRO en La

declaración del imputado. Ponencia presentada en el II Pleno Jurisdiccional de la

Sala Penal Nacional. 2018). Se colige que todas la exigencias de la cita se cumplen

en el caso de autos, siendo esencial la negación de practicar la prueba en la forma

determinada por ley, esta omisión no ha sido sanada, estando vigente la
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indefensión material, siendo que esta omisión ha sido gravitante para la 

adopción del fallo en sus extremos condenatorio y absolutorio, ambos 

impugnados. 

47. La declaración de nulidad absoluta a su vez impide el ejercicio de la facultad

integradora de la Sala de Apelaciones, atendiendo al caso en específico, se ha

suscitado ante el incumplimiento de un mandato legal de llevar a cabo una

actuación procesal, omisión que no resultaba subsanable en ésta instancia

superior; pues además de no encontrarse habilitada por la ley, de realizarse su

valoración "equivaldría al pronunciamiento de un juez de instancia, y al ser emitido por

una Sala de Apelaciones, tendría como efecto impedir a las partes perjudicadas el acceso a

un recurso efectivo como el de a�lacíón para hacer valer sus pretensiones impugnatorias,

atentándose contra el principio de la doble instancia" tal corno se sostuvo en el

precedente de ésta Sala Superior en el cuaderno incidental 23-2016-40.

48. Una nulidad de carácter insubsanable -artículo 150º literal d) del CPP- tiene grave

trascendencia, porque afecta también el derecho al debido proceso de las partes

procesales, en este caso representado por los recurrentes. Las consecuencias que

acarrea esta declaración es la anulación de todos sus efectos hasta el momento en

que se produce el vicio -artículo 154º.1 del CPP-, debiendo retrotraerse el estado al

momento en que se produjo el vicio a f
i

n que se cumpla con su subsanación;

debiendo producirse el reenvió a un Juzgado diferente -artículo 426º del CP, manda

que no intervengan los jueces que conocieron del caso anulado- a fin que llevando a cabo

un nuevo juicio oral y se emita sentencia sujetándose al debido proceso. Respecto

de la situación jurídica de los sentenciados VICENTE DAVID SOTERO VELÁSQUEZ,

PABLO CÉSAR EsPINOZA EVARISTO, LUIS EMILIO IGLESIAS DIBULGA, revisado el

cuaderno de debates y el judicial no se cuenta con información alguna respecto a

la situación procesal cautelar de los referidos apelantes hasta, antes de emitirse la

sentencia recurrida; pues el efecto retroactivo previsto en el artículo 154.2 del

CPP obliga a reponer al estado procesal en que produjo el vicio o error; en

consecuencia, el Juzgado Colegiado que se conforme para el nuevo juicio, debe

resolver dicha situación en función a la información no disponible en este

momento para la Sala Superior.

49. EFECTOS EXTENSIVOS DE LA NULIDAD. Nuestro sistema de impugnación ha

revisto que en casos de pluralidad de coirnputados la impugnación de uno de

ellos favo, ecerá a los demás, siempre y cuando los motivos en que se---f�p.de no 
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sean exclusivamente personales -artículo 408º.1 del CPP-. En este pronunciamiento, 

la razón que lleva a este colegiado a declarar la nulidad de la resolución apelada, 

se ampara en la infracción al debido proceso penal, esto es, no se motiva en 

razones personales; por lo tanto la nulidad se irradia también a todos aquellos 

que de haberse llevado a cabo la actuación probatoria omitida hubiera podido 

cambiar el sentido de la sentencia de instancia, en esa línea también es 

comprendido el absuelto JULIO WUILFREDO CASTRO ESCOBAR respecto del cual 

también debe realizarse nuevo juicio oral a cargo de otro juzgado colegiado. 

50. La declaración de nulidad en el extremo aludido sustrae a ésta Sala de

pronunciarse sobre los agravios específicos deducidos por los recurrentes

VICENTE DAVID SoTERO VELÁSQUEZ, PABLO CÉSAR ESPINOZA EVARISTO y LUIS

EMILIO IGLESIAS DIBULGA, así como los deducidos por el Ministerio Público

respecto al absuelto JULIO WUILFREDO CASTRO EsCOBAR.

§ JUICIO DE FAVORABILIDAD EN LA DETERMINACIÓN DE LAS SANCIONES PENALES.

PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. PRINCIPIO DE LEGALIDAD.

51. Aun cuando no forme parte de los agravios de los recursos de apelación, en

anterior pronunciamiento8 esta Sala de Apelaciones atendiendo al sentido

interpretativo expuesto en la ejecutoria suprema vinculante RECURSO DE NULIDAD

NÚMERO 3864-2013 -expedida por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia-,

ha dejado sentado que sobre el tribunal superior recae la obligación legal de

evaluar que el margen concreto de las penas hayan sido impuestas de manera

congruente y proporcional por el juzgado de primera instancia.

52. Esta gradación resulta imperativa, debido a que la determinación de la pena

en su etapa de individualización concreta, define el estándar cualitativo y

cuantitativo de la sanción que deberá cumplir el condenado en base a las

circunstancias atenuantes o agravantes que concurran en el caso sub judice y que

permitirán identificar la mayor o menor gravedad del hecho punible cometido,

así como la mayor o menor intensidad de la culpabilidad que alcanza a su autor

o partícipe. Asimismo el precedente vinculante mencionado señala: "( ... ) al

tratarse de penas conminadas conjuntas, la pena concreta debe quedar integrada por todas

las penas principales consideradas para el delito cometido y aplicadas sobre la base de las

8 elación de sentencia del caso "Gerson Gálve� Calle y otros", expediente número �60::2Ó14-
5 5001-JR-PE-01. ( .,/ ,/ . 
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mismas circunstancias o reglas de reducción por bonificacíón procesal concurrentes. De 

tal forma que el resultado punitivo debe fijar la extensión y calidad de cada una de las 

penas conjuntas en función al mismo examen y valoracíón realizados por el órgano 

jurisdiccional. ( ... ) no es explicable ( ... )que la pena privativa de libertad sea por debajo 

del mínimo legal; que la pena de multa sea equivalente al mínimo legal y que la pena de

inhabilitación alcance máximo legal"; es decir, si la pena privativa de libertad ha 

sido graduada en el extremo mínimo, las penas accesorias a ella también deben 

ser graduadas en esa medida, correspondiendo ser examinadas en el caso en 

concreto. 

53. La corrección se justifica en razón de que toda respuesta punitiva estatal, -las
penas privativas de libertad, restrictivas de libertad, limitativas de derechos y multa- deben

estar graduadas en virtud del grado de reprochabilidad del injusto cometido, por

lo que, de no observarse las indicadas reglas, sin importar el tipo de sanción de la

que se trate, estaríamos ante una respuesta injustificadamente disminuida o

arbitrariamente excesiva de la potestad punitiva estatal, autorizándose de esta

manera a la Sala de Apelaciones para que las pueda adecuar conforme a ley, con

base al artículo 409º.2 del CPP.

54. En la recurrida se impusieron las siguientes penas:

PENA 
CONDENADOS PRIVATIVA DE MULTA INI IA BILITACfÓN 

LIBERTAD PRINCIP A T. (art. 36, 
inc. 2 y 4)

EDUARDO JUAN 18años y4 241 días-multa 3 años y 8 meses 
SALDARRIAGA VEGA meses (S/. 1,506.25) 

ANTHONY ABEL 18 años y 4 241 días-multa 3 años y 8 meses 
GONZALES MOGOLLÓN meses (5/. 1,506.25) 

CARLOS ALBERTO PAZOS 18 años y4 241 días-multa 3 años y 8 meses 
SILVA meses (S/. 1,506.25) 

55. El juzgado de instancia motivó dicha pena concreta basado en que los tres

primeros presentan circunstancias atenuantes pues carecen de antecedentes

penales -inciso 1, literal a) del artículo 16º del CP-; mientras que según sus condiciones

personales -literal a) del artículo 45º del CP-: EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA (sólo

estudió hasta cuarto de primaria), ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN y

CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA (tienen secundaria completa). También presentan/- ✓---

una circunstancia agravante -lirer
r 

inciso 2 del artículo 46• del CP- de realiz;tr!á
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conducta punible abusando de su oficio de buzos. Por éstas razones determinó 
su pena en el tercio medio, el cual computó: dieciocho años y cuatro meses a 
veintiún años y ocho meses (pena privativa de la libertad); desde doscientos 
cuarenta y un días-multa en el valor diario de 25% de un monto mensual de 
setecientos cincuenta soles (pena de multa); desde tres años y ocho meses de la 
inhabilitación (pena limitativa de derechos). 

56. Ésta Sala de Apelaciones aprecia que la aplicación de circunstancias
atenuantes y agravante es conforme a derecho, sin embargo, advierte que la pena
ha sido determinada en el extremo superior del tercio inferior el mismo que
respectivamente comprende9

: para la pena privativa de la libertad, 180 meses a
220 meses (equivalente a 18 años y 4 meses); para la pena de multa, 180 días a
241.6 días; para la pena de inhabilitación principal, 6 meses a 44 meses
(equivalente a 3 años y ocho meses). Es decir, a pesar que el Juzgado Penal
Colegiado argumenta que la pena a imponer se ubica en el tercio medio, las ha
fijado en el techo máximo del tercio inferior. En este contexto opera la
prohibición de "reforma peyorativa", (que) significa, según Claus Roxin, que la
sentencia no puede ser modificada en perjuicio del acusado, en la clase y
extensión de sus consecuencias jurídicas, cuando sólo ha recurrido el acusado o
la Fiscalía a su favor (Derecho Procesal Penal, Editores Del Puerto, Buenos Aires,
dos mil, página cuatrocientos cincuenta y cuatro). La interdicción de
la ref ormatio in peius forma parte del régimen de garantías legales de los
recursos, en cuya virtud los pronunciamientos de la sentencia que no hayan sido
impugnados por las partes -en especial por .la parte recurrente- quedan excluidos
de toda posibilidad de revisión por parte del órgano jurisdiccional superior, por
consiguiente, no es posible un pronunciamiento más gravoso para el recurrente,
salvo si corresponde mejorar su situación jurídica (está demás reiterar que la
sentencia que resuelve el recurso debe respetar en todo caso los límites de la
correlación entre la acusación y el fallo de la sentencia que se exige para la
instancia anterior]. Como tal, esa limitación está conectada, de un lado, al
derecho a la tutela jurisdiccional, y, de otro, al derecho de defensa, en su
vertiente negativa de prohibición de la indefensión. Su incumplimiento no es
otra cosa que una modalidad de incongruencia procesal. Acuerdo Plenario 5-
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· 2007 /CJ-116. Fundamento 7. No habiendo impugnado el Ministerio Público las

penas deben permanecer inmutables al existir apelación únicamente de los

sentenciados.

§ IMPOSICIÓN DE LAS COSTAS EN SEGUNDA INSTANCIA

57. El artículo 505º del CPP regula que el pago de las costas procesales serán

pagadas por quien interpuso un recurso sin éxito. Asimismo, conforme al

artículo 498º .1 del CPP, las costas estarían constituida por: "( ... ) b) Los gastos
realizados durante la tramitación de la causa; e) Los honorarios de los abogados de la 
parte vencedora, y de los peritos oficiales, traductores e intérpretes, en caso no 
constituyan un órgano del sistema de justicia, así como de los peritos de parte( ... )". 

58. En el presente caso no han alcanzado éxito alguno los recursos impugnatorios

de la defensa técnica de EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA, ANTHONY ABEL

GONZALES MOGOLLÓN y CARLOS ALBERTO p AZOS SILVA, por lo que sobre estos

condenados recae el cumplimiento de la condena de costas procesales, la cual

será regulada en ejecución de sentencia.

111. DECISIÓN:
POR ESTOS FUNDAMENTOS LOS MAGISTRADOS INTEGRANTES DE LA SEGUNDA SALA 

PENAL DE APELACIONES NAOONAL EN ADICIÓN A SUS FUNOONES SALA PENAL 

ESPECIALIZADA EN DELITOS ADUANEROS, TRIBUTARIOS, DE MERCADO Y 

AMBIENTALES, RESUELVEN: 

1.) DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación de la defensa técnica de

EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA, ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN 

y CARLOS ALBERTO PAZOS SILVA, en el extremo de la sentencia sin número

de fecha once de abril de dos mil dieciocho emitida el Juzgado Penal 

Colegiado Nacional Corporativo que por unanimidad, los condena como 

coautores y responsables de la comisión del delito contra la salud pública, en 

su modalidad de tráfico ilícito de drogas, previsto en el inciso 6 y 7 del 

artículo 297º concordante con el artículo 296º, tipo base, del Código Penal, en 

agravio del Estado Peruano; E impusieron de modo solidario el pago de 

setecientos sesenta y tres mil soles por concepto de reparación civil a favor 

del Estado Peruano; en consecuencia,� CONFIRMARON éste extremo de la 

-====,��=- entencia recurrida 
[_ · . ..____ . , �/., ,,.. 
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2.) DECLARAR NULA la sentencia sin número de fecha once de abril de dos 
mil dieciocho emitida por el Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo, 
en el extremo que resolvió por mayoría CONDENAR a VICENTE DAVID SOTERO

VELÁSQUEZ, PABLO CÉSAR ESPINOZA EV ARISTO Y LUIS EMILIO IGLESIAS 

DIBULGA como coautores y responsables de la comisión del delito contra la 
salud pública, en su modalidad de tráfico ilícito de drogas, previsto en el 
inciso 6 y 7 del artículo 297º concordante con el artículo 296º, tipo base, del 
Código Penal, en agravio del Estado Peruano; y se le impuso dieciocho años 
y cuatro meses de pena privativa de la libertad, doscientos cuarenta y un 
días-multa equivalentes a un seis mil cuatrocientos veinticinco soles con seis 
céntimos, tres años y ocho meses de inhabilitación conforme al articulo 36º

incisos 2 y 4 del Código Penal. E impusieron de modo solidario a los 
sentenciados el pago de setecientos sesenta y tres mil soles por concepto de 
reparación civil a favor del Estado Peruano. Ordenaron el decomiso de los 
bienes incautados a VICENTE DAVID SoTERO VELÁSQUEZ a razón de trescientos 
cincuenta soles y que sea entregado al Estado. 

3.) DECLARAR NULA la sentencia sin número de fecha once de abril de dos 
mil dieciocho emitida por el Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo, 
en el extremo que resolvió por unanimidad ABSOLVER a JOSÉ WUILFREDO

CASTRO ESCOBAR en el proceso que se le sigue por comisión del delito contra 
la salud pública, en su modalidad de tráfico ilícito de drogas, previsto en el 
inciso 6 y 7 del articulo 297º concordante con el artículo 296º, tipo base, del 
Código Penal, en agravio del Estado Peruano. 

4.) DISPONER la realización de un nuevo juicio oral respecto a los coimputados 
VICENTE DAVID SoTERO VELÁSQUEZ, PABLO CÉSAR ESPINOZA EVARISfO, LUIS 

EMILIO IGLESIAS DIBULGA y JULIO WUILFREDO CASTRO EsCOBAR, a cargo del 
Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo conformado con jueces 
distintos a los que intervinieron en el juicio oral anulado. DEBIENDO 
resolverse la situación jurídica de los tres primeros imputados a la 
brevedad posible conforme a lo argumentado en la parte final del 
fundamento 48 de la presente. 

5.) PREVINIERON al abogado defensor MIGUEL GALAGARZA TERAN a llevar a / _/ 
✓• 

cabo la defensa técnica de sus patrocinados en sujeción al ordenamient9., ... / 
,•·· --- ..-

procesal penal vigente, por las razonés expü\stas en el funda� t) 54 dé la

� ....• \ 
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presente resolución; bajo apercibimiento de remitirse copias al Colegio de 
Abogados que corresponda. 

6.) CONDENAR al pago de costas procesales generadas como consecuencia del 
recurso de apelación interpuesto por los sentenciados vencidos en juicio: 
EDUARDO JUAN SALDARRIAGA VEGA, ANTHONY ABEL GONZALES MOGOLLÓN 

y CARLOS ALBERTO p AZOS SILVA; costas que serán liquidados en ejecución de 
sentencia. 

REGÍSTRESE, NOTIFÍQUESE y DEVUEL V ASE.-

SS. 

SAHUANAY CALSÍN 
: 1. 

LEóNYARANGO 

QUISPE AUCCA 
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Delito de conspiración al favorecimiento del 
tráfico ilícito de drogas. 

Sumilla.- "La conspiración consiste en 
declarar punibles determinados actos 
preparatorios; por tanto, incorpora una forma 
de participación intentada en el delito en 
rigor, coautoría anticipada: la conspiración 
para favorecer el tráfico ilícito de drogas, que 
en buena cuenta es un forma anticipada del 
acuerdo común necesario para la autoría, que 
por lo demás pierde su relevancia específica 
si los autores pasan a la ejecución del delito". 

SENTENCIA Nº 10-2018 

RESOLUCIÓN Nº DIECINUEVE.-

Lima, h·ece de noviembre de dos mil dieciocho.-

AUTOS, VISTOS Y OÍDOS; en 
audiencia pública de apelación de sentencia, el expediente Nº 00033-2015-
19-5001-JR-PE-03, en el extremo seguido conh·a WILMER EDUARDO

DELGADO Ruíz, SENOBIO SALAZAR LÁPIZ y HUGO LINO SALAZAR LÁPIZ,

como coautores del delito conh·a la salud pública - Conspiración para el
Tráfico Ilícito de Drogas, en agravio del Estado, el mismo que ha sido
pJpv;:irfñ ;:i ec:t;:i inc:t;:inr;�n n-i-,.�;::;- rfo "'.,...º1"',..;,.;..., ,-t,.. ... �,..;

.._ 

- ---
- - - ----- .. --- -� ...... -... �---_ ...... o ... -....... - ............. '""Y"",1.L,C._..J...., ...... "'""" ,.:,\,,...LlL\,,,...l''-"'-"· 

l. ANTECEDENTES:

l. Extremos de la resolución objeto de los recursos de apelación.

Con fecha veinticinco de abril de dos mil dieciocho, los Jueces integrantes 
del Juzgado Penal Colegiado Nacional Corporativo emiten la sentencia 
mediante resolución número seis -folios 437 ni 487 del Tomo l del Cunderno de Debnte­

cuyos exh·emos de la parte resolu

r

·'-1 w01an sido objeto de los recursos 
de ap

:
lación, son los siguientes, 

) 

-+" .. · :;;<¡
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CONDENANDO a los acusados WILMER EDUARDO DELGADO RUÍZ, (Ri'<' 1·11 nir,·I'!. 
i11tcrno <'11 el P,·,wl di· A11cci11 I) de nacionalidad peruana, identificado con DNI Nº43395535, 
natural del Distrito de Bellavista, Provincia de Callao y Departamento de Lima, nacido el 
28 de febrero de 1980, con 38 años de edad, hijo de doña María Catalina y de don Julio 
Eduardo, grado de insh·ucción Superior, de estado civil soltero, con domicilio real sito en 
Pasaje Los Floripondios Mz. Q2- Lt.1 Asentamiento Humano H. )osé Botteri.n, distrito 
Callao, provincia Callao; SENOBIO SALAZAR LÁPIZ, m¡•u 1·11 t"iirccl. i11/'erno 1•11 l'i l'c11,1/ 
rle A11có11 /j, de nacionalidad peruana, identificado con DNI Nº41038043, natural del 
Distrito de Pariahuanca, Provincia de Huancayo y Departamento de Junín, nacido el 05 
de mayo de 1974, con 43 años de edad, hijo de don Francisco y doña Eva, grado de 
instrucción Secundaria Completa, de estado civil soltero, con domicilio real sito en Centro 
Poblado Nueva Libertad, distrito de Pangoa, provincia de Satipo, Departamento de 
Junín. HUGO LINO SALAZAR LÁPIZ, (Reo 1•11 l'iirl'cl, i11h'm<' ,·11 d P,•,rn/ dr 1\11ni11 /J. de 
nacionalidad peruana, identificado con DNI Nº43951650, natural del Distrito de 
Pariahuanca, Provincia de Huancayo y Departamento de Junín, nacido el 08 de 
noviembre de 1980, con 37 años de edad, hijo de don Víctor y doña Eva, grado de 
insh·ucción Secundaria Completa, de estado civil soltero, con domicilio real sito en Centro 
Poblado Nueva Libertad, distrito de Pangoa, provincia de Satipo, Departamento de 
Jwún; como CO-AUTORES del delito contra la Salud Pública - Conspiración para el 
Tráfico Ilícito de Drogas, tipificado en el artículo 296º del Código Penal - último párrafo, 
vigente a] momento de los hechos y como tal se les IMPONE: 

a) WILMER EDUARDO DELGADO RUIZ a OCHO AÑOS Y CUATRO MESES de 
pena privativa de libertad efectiva, descontándose de la núsma el período en el cual
estuvo privado de su libertad, es decir, desde su detención el día veintidós de octubre del 
año dos mil quince, vencerá el veintiuno de febrero del dos mil veinticuatro.

b) SENOBIO SALAZAR LÁPIZ Y HUGO LINO SALAZAR LÁPIZ a SEIS AÑOS
OCHO MESES de pena privativa de libertad efectiva, descontándose de la misma el
período en el cual estuvo privado de su libertad, es decir, desde su detención el día
veintisiete de octubre del dos mil quince, vencerá el veintiséis de junio del dos mil
veintidós.

Así también se impone a WILMER EDUARDO DELGADO RUÍZ, la pena de CIEN 
DÍAS MULTA, lo que equivale a la suma de mil cuatrocientos dieciséis con 21/100 soles; 
en el caso ele los sentenciados SENOB!O SALAZAR LAP!Z y HUGO L!NO SALAZ.A.R 
LÁPIZ, la pena de OCHENTA DÍAS MULTA equivale a la suma de ochocientos soles. 

Igualmente se impone la suma de DOSCIENTOS MIL SOLES, el monto que, por 
concepto de REPARACIÓN CIVIL a favor del estado peruano agraviado, 
correspondiente dicha reparación al daño extrapatrimonial que se ha ocasionado al 
Estado agraviado, monto que deberá ser cancelado por TODOS los condenados en el 
presente proceso en forma solidaria. 
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2. Luego de haberse declarado bien concedidos los recursos impugnatorios
interpuestos, se notificó a las partes para que ofrezcan nuevas pruebas; sin
embargo, ninguna cumplió en hacerlo, por lo que no obrando ningún
medio probatorio para verificar su admisibilidad, se convocó a audiencia
de apelación de sentencia la que se desarrolló conforme a las reglas
establecidas en el Código Procesal Penal-Decreto Legislativo Nº 957 -c11 

ndelm1te CPP-. 

3. Habiéndose ratificado las defensas técnicas de los sentenciados WILMER

EDUARDO DELGADO Ruíz, SENOBIO SALAZAR LÁPIZ y HUGO LINO SALAZAR

LÁPIZ en sus recursos de apelación. Seguidamente las partes formularon
sus correspondientes alegatos de apertura, y no habiendo ofrecido
pruebas nuevas ninguna de las partes en la etapa de oralización, se
procedió a preguntárseles a los sentenciados si harían uso de su derecho a
guardar silencio, siendo el único que pidió el uso de la palabra, el seüor
Senobio Salazar Lápiz, por lo que se procedió a interrogársele, para que
luego los sujetos legitimados emitieran sus correspondientes alegatos de
clausura y en la parte final se dio oportunidad a los sentenciados Wilmer
Eduardo Delgado Ruíz, Senobio Salazar Lápiz y Hugo Lino Salazar Lápiz
para que realicen su defensa material, por lo que conforme al estado del
proceso, corresponde dictar sentencia absolviendo el grado. Interviene
como directora de debate y ponente la señora León Yarango.

4. PRETENSIONES IMPUGNATORIAS Y POSICIÓN DE LAS PARTES RESPECTO DE

LOS EXTREMOS APELADOS.- Las partes concurrentes al acto de audiencia, en
sus intervenciones orales han sustentado sus posiciones respecto a cada
extremo apelado corno a continuación se detalla:

SO!lRE LOS EXTREMOS_CONDF.NATORIOS 

EN RELACIÓN A LOS CONDENADOS SENOBIO SALAZAR LÁPIZ Y HUGO LINO 

SALAZAR LÁPIZ. 

4.1. LA DEFENSA TÉCNICA DE LOS SENTENCIADOS 

i. PRETENSIÓN IMPUGNATORIA.- Solicita que se declaren fundados sus
recursos de apelación y se revoque la sentencia condenatoria en todos sus
extremos, absolviendo a sus patrocinados.
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ii. ALEGATO DE APERTURA.- Señaló que existe insuficiencia probatoria,
toda vez que sus patrocinados han sido sentenciados sin ninguna prueba
objetiva que los sindique como conspiradores para favorecer al h·áfico
ilícito de drogas, dado que los testigos que presentó el Ministerio Público
ni los reconocen, así como tampoco han sido capturados con droga, ni se
les encontró teléfono alguno, pero según el Ministerio Público han
participado protegiendo las pistas; sin embargo, el señor Hugo Salazar
Lápiz ha sido condenado sólo por una llamada y el señor Senobio Salazar
Lápiz por cuah·o llamadas. Durante la comunicación que sostuvieron este
último acusado con su coacusado el ex teniente del ejército, se le dijo que
"tienes que enviarme la plata, tienes que ver que los carros salgmi" que según el
Ministerio Público eran unas avionetas; por oh·o lado, no se ha tomado en
cuenta que sus pah·ocinados se han presentado solos a la autoridad, luego
de haber tenido una conversación con el fiscal, quien le indicó que debían
venir a Lima, pese a que refirieron no conocer la capital, ya que son
agricultores nativos del VRAEM.

iii. ALEGATO DE CLAUSURA.- Refirió que sus pah·ocinados han sido
sentenciados sin pruebas que puedan acreditar de manera fehaciente y
objetiva su responsabilidad penal en el delito que se les imputa, siendo
que Senobio Salazar Lápiz ha sido sentenciado por cuah·o llamadas las
que en realidad no considera relevantes, puesto que el contenido no lo
vincula con el delito que se le imputa. Asimismo, en cuanto al señor Hugo
Salazar Lápiz también se le sentencia por una sola llamada de dieciséis
segundos que tampoco considera relevante para vincularlo con el delito
por el que se le imputa; por otro lado, nunca se intervinieron las
aeronaves bolivianas que tanto aluden en la sentencia, así como tampoco
se ha intervenido droga alguna. Los números telefónicos que se les
atribuyen a sus patrocinados, tampoco estarían a su nombre ni fueron
uhlizados por los 1 rnisrnos, pot lo que no se han enconh·ado pruebas que
demuestren que sus patrocinados hayan cometido el delito de
co1ispiración; máxime si se toma en cuenta la manera en que ambos
fueron intervenidos, ya que se presentaron ante la autoridad
correspondiente por solicitud del fiscal. La muesh·a tomada de sus voces
por el perito es ilegal, porque ellos nunca han otorgado muesh·a alguna,
existiendo dudas razonables de que ellos hayan sido, así como de donde
han sacado sus voces para poder ser analizadas, vulnerando así su
derecho a la defensa. Respecto a Hugo Salazar Lápiz, existe sólo una
llamada telefónica con su coacusad9�i1mer Delgado Ruíz, por lo qge 
conside
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tampoco depósitos a sus nombres; además, señala que los relacionan a sus 
pab:ocinados con el delito, porque la cuñada de Senobio Salazar Lápiz 
llama desde un teléfono celular a la empresa de DIRECT TV para reportar 
una falla, enh·egando los nombres de sus pah·ocinados como titulares del 
servicio; aparte de ello, nadie los acusa, ni tienen ninguna relación con el 
delito que se les imputa, ya que ellos siempre se han dedicado a 
actividades relacionadas con la chacra. En cuan to a Senobio Salazar Lápiz, 
indicó que se le sentencia sólo por cuah·o llamadas, en las cuales habría 
coordinado para el acopio de la droga, lo cual no ha sido probado, así 
como tampoco las coordinaciones que supuestamente realizaba para el 
aterrizaje y embarque de la droga, menos aím se le ah·ibuye haber 
realizado depósitos. Siendo sólo unas simples escuchas que estarían 
poniendo en tela de juicio su inocencia, porque el perito en su análisis en 
realidad para los dos ha indicado lo mismo. 

iv. AUTODEFENSA DEL APELANTE SENOBIO SALAZAR LÁPIZ.- Indicó estar
de acuerdo con lo expuesto por su defensa técnica, asimismo que es 
agricultor y no tiene ningún vínculo con el delito que se le imputa, que
cuando intervinieron su domicilio no enconh·aron nada que lo incrimine
al delito y que solo el fiscal dejó un número para que él se comw1ique a
fin de recuperar sus documentos que se habían llevado, es la única razón
por la cual él se había presentado ante la justicia; por oh·o lado, aduce que
no lo conoce al señor Wilmer Delgado Ruíz, y que los ciento b:einta y ocho
soles que tenía al momento de la intervención, han sido producto de su
h·abajo en la chacra; finalmente concluye solicitando que se analice su
situación, porque si fuese cierto que es culpable, él se habría no se habría
presentando voluntariamente, sino por el conh·ai'io hubiese escapado de
la justicia.

v---:--K□TODEFENSA OF.T. APF.1.ANTF.lT
I

JGO I.TNO SAT.AZAR LÁP!Z-.:-L11dicó estar 
de acuerdo con lo expuesto por su defensa técnica, asimismo que ha sido 
intervenido sólo porque acompañó a su hermano Senobio Salazar Lápiz a 
presentarse ante la justicia, solicitando su absolución puesto que es 
inocente de lo que se le acusa, seña_l!;tndo asimismo que es el sustento de 
su familia, específicamente de sus p

'
dre · finalmente concluye solicitando 

que analicen su situación. 
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i. PRETENSIÓN IMPUGNATORIA.- Indicó que considera que deberá
confirmarse la sentencia materia de apelación en los exh·emos que
condena a los apelantes Senobio Salazar Lápiz y Hugo Lu10 Salazar Lápiz.

ii.- ALEGATO DE APERTURA.- Refirió que la sentencia que es mate1ia de 
apelación, se encuenh·a debidamente motivada, no hay vulneración 
alguna respecto a la debida motivación y a la valoración de la prueba 
como pretende aducir la defensa, es más indica que los argumentos de la 
defensa se basan únicamente en la debida motivación y no en la 
insuficiencia probatoria como vienen mencionando ahora, como pru11er 
punto a resaltar; por oh·o lado, señaló que la sentencia impugnada está 
sustentada en múltiples elementos probatorios que han sido debidamente 
actuados en el etapa de juzgamiento de primera instancia y que 
demuestran de manera categórica la participación de los procesados 
apelantes en actos de conspiración para el h·áfico ilícito de drogas, así 
como su responsabilidad penal, lo cual pretende demostrar en el curso de 
la audiencia de apelación. 

iii. ALEGATO DE CLAUSURA.-Indicó que se encuenh·a sorprendido por los 
argumentos de la defensa en sus alegatos de clausura, los cuales difieren
significativamente de los que fueron materia de su recurso de apelación
en donde básicamente se estaba impugnando la motivación, así como la 
valoración de la prueba que se habría efectuado de la sentencia apelada;
sin embargo, consideramos que la misma ha efectuado una debida
valoración de los medios de prueba que son además consistentes y
abundantes, determinando plenamente acreditada la comisión del delito
materia de impugnación, así como la participación y responsabilidad
penal de los apelantes Senobio y Hugo Salazar Lápiz, en virtud de que la
uúormación de inteligencia que daba cuenta de este hecho delictivo fue
corroborada inclusive en la etapa de juzgamiento con la declaración del
comandante EP Eddy Roberto Benítez Sandoval, quien es miembro de la
DIRANDRO, y tomó conocimiento de que los propietarios de esas cinco
pistas de aterrizaje clandestinas en la zona de Cerro Verde, eran los
hermanos conocidos como los Lápiz y efectivamente de las
comunicaciones interceptadas tan:ibi 1 se logró corroborar que el hecho
delictivo había sido cometidó por lo hermanos recw-rentes, donde
Senobio Salazar Lápiz se c{municaba el número 988385592 y Hug�
Sal

�,.

zar Lápiz del número 9f3197222, a número del Teniente del EP/q.u·é
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habían captado, Wilmer Eduardo Delgado Ruíz, para coordinar la 
protección a las pistas de aterrizaje clandestinas así corno la información 
que le brindaba dicho oficial sobre los operativos que realizaba el Ejército, 
ello a efectos de facilitar la salida de las avionetas cargadas con droga, 
evidenciándose en la comunicación Nº 02 del seis de marzo de dos mil 
quince a horas 06:22 -referida n In protección de /ns pistns de nterriznje-, así como la 
comunicación Nº 4 -referida n In protección de lugares ncondicio11ndo do11de se escoudín lo

drogn- y la comunicación Nº 
12 -referida n indirnciones sobre el nterriznje y e111bnrq11c y 

despegue exitoso de m1ionetns desde /ns pistas do11desti11ns, así como coordi11nció11 pnrn realizar In 

construcció11 de otras pistas dn11dcsti11ns-. Además, se cuenta con la comunicación 
Nº 71 enlTe el Teniente EP Wihner Delgado Ruíz con el apelante Hugo 
Salazar Lápiz, de fecha catorce de marzo de dos mil quince, donde 
coordinan sobre operaciones en las pistas de aterrizaje clandestinas y en 
las fechas en las cuales no habría inconveniente para operar; es decir, sin 
operativos de pah·ullaje militares en la zona que lo impidiesen. 

EN RELACIÓN AL CONDENADO WILMER EDUARDO DELGADO RUIZ 

4.3. DEFENSA TÉCNICA DEL SENTENCIADO 

i. PRETENSIÓN IMPUGNATORlA.- Solicitó la revocatoria de la sentencia
condenatoria irnpuesta contra su pah·ocinado Wilmer Eduardo Delgado
Ruíz, a fin que reformándola se absuelva a su patrocinado de la acusación
fiscal y se disponga su inmediata libertad.

ii. ALEGATO DE APERTURA.- Manifestó que probará la insuficiencia
probatoria, puesto que sólo se le condenó en base a los testigos, llamadas
telefónicas y mensajes de texto enh·e su pah·ocinado y sus demás
coacusados; sin embargo, sólo se evidenciaría que está dirigido a
demostrar el-desempei"''10 de su µatrucinado-en la Base Militaren ia cuai""se­
encontraba destacado, más no se podrá presumir una presunta
conspiración al h·áfico ilícito de drogas, y desde esa perspectiva no se
puede colegir que su patrocinado haya cometido el mencionado delito.

iii. ALEGATO DE CLAUSURA.- Refirió que no se ha realizado una adecuada
valoración de los elementos probatorios insertados en JUICIO y
desarrollados en la sentencia; toda vez que si bien obran comunicaciones
telefónicas, las cuales fueron,-:�etidas a w1a pericia acústica cuyo
resultado es el dictamen Nr· 8-2018> el cual hace referencia que existen 
coincidencias fonéticas, no p ·ecisando \el porcentaje, como causalmente si ,,.. 
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lo hace en el caso de Wilfredo Jesús Pancorbo Sayas quien fue absuelto. A 
pesar de que el Colegiado refiere que han sido abundantes 
comunicaciones, solo se han valorado diez, enh·e ellas seis con el acusado 
Senobio Salazar Lápiz, una con el acusado Hugo Salazar Lápiz y las ob·as 
eón Wil.fredo Pancorbo Sayas, las mismas que corresponden al período 
entre marzo y abril de dos mil quince. Asimismo, se tiene que su 
pah·oci.J.1ado Wilmer Delgado Ruíz, solo estuvo en el VRAEM en el área 
de Paquichari hasta fines de enero de dos mil quince, tal como aducen los 
testigos consignados en el punto trece de la sentencia impugnada, siendo 
trasladado a la base de Manzángaro desde febrero hasta octubre de dos 
rrúl quince donde fue detenido. Las investigaciones se realizan de febrero 
a octubre de dos núl quince, periodo en el cual su pah·ocinado ya no se 
encontraba laborando en Paquichari, lugar en donde supuestamente se 
realizaba el traslado de las avionetas cargando droga, así como donde 
presuntamente también se brindaba información a sus coacusados. La 
defensa considera que no se ha realizado w1 razonanúento adecuado en 
virtud a los principios de la lógica y las máximas de la experiencia. 
Además, no se ha acreditado la función de su patrocinado, en tanto él no 
terna acceso a esa :información, a esas coordenadas, toda vez que era un 
simple subordinado. En ese sentido, la defensa considera que se debe 
garantizar el principio de presrmción de inocencia que a la vez es un 
principio constitucional, asirrúsrno agrega que para imponer una 
sentencia condenatoria tiene que existir elementos más allá de la duda 
razonable, situación que no se ha evidenciado en el presente caso. 

iv. AUTODEFENSA DEL APELANTE WILMER EDUARDO DELGADO Ruíz.­
Indicó estar de acuerdo con lo expuesto por su defensa pública, asimismo
que sólo ha sido oficial del ejército peruano con la especialidad de 
infantería en apoyo a la policía, que nw1ca ha sido comando como quieren
dejar ver, puesto que es una especialidad de fuerzas especiales, por lo que
está prohibido hacer incursiones o trabajos de inteligencia, ya que siempre
se ha enconh·ado subordinado; es decir, al mando de W1 capitán. No
siendo cierto tampoco que haya brindado seguridad puesto que no se
podía desplazar más que con una orden, más aún si era jefe de pab·ulla
teniendo a su cargo dieciséis soldados y asimismo agrega que nadie ha
deterrrú.nado cuál ha sido su patrón de conducta. Por último, aduce que
no conoce a los hermanos Sal�za-r--b, iz, que es falso que ellos le hayan 
realizado depósitos y que el dinero que e enconh·aba en sus cuentas era 
producto de sus ventas, aÍimismo refie e que siempre ha realizado 
pr, stamos de dinero. Fi.naW1ente, aduce que sólo el capitán jefe de base 
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terúa la información confidencial sobre los operativos y que se las daba 
minutos antes de la salida de la pah·ulla para evitar dicho filtramiento de 
la información, además que él ya no se enconh·aba en el lugar de 
Paquichari en los meses que se llevó a cabo el hecho delictivo. 

4.4. POSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO SOBRE LA APELACIÓN DE WILMER 

EDUARDO DELGADO Ruíz 

i. PRETENSIÓN CONCRETA.- Solicitó que se confirme la sentencia materia 
de apelación en el exh·emo que lo condena como autor del delito de 
conspiración para el tráfico ilícito de drogas en el área del VRAEM. 

ii. ALEGATO DE APERTURA.- Refirió que va demostrnr que este procesado 
en su condición de miembro del ejército peruano, ostentando además el 
cargo de teniente del ejército, ha realizado actos de conspiración para 
favorecer al h·áfico ilícito de drogas, a h·avés de llamadas telefónicas que 
han sido objeto de interceptaciones y que determinan que enh·e los meses 
de junio de dos mil catorce a setiembre de dos mil quince, se 
desempe11aba en diversas unidades del Ejército en el VRAEM, facilitando 
información respecto a los operativos de patrulla, a fin de que circulen 
libremente las avionetas que transportaban droga en dicha zona; además 
se cuentan con diversos medios de prueba, que han sido actuados en la 
etapa de juzgamiento que acreditan la participación y responsabilidad 
penal del acusado Wilmer Eduardo Delgado Ruíz en el delito que se le 
imputa. 

iii. ALEGATO DE CLAUSURA.- Indicó que SÍ existen elementos de prueba 
que detenninan la vinculación del apelante con el delito cometido, en 
tanto las escuchas que fueron autorizadas judicialmente corroboran que el 

_________ _,_e.nie.nte_E�Wilmi>r_Qelgado_Ruiz_brindaba_inf ormación_co1úidencial_de _ _____ _ 
inteligencia militar, io cuaí era útil para ios fines de la urgilll.U,aclón 
criminal, llevando a cabo sus ilícitos desde junio de dos mil catorce a 
setiembre de dos mil quince, lo cual coincide con el período de las 
comunicaciones postuladas en la etapa de juzgarniento, las cuales 
incriminan al teniente que se encontraba destacado en ese momento en las 
bases militares adscritas al Batallón Conh·asubversivo Alto Comaina Nº

79, que eran constituidas por las bases de Mazángaro y Paquichari. Estas 
zonas se encuenh·ai1 cerc�as-.�! lugar de operaciones donde se 
desarrollaba esta organizac}on crimih�l, la cual se valía de las pistas de 
at rrizaje clandestinas parf el h·ru1spoi�r de droga, donde a su vez el rol 
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del Teniente EP Delgado Ruíz era de sum.inish·ar información sobre las 
f�chas de las operaciones y planes de intervención que realizaba el ejército 
como lo eran los operativos de patrullaje en la zona, detectándose dichas 
acciones de su teléfono celular 943197222 desde el cual concertaba con 
Senobio y Hugo Salazar Lápiz la protección de las pistas para el aterrizaje 
de las avionetas. Además, estas comunicaciones permiten determinar los 
pagos que venían efectuando los miembros de esta organización a las 
cuentas bancarias tanto del Teniente EP como de su pareja Frida Tamariz, 
pagos que evidencian que la información brindada era útil, toda vez que 
estos se han realizado en forma continua y permanente en el tiempo. Así 
también se cuenta con la pericia acústica forense, que determina 
coincidencias fonéticas de las muestras analizadas a la voz del condenado 
Teniente EP Wilmer Delgado Ruíz. Por último, de la declaración del 
coronel Juan Ca1·los Rivero Cortijo -1111die11cin del diecisiete de nbril del niio e11 rnrso­
se tiene que el imputado Delgado Ruíz era su subordinado en la Base de 
Paquichar:i y que cada vez que la pah·ulla salía hacer sus operativos a la 
margen izquierda del río, resultaba que la avioneta salía por la margen 
derecha y viceversa y que coincidentemente entre junio a diciembre de 
dos mil catorce no se pudieron realizar con éxito ninguna de los 
operativos en contra de las avionetas que ve1úan transportando droga en 
esta localidad. 

4.5. Posición de la PROCURADURÍA ESPECIALIZADA EN TRÁFICO ILÍCITO DE 
DROGAS respecto de los recursos impugnatorios. 

i. 'PRETENSIÓN IMPUGNAT0RIA.- Al respecto solicitó que la sentencia
impugnada sea c01úirmada en todos sus extremos.

ii. ALEGATO DE APERTURA.- Señaló que se puede apreciar la coordinación
que se ilúiere de las comunicaciones, va a demosh·ar que existe w1 daüo
incluso a la imagen del Estado, pues se advierte que existe w1 miembro
del Ejército vinculado a estas actividades de h·áfico ilícito de drogas, que
nos hace ver como un país, no sólo como primer productor de la hoja de
coca sino que también se está enquistando en algunas esferas de las
autoridades de nuestro país; por oh·o lado, se debe tener en cuenta que
este daño es de naturaleza extrapatrirnonial lo que se ha desarrollado en
la sentencia materia de grado. --.

iii. ALEGATO DE CLAUSUR .- señaló que se ha coadyuvado a demostrar el
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del mismo modo en el acervo probatorio que se ha ido actuando y 
valorando, se reafirma de manera categórica que se ha producido un 
peligro potencial del daño a los intereses del Estado peruano, por eso la 
prueba indirecta ha sido de vital importancia al ser valorada, lo cual ha 
demostrado la responsabilidad penal de cada condenado, siendo estos 
elementos probatorios, los exámenes de los testigos policiales de conh·a 
inteligencia, los efectivos policiales de la DIREJANDRO y en particular la 
declaración brindada por el comandante de los Sinchis de Manzamarí que 
describió las pistas de aterrizaje clandestinas, así como señalaron las 
coordenadas en GPS y las zonas del VRAEM en las que se enconh·aban 
ubicadas; aunado a ello seüala el lenguaje convenido que se utiliza en ]as 
escuchas que se llegaron a oralizar en la etapa de juzgamiento con el fin 
de ocultar el h·áfico ilícito de drogas; del mismo modo hace referencia al 
examen del perito que se ratificó en sus análisis a las voces de los 
condenados, donde concluye que convergen las muesh·as dubitadas con 
las indubitadas tanto cualitativa como cuantitativamente. Por lo que 
considera que de haberse concretado los acuerdos llevados a cabo por los 
sentenciados para favorecer el h·áfico ilícito de drogas, se habría 
producido daños irreversibles, tanto esh·ucturales como funcionales a la 
vida, a la salud física y mental de las personas, mermándose asimismo el 
daño ambiental y que una persona pueda ejercer libremente su derecho al 
bienestar, a la integridad y a realizar un proyecto de vida digna; por 
último, menciona que se ha dañado el prestigio institucional del Estado, 
ya que el Ejército peruano es una institución del Estado, y uno de los 
sentenciados formaba parte del mismo, el cual existe para combatir los 
delitos no para cometerlos, trascendiendo al ámbito internacional, vistos y 
concedidos como un narco estado, ya que el 80% de la cocaína que se 
produce en el Perú, proviene del VRAEM, zona que es de dificil acceso y 
de poca presencia policial, lo cual ha permitido la incursión de carteles 
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confirme la sentencia en todos sus exh·emos, manteniéndose el monto de 
la reparación civil, la suma de 200 000 soles que deberá ser pagado de 
forma solidaria por los condenados y a favor del Estado, resaltando que 
es por daño pah·imonial. 

4.6. DECLARACIÓN EN AUDIENCIA DE APELACIÓN.- Sólo el sentenciado 
Senobio Salazar Lápiz, manifestó su deseo de declarar, indicando que: "Él

mismo se presentó ante la fiscalía de_,JiGrul� a pedido del fiscal que llevaba su 
investigación, siendo detenido junto cr, su herma�o Hugo porque lo acompañó en ese 
mmne

�
.to, asimismo señala que 1

/
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porque su cuñada llamó desde un celular que usaba un tal Evert Ñahui para reportar 
una falla en el servicio; asinúsmo, señala que vivía en Huancayo hasta los 13 años, y que 
migra en el 2005 a la Selva por su escasa economía, siendo que en el 2014 realizaba sus 
actividades dirigidas a cosechar café, cacao y hoja de coca en el distrito de Pangoa, y en 
cuanto a lo último tiene sus recibos de entrega a !NACO; por otro lado, dice que tenía 
una chacra de aproximadamente 4 cuadras, que se la dio la comunidad de Cerro Verde 
entre los años 2005 y 2006 y que él sólo pago su derecho de inscripción; pero luego acota 
que también trabajaba en las chacras de sus vecinos, además dice no conocer al 
sentenciado Delgado Ruíz, asimismo que su zona está a una distancia de 4 horas en bote 
a la Base de Paquicharí, por último aduce que no recuerda su número de celular ni 
haber utilizado el número de celular 988385592." 

Los sentenciados Wilmer Delgado Ruiz y Hugo Lino Salazar Lápiz 
hicieron uso a su derecho a guardar silencio. 

4.7. Delimitación del pronunciamiento de la  Sala de Apelaciones con 
relación al extremo condenatorio y la reparación civil. 

Habiendo escuchado a todos los apelantes que han hecho uso de la 
palabra, exponiendo lo pertinente. Ahora corresponde a esta Sala 
deliberar y evaluar todo lo concerniente al juzgamiento, así como lo que 
se ha expuesto en las audiencias de apelación para efectos del 
pronunciamiento final. Es de tomarse en cuenta la pretensión de los 
impugnantes, en el sentido que solicitan se les revoque el exh·emo 
condenatorio y se les absuelva, por su parte el Ministerio Público solicita 
se le confirme en ese extremo. 

Asimismo la defensa de Wilmer Eduardo Delgado Ruíz, solicita que en el 
extremo de la reparación civil, sea razonable y proporcional, en 
consecuencia solicita la rebaja del monto de la reparación civil en la 
sentencia, por su lado el actor civil solicita que se confirme el exh·emo de 
la reparación civil. 

II.- CONSIDERANDOS

PRIMERO.- PREMISAS NORMATIVAS. 

1.1. DE CARÁCTER PROCESAL. 

El art. 139º de la Constitución señala los princ1p10s y derechos de la 
función jurisdiccional y enh·e estos el inciso 6 menciona la pluralidad de 
instancias. Al respecto el Tribw1al Constitucional ha precisado algunos 
lir:teamientos señalando: ¡s��e un derecho fimda111e11tal que tiene por 
ob;eto garnntizar que las personas, naqtrnles o jurídicas, que participe11 e11 wz 
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proceso judicial tengan In oportunidad de que lo resuelto por un órgano 
jurisdiccional sen reziisado por 1111 órgano superior de ln misma natmnlezn, 
siempre que se linya heclzo uso de Los 1/ledios impugnatorios perti11e11tes, 
formulados dentro del plazo legal"(. . .) En esn medidn, el derecho n ln plurnlidnd 
de ln instnllcin gunrdn tnmbiéll conexión estreclza co/1 el derecho f1111dame11tnl n ln 
defensa, recoHocido en el artículo 139°, inciso 14, de In Constitución". 1 

Asimismo, conforme al artículo 425º del CPP, la sentencia de segunda 
instancia, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 409º enh·e oh·os 
aspectos puede: 

0 Declarar la nulidad, en todo o en parte, de la sentencia apelada y disponer se 
remitan los autos al Juez que corresponda para la subsanación a que hubiere lugar. 
0 Denh·o de los limites del recurso, confirmar o revocar la sentencia apelada. Si la 
sentencia de primera instancia es absolutoria puede referir la absolución a una 
causa diversa a la enunciada por el Juez. 

• Si la sentencia de primera instancia es condenatoria puede dictar sentencia
absolutoria o dar al hecho, en caso haya sido propuesto por la acusación fiscal y el
recurso correspondiente, una denominación jurídica distinta o más grave de la
señalada por el juez de Primera Instancia. También puede modificar la sanción
impuesta, así como imponer, modificar o excluir penas accesorias, conjuntas o
medidas de seguridad.

1.2. DE CARÁCTER MATERIAL. 

El artículo 2º numeral 24 literal "d" de la Constitución Política del Estado, 
así como el artículo II del Título Preliminar del CP, consagran el principio 

de legnlidnd según el cual nadie puede ser sancionado por acto u omisión 
que no esté contemplado como delito por una ley vigente al momento de 
su comisión, ni sancionado con pena no prevista en la ley. 

La norma penal aplicable al caso -post11/ndo e11 el req11eri111ie11to ncusntorio y towndo e11 

rne11tn por el Colegindo e11 In sC11te11cin-, que se enconh·aba vigente al momento de 
----------1a comisión delos hechos, esla1ey que contiene el tipo base regulado en su 

último párrafo del artículo 296º del CP, quedando de la siguiente forma: 

Artículo 296º.- Promoción o favorecimiento al tráfico ilícito de drogas. 

"(. . .) El que to111n pnrte e11 111w co11spimcióu de dos o 111rís perso11ns pnm pro111ova, 
fnvoret·er o fncilitnr el tráfico ilícito de drogas, serñ repri111ido co11 pe11n pri11nti11n de 
libertad 110 111e11or de ci11co 11i 111nyor de diez mios y co11 sese11tn n cie11to vei11le díns-
11111/tn" 1 

1 EXP. N. º 05410-2013-PHC/TC. La Libertad. E..-r.-2-.3
2 Este t,.rtículo ha sido modificado por e)�ículo �� del Decreto Legislativo Nº 982, pu
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blicado el _.,/
veinti ó

\
s de julio de dos mil s iete, ag

/
gando el párrafq al artículo que hacemos alusión. 
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1.3. DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL. 

Al respecto San Martín Cash"o refiere "el derecho n ln tutela jurisdiccio1wl estrí 
contemplndo, indeternzinndnmente, en el nrt. 139º de In Constitución, norma r¡11e 
se limitn n establecer como uno de los "principios y derechos de In fimcióll 
jurisdiccionnl: 3. [. .. ] In tuteln jurisdiccional". No obstante ello, su debida 
conceptualización exige una aproximación amplia, por lo que, de este 
modo, es de afirmar que se h·ata de un derecho-garantía que incumbe 
desarrollar al legislador -sin que le sen dable i11stit11ir 11on11ns exc/11ye11tes de In 11ín 

j11risdiccio11nl {De La Oliva]- y aplicru· al juez, que tiene un contenido complejo, 
de carácter prestacional y de configuración legal -a1111q11e limitado y co11troln/,/e 

j11risdiccio11a/111e11te-, predicable de todos los sujetos jurídicos, y que consiste en 
el derecho a un proceso -de acceso a In justicia, ta11to 11 q11ie11 lw pretendido /11 tu/e/a, 

h1icia11do w1 proceso, como a q11ie11 se defiende fre11te a esa prete11sió11- y, salvo el 
incumplimiento de presupuestos y requisitos procesales, a una sentencia 
sobre el fondo, fundada en derecho, y plenamente ejecutable, para hacer 
efectivos los derechos subjetivos y los intereses legítimos, de naturaleza 
sustantiva"3. 

SEGUNDO.- Fundamentos de la Sala de Apelaciones. 

2.1. Facultades de la instancia superior. 

Al respecto debe señalarse que el art. 419º del CPP contiene la siguienle 
prescripción "la npelnción nb-ibuye n In Snln Pennl Sllperio1·, dentm de los límites 
de ln preteHsión impugnntorin, exnminnr ln resolución rernrridn tmzto e11 In 
declaración de lzeclzos rnnnto en In aplicnción del dereclzo", en este sentido, los 
límites trazados vienen fijados por el principio de congn1encin recursnl, 
concedido como encaje entre lo impugnado y la sentencia o auto emitido 
por el A quo. Es en este contexto, que resulta necesario establecer una 
correlación total entre los dos grandes elementos definidores: la expresión 
de agravios v la decisión iudicial; oor lo tanto, se tiene oue la exnrPsió11 <le 

- .. ., • .a. • .L .L 

agravios determina las cuestiones sometidas a decisión, estando vedado 
pronunciarse fuera del alcance de las pretensiones impugnativas que no 
fueron oportunamente planteadas, en tanto la congruencia es una 
exigencia lógica que debe estar presente en todo proceso, por lo que en la 
presente instancia solo se emitirá pronunciamiento respecto de los 
agravios expresados por los apelantes. 

2.2. ASPECTOS DOCTRINALES DEL DELITO DE CONSPIRACIÓN 

106·10. 

/ 
...., 

3 SAN

�

RTÍN CASTRO, César. DERECHO PROCE3/'t'-(ECCIO��S. Edit. INPECCP. Lima. 2015. Págs.
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La conspirac10n consiste en declarar punibles determinados actos 
preparatorios; por tanto, incorpora una forma de participación intentada 
en el delito en rigor, coautoría anticipada: la conspiración para promover, 
favorecer o facilitar el h·áfico ilícito de drogas, que en buena cuenta es un 
forma anticipada del acuerdo común necesario para la autoría, que por lo 
demás pierde su relevancia específica si los autores pasan a la ejecución 
del delito,➔ 

La "conspiración" exige la participación de dos o más personas, si es sólo 
una, la conducta será atípica. La conspirnción en el caso que nos ocupa 
debe dirigirse a la "promoción y/ o favorecimiento al comercio ilícito de 
sustancias prohibidas", si la concertación delictiva se destina a la comisión 
de oh·os hechos punibles, ha de descartarse el supuesto in examiné. 

La prueba indiciaria se debe enfocar en determinar los antecedentes de la 
conducta de la persona, así como la justificación que brinda cuando el 
imputado es hallado con los elementos necesarios para promover, 
favorecer o facilitar el tráfico ilícito de drogas. 6 

En cuanto a la forma de perfeccionarse de este delito, no necesita de un 
resultado lesivo, tampoco debe ir aparejado con ciertos elementos 
objetivos, bastando la probanza de la rewüón o coordinación de dos o más 
personas con el propósito ventilado en el precepto legal. La agrupación 
debe enconh·arse de forma permanente y continuada en el tiempo, sin 
necesidad de que tome lugar de forma clandestina7

. 

2.3. HECHOS POSTULADOS POR EL MINISTERIO PÚBLICO - CIRCUNSTANCIAS 

PRECEDENTES, CONCOMITANTES Y POSTERIORES8 

2.3.1. CIRCUNSTANCIAS PRECEDENTES.- Se abrió investigación fiscal con fecha once 
---------,de-febrero-dt?-dos-tniI-quirl(:e;-a-ratz-d·e-irJ011naciún-deinteIJ-gencra-rcontTah·,teligeni.:ia...- d..,..-------­

la Policía Nacional del Perú, sobre una organización crinúnai dedicada ai tráfico iiícito cie 
drogas vinculada a miembros del Ejército Peruano de las bases militares instaladas en el 
YRAEM (Bases de Paquichari y Mazángaro, pertenecientes al Batallón Contrasubversivo 

• Recurso de Nulidad N° 4014-2009-Ayacucho, de fecha 24 de junio de 2010 emitida por la Sala 
Penal Permanente. 
5 PEÑA CABRERA FREYRE, Alonso Raúl. (2014). Derecho penal parte especial. Lima. IDEMSA. p. 87. 
6 Recurso de Nulidad N° 29-2017, de fecha 28 de marzo de 2017 emitida por la Sala Penal
Permanente. 
7 Ibídem. p. 88. 
8 Auto de Enjuiciamiento resolución número 32 de feGl:ta 16 de marzo de 2018 folios 1 al 100 del 
Cuaderno\de Debate. 1/ ',\ 
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Alto Comaina Nº 79, ubicada en Satipo - Junín), los cuales estarían brindado información 
para facilitar el tráfico ilícito de drogas. Luego de que se llevaron a cabo las acciones de 
investigación dispuestas por el Ministerio Público, se logró identificar a los miembros de 
la_ organización criminal como: el alías "Bebe" como Jefe, Senobio Salazar Lápiz (a) 
"Clinto", Hugo Lino Salazar Lápiz (a) "Lrípiz", Wilfredo Jesús Pancorbo Sayas, Arcenio 
Fisher Salazar Lápiz (a) "Chino" y el Teniente E.P. Wi!mer Eduardo Delgado Ruiz (a) 
"Wil111er/Negrof[11ge11iero/Mo11tmio/Merec11111bce", "Milton 1" y "Milton 2", "Luna Brandon", 
"Edgar o Caballo", "Wilmer", "Huaralino" y "Promo", estos últimos en proceso de 
identificación, quienes han operado como organización criminal dedicada al 
favorecimiento del tráfico ilícito de drogas durante los meses de junio de dos mil catorce 
a octubre de dos mil quince, cumpliendo sus roles con el fin de planificación y ejecución 
de las acciones de acopio y exportación de droga desde el VRAEM, mediante el uso de 
aeronaves (avionetas), las cuales operan desde los campos aéreos no controlados -e11 

ndélnntc CANCs-, ubicados en las localidades de San Miguel del Ene, Nuevo Libertad, 
Mazángaro, Puerto Ene, Puerto Embarcadero, Cerro Verde, Paquichari, Pueblo Olvidado, 
Boca Mantaro, Santa Rosa y Remolino, pertenecientes al distrito de San Marttn de 
Pangoa, provincia de Satipo, departamento de Junín, jurisdicción del VRAEM 
(actualmente al distrito de Vizcatán del Ene), poseyendo las pistas de aterrizaje 
clandestinas -c11 ndeln11tc PACs- a las cuales les brindan protección, mantenimiento, 
acondicionamiento y se encuentran al servicio de la organización, siendo que el Teniente 
E.P. Wilmer Eduardo Delgado Ruiz de servicio en las Bases de Paquichari y Mazángaro, 
adscritas al Batallón Contrasubversivo Alto Comaina Nº 79, se ha involucrado 
proporcionando información de inteligencia militar, útil y de carácter secreto, para el 
cumplimiento de los fines de la organización, esto es favorecer a la conspiración al tráfico 
ilícito de drogas. 

2.3.2. CIRCUNSTANCIAS CONCOMITANTES.- Se llevó a cabo el operativo policial 
para la detención preliminar de los integrantes de la organización criminal denominado 
"Soldado", ello en merito a la resolución judicial número uno del veinte de octubre de 
dos mil quince (Exp. Nº 33-2015) expedido por el Segundo Juzgado de Investigación 
Preparatoria Nacional, con el siguiente resultado: n) El día veintidós se detuvo al 
investigado Wilmer Eduardo Delgado Ruiz, en circunstancias que se encontraba 
ejerciendo sus funciones dentro de las instalaciones del Batallón Contraterrorista -Alto 
Comaina Nº 79- ubicado en el kilómetro 2.5 de la carreta marginal Satipo - Manzamari, 
por haber violado sus deberes de función, proporcionando información de inteligencia 
miliiat a la org<111ú.adún, favurt't:it'11do dt' t':;i:a mc:111t'ra d i:rMicu ilít:ii:u Je dru�a:.; ;,; d Jía 
veintitrés de octubre de dos mil quince se realizó el allanamiento de la vivienda de 
Senobio Salazar Lápiz, ubicada en el caserío Nuevo Libertad, CCPP Paquichari, distrito 
de Pangoa, Provincia de Satipo - Junín, encontrándose un equipo de comunicación (radio 
aire tierra) color negro Marca Linton, modelo LH-200, multifrecuencia con su respectiva 
batería, equipo que por sus características y la experiencia criminológica sirve para la 
comunicación con aeronaves que aterrizan en el VRAEM, no encontrando a ninguna 
persona en el interior de dicho domicilio; c) el día veinticuatro de octubre de dos mil 
quince fue detenida Frida Adelina Tamariz Álamo en Ancash y; rl) Senobio y Hugo Lino 
Salazar Lápiz fueron detenidos posteriorme te,_el día veintisiete de octubre de dos mil
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